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1.— Asistencias y ausencias 


Asisten los señores Representantes: Wash- 
ington Abdala, Guzmán Acosta y Lara, Ernesto 
Agazzi, Guillermo Alvarez, Juan Justo Amaro, 
Gustavo Amen Vaghetti, José Amorín Batlle, 
Raúl Argenzio, Beatriz Argimón, Roque E. 
Arregui, Carlos Baráibar, Gabriel Barandiaran, 
Raquel Barreiro, Artigas A. Barrios, José 
Bayardi, Edgar Bellomo (*), Juan José Bentancor, 
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Luis Batlle Bertolini, Daniel Bianchi, José L. 
Blasina, Nelson Bosch, Víctor Braccini, Brum 
Canet, Julio Cardozo Ferreira, Nora Castro, 
Ricardo Castromán Rodríguez, Roberto Conde, 
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Pintos, Orlando Gil Solares, Raúl Giuria Barbot, 
Carlos González Alvarez, Gustavo Guarino, 
Raymundo Guynot de Boismenú, Tabaré 
Hackenbruch Legnani, Arturo Heber Fúllgraft, 
Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Félix Laviña, Luis M. Leglise, Henry López, 
Guido Machado, Oscar Magurno, José Carlos 
Mahía, Ney Marín, Diego Martínez, Juan Máspoli 
Bianchi, Artigas Melgarejo, José Homero Mello, 
Felipe Michelini, José M. Mieres, Pablo Mieres, 
Ricardo Molinelli, Martha Montaner, Eloísa 
Moreira, Ruben Obispo, Jorge Orrico, Francisco 
Ortiz, Gabriel Pais, Ronald Pais, Gustavo 
Penadés, Alberto Perdomo, Darío Pérez, Enri- 
que Pérez Morad, Carlos Pita, Martín Ponce de 
León, María Alejandra Rivero Saralegui, Alfredo 
Rodríguez, Ambrosio Rodríguez, Glenda Rondán, 
Víctor Rossi, Adolfo Pedro Sande, Julio Luis 
Sanguinetti, Diana Saravia Olmos, Leone! Heber 
Sellanes, Gustavo Silveira, Enrique Soto, Lucía 
Topolansky, Daisy Tourné, Wilmer Trivel, Julio 
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de 2000. Comisión de Asuntos 
Internacionales. 

Se cierra la discusión de los artí- 
culos 12 y 2%, postergándose su 
votación por no haber en Sala el 
quórum NECESATiOseorrocccccronenns 


Varona, 
Carboni. 


Fernando Vázquez y Walter Vener 


Con licencia: Jorge Barrera, Gustavo Borsari 
Brenna, Ruben Carminatti, Juan Domínguez, 
Julio Lara, Ramón Legnani, Margarita Percovich, 
Enrique Pintado, Iván Posada, Alberto Scavarelli, 
Raúl Sendic y Julio C. Silveira. 


Faltan con aviso: Roberto Arrarte Fernández, 
Gustavo Osta y Yeanneth Puñales Brun. 


Observaciones: (*) a la hora 17.40 entra de 
licencia, siendo sustituido por el Sr. Julio Va- 
rona. 


2.- Asuntos entrados 


"PLIEGO N? 32 


DE LA PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
GENERAL 


La Presidencia de la Asamblea General 
remite copia autenticada de los siguientes 
decretos y resoluciones dictados por el Poder 
Ejecutivo: 


— por el que se modifica el Decreto 
N* 24/998, de 28 de enero de 1998, que 
aprobó la reformulación de la estructura 
organizativa de las unidades ejecutoras 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. C/105/000 


— autorizando varias trasposiciones de rubros 
entre programas del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas. C/105/000 


— A la Comisión de Presupuestos. 


La citada Presidencia remite copia autenticada 
de los siguientes asuntos: 
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— nota presentada por el señor Senador 
Juan Adolfo Singer, referente al cometido 
del Parlamento Latinoamericano y al 
trabajo de sus comisiones. Ch11/000 


— A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


— correo electrónico remitido por el señor 
Sub Contador General de la Nación, al que 
adjunta las tapas, carátulas y cuadros 
pertenecientes al Tomo | -Resúmenes- del 
proyecto de ley por el que se aprueba el 
Presupuesto Nacional para el período 
2000-2004. C/586/000 


— Á sus antecedentes. 


DE LA CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite los siguien- 
tes proyectos de ley, aprobados por dicho 
Cuerpo: 


— por el que se declara feriado nacional no 
laborable, el día 23 de setiembre de 2000, 
en conmemoración del 150 aniversario del 
fallecimiento del General José Gervasio 
Artigas. C/607/000 


— por el que se incorporan los literales F) y 
G) al artículo 22 de la Ley N* 11.907, de 
19 de diciembre de 1952, Carta Orgánica 
de la Administración de las Obras Sanita- 
rias del Estado. C/608/000 


— por el que se designa "Domingo Burgueño 
Miguel", la Ruta Nacional N* 39, ubicada 
en el departamento de Maldonado. 

C/609/000 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


— por el que se aprueba el Acuerdo de 
Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos 
Penales con la República del Ecuador, 
suscrito en Montevideo el 27 de agosto de 
1997. C/610/000 


— por el que se aprueba la Convención 
interamericana sobre Competencia en la 
Esfera Internacional para la Eficacia Extra- 
territorial de las Sentencias Extranjeras, 
suscrita por la República en la Tercera 
Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derecho Internacional Privado, que 


tuviera lugar en La Paz, del 15 al 24 de 
mayo de 1984. C/611/000 


— A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


— por el que se concede una pensión 
graciable al señor Arturo Víctor Piñeyro 
Romero. 0/615/000 


— A la Comisión de Seguridad Social. 


La citada Cámara comunica que ha sancio- 
nado los siguientes proyectos de ley: 


— en sesión de 5 de setiembre de 2000: 


— por el que se declara de interés general 
la ubicación y posterior repatriación de 
los restos de los indios charrúas, 
Vaimaca Perú, Senaqué, Guyunusa y 
Tacuabé, tallecidos en la República de 
Francia. C/155/000 


— por el que se adecuan las remuneracio- 
nes de los funcionarios públicos 
redistribuidos incluidos en la Resolución 
del Poder Ejecutivo de 25 de marzo de 
1999. C/487/000 


— en sesión de 6 de setiembre de 2000: 


-— por el que se modifica el artículo 27 de 
la Ley N2* 11.907, de 19 de diciembre 
de 1952, sobre la fecha de realización 
de las elecciones de los delegados de 
la Comisión Asesora de Promociones, 
Faltas y Seguridad Industrial de la 
Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado. C/1982/997 


— por el que se modifica el artículo 32 de 
la Ley N?* 17.088, de 30 de abril de 
1999, referente a la actuación de pe- 
ritos y funcionarios técnicos del Instituto 
Técnico Forense. C/80/000 


— Téngase presente. 


INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Presupuestos se expide 
sobre el proyecto de ley por el que se modifica 
el artículo 148 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, que creó como de particular 
confianza el cargo de Director Nacional de 
información e Inteligencia. C/71/000 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia 
Social se expide sobre el proyecto de ley por 
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el que se modifica el artículo 2* del Decreto-Ley 
N?2 15.361, de 24 de diciembre de 1982, 
relacionado con la leyenda que deben lucir los 
envases de cigarros, cigarrillos, tabacos y 
productos similares que se expenden en el país. 

C/3218/998 


La Comisión de Detensa Nacional presenta, 
informado, un proyecto de minuta de comuni- 
cación por el que se solicita al Poder Ejecutivo 
la asignación de recursos a los efectos de 
realizar los estudios y prospección del fondo 
marino. C/605/000 


— Se repartieron con fecha 7 de setiembre. 


La Comisión de Educación y Cultura se 
expide sobre el proyecto de ley por el que se 
designa "Estado de Israel" la Escuela Jardín 
Asistencial N* 139 de la ciudad de Melo, 
departamento de Cerro Largo. C/351/000 


La Comisión de Asuntos Internacionales se 
expide sobre los siguientes proyectos de ley: 


—— por el que se aprueba el Protocolo de 
Kyoto de la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 
suscrito en Kyoto el 11 de diciembre de 
1997, C/300/000 


— por el que se aprueba la Convención para 
Reducir los Casos de Apatridia, suscrita en 
Nueva York el 30 de agosto de 1961. 

C/410/000 


— Se repartirán. 


COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Rivera remite 
copia del texto de la exposición realizada por 
un señor Edil, sobre la necesidad de recuperar 
y preservar el arroyo Cuñapirú, en el referido 
departamento. C/235/000 


La Junta Departamental de Canelones remite 
copia del texto de las siguientes exposiciones 
realizadas por varios señores Ediles: 


— acerca de un incendio ocurrido en una 
fábrica de productos plásticos de dicho 
departamento. C/235/000 


— A la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente. 


-— sobre la reorganización de los locales de 
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Texto de la Citación 
Montevideo, 7 de setiembre de 2000. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión ordinaria, el próximo 
martes 12, a la hora 16, con el fin de tomar 
conocimiento de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


12. — 


32%.— 


42 


72.— 


ORDEN DEL DIA 


Comisión Permanente del Poder Le- 
gislativo. (Elección de miembros para 
el Primer Período de la XLV Legisla- 
tura). (Artículo 127 de la Constitu- 
ción). 


institutos de la gracia y libertad por 
gracia. (Modificación del artículo 20 
de la Ley N* 15.737). (Carp. 290/000). 
(Informado). (En discusión). 

Rep. 172 y Anexo l 


Sidra. (Se establece que el Poder 
Ejecutivo regulará las formas y con- 
diciones de producción, elaboración, 
rendimientos, envasado, circulación, 
destilación, comercialización, importa- 
ción y exportación). (Carp. 220/000). 
(Informado). Rep. 138 y Anexo | 


Acuerdo sobre Privilegios e Inmunida- 
des del Tribunal Internacional de 
Derecho del Mar. (Aprobación). (Car- 
peta 312/000). (Informado). 

Rep. 193 y Anexo | 


Convenio Internacional del Trabajo 
N* 167 sobre Seguridad y Salud en la 
Construcción. (Ratificación). (Car- 
peta 402/000). (Informado). 

Rep. 228 y Anexo | 


Convenio Internacional del Trabajo 
N2 182 sobre las Peores Formas de 
Trabajo Infantil. (Ratificación). (Car- 
peta 411/000). (Informado). 

Rep. 241 y Anexo 1 


Viaje de Instrucción de Fin de Cursos 
de la Escuela Naval. (Se autoriza la 
salida del país de las Planas Mayores 
y Tripulantes de los Buques ROU 02 
"Artigas" y ROU 05 "15 de Noviembre" 
y Personal de dicha Escuela). (Car- 
peta 509/000). (Informado). 

Rep. 295 y Anexo l 
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Texto de la Citación (Continuación) 


2 — Juan José Morosoli. (Designación a 
la Escuela N* 72 de la ciudad de 
Fray Bentos, departamento de Río 
Negro). (Carp. 461/000). (Informa- 
do). Rep. 260 y Anexo | 


9%2.-— Rosa Cabrera Espínola. (Designa- 
ción a la Escuela N* 51, Rural, de 
Puntas de Villasboas, departamento 
de Durazno). (Carp. 462/000). (Intor- 
mado). Rep. 259 y Anexo | 


10.— Extracción, conservación y trasplan- 
tes de órganos y tejidos. (Regula- 
ción). (Carp. 1084/996). (Informado). 

Rep. 72 y Anexo | 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios. 


pago del Banco de Previsión Social. 
C/149/000 


— A la Comisión de Seguridad Social. 


— relacionada con el 502 aniversario del 
Sindicato de CONAPROLE. C/7/000 


— A la Comisión de Legislación de Trabajo. 


— acerca de la situación de la Comisión 
Honoraria para la Lucha Antituberculosa y 
Enfermedades Prevalentes. C/119/000 


— referente a carencias de la Colonia "Doctor 
Bernardo Etchepare”. C/119/000 


— A la Comisión de Salud Pública y Asisten- 
cia Social. 


La Intendencia Municipal de Salto remite nota 
por la que solicita el apoyo del Cuerpo para la 
realización de la 8% Bienal de Primavera Salto 
2000 - Artes Plásticas y Visuales. C/73/000 


— A la Comisión de Asuntos Internos. 


La Junta Departamental de Paysandú remite 
nota relacionada con la asignación de recursos 
presupuestales al Instituto Nacional de Coloni- 
zación. C/586/000 


— A la Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda. 


La Junta Departamental de Florida remite 
copia de la exposición realizada por un señor 
Edil, acerca de la necesidad de contar con un 
centro CAIF y un club de niños en dicho 
departamento. C/74/000 


La Junta Departamental de Durazno remite 
copia del texto de la exposición realizada por 
un señor Edil, acerca del estado del edificio del 
liceo de Villa del Carmen, en dicho departamen- 
to. C/74/000 


— A la Comisión de Educación y Cultura. 


La Comisión Honoraria Pro Erradicación de la 
Vivienda Rural Insalubre contesta la exposición 
escrita presentada por el señor Representante 
Ricardo Castromán Rodríguez, referente a 
varias necesidades de la localidad de Tres 
Arboles, departamento de Paysandú. C/27/000 


— Á sus antecedentes. 


COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Salud Pública contesta los 
siguientes asuntos: 


— pedido de informes del señor Representan- 
te Pablo Mieres, sobre la existencia de 
proyectos para sustituir o trasladar el 
Centro de Salud de Jardines del Hipódro- 
mo, dependiente de la Administración de 
los Servicios de Salud del Estado. 

C/367/000 


— exposiciones escritas: 


— de los señores Representantes Walter 
Vener Carboni y Luis Batlle Bertolini, 
relacionada con las designaciones de 
auxiliares de servicio y de enfermería 
en centros de salud de los departamen- 
tos de Salto y Soriano. C/27/000 


— del señor Representante Ruben H. 
Diaz, acerca del cese del servicio de la 
policlínica de hematología del Hospital 
Pasteur. C/27/000 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
contesta el pedido de informes del señor 
Representante Luis M. Leglise, referente a las 
obras de reparación en un tramo de la Ruta 
Nacional N? 3, comprendido entre las Termas de 
Guaviyú, en el departamento de Paysandú, y las 
Termas de Daymán, departamento de Salto. 

C/335/000 
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El Ministerio de Educación y Cultura contesta 
los siguientes asuntos: 


— pedidos de informes: 


— de la señora Representante Lucía Topo- 
lansky, sobre determinados datos esta- 
dísticos relativos a la estructura y fun- 
cionamiento del Instituto Nacional del 
Menor. C/281/000 


— del señor Representante Roque Arregui, 
relacionado con el traslado de los niños 
de la Escuela N* 254, "Doctor Aquiles 
Lanza", de Montevideo, a la Escuela 
N* 209, ubicada en Fernández Crespo 
y Uruguay. C/2805/998 


— exposiciones escritas: 


— del señor ex Representante Francisco 
Gallinal, acerca de las necesidades 
locativas y docentes de la Escuela 
N2 5 de la localidad de Solís de 
Mataojo, departamento de Lavalleja. 

C/27/000 


— del señor Representante Roque Arregui, 
referente a la situación de los becarios 
que concurren al Centro Regional de 
Profesores de Colonia. C/27/000 


-— exposición realizada por el señor Repre- 
sentante lván Posada, en sesión de 5 de 
abril de 2000, referida a los textos de 
estudio utilizados en las distintas ramas de 
la enseñanza. S/C 


— A sus antecedentes. 


PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Roque Arregui soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública, sobre los cursos de 
práctica a realizarse en una escuela de Solymar, 
departamento de Canelones. C/606/000 


— Se cursó con fecha 7 de setiembre. 


La señora Representante Yeanneth Puñales 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


-— al Ministerio de Turismo, relacionado con 
presuntas subvenciones otorgadas a la 
intendencia Municipal de Rocha por la 
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referida Secretaría de Estado, 
período 1990-2000. 


en el 
C/612/000 


— al Ministerio de Economía y Finanzas, y 
además por su intermedio a la Dirección 
Nacional de Aduanas, sobre el ingreso al 
país de dos vehículos automotores. 

C/613/000 


El señor Representante Víctor Braccini soli- 
cita se curse un pedido de informes a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, relacionado con 
becarios y pasantes que desempeñan tareas 
propias de la función pública. C/614/000 


-— Se cursaron con fecha 8 de setiembre. 


El señor Representante Guillermo Chifflet 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y 
además por su intermedio a la Junta Nacional 
de Empleo, acerca de los programas de 
capacitación desarrollados por el referido Insti- 
tuto. C/618/000 


— Se cursó con techa 11 de setiembre. 


PROYECTOS PRESENTADOS 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se establecen 
normas para el control de la inversión pública 
en el sector privado. C/616/000 


— AA la Comisión de Hacienda. 

La señora Representante Beatriz Argimón y 
el señor Representante Julio Lara presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se incrementa la 


prestación de la asignación familiar a los 
menores con discapacidad. C/617/000 


— A la Comisión de Seguridad Social". 


3.-— Proyectos presentados 


A) "Inversión pública en el sector privado. 
(Se establecen normas para su control) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.— Las sociedades comerciales 
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respecto de las cuales un órgano del Estado, 
incluyendo Entes Autónomos, Servicios Des- 
centralizados o Gobiernos Departamentales o 
cualquier persona pública no estatal, sea 
tenedor de acciones o sea titular de participa- 
ciones, cualquiera fuere el porcentaje de las 
mismas dentro del capital social, deberán 
presentar al Poder Ejecutivo, dentro de los 
ciento veinte días de finalizado cada ejercicio 
económico, los estados contables confecciona- 
dos conforme a lo dispuesto por los artículos 88 
a 92 de la Ley N* 16.060, de 16 de agosto de 
1989, con dictamen previo de auditoría del 
Tribunal de Cuentas, el que se expresará y 
responsabilizará respecto de la razonabilidad y 
consistencia de los mismos. El Tribunal de 
Cuentas comunicará, en todos los casos, su 
dictamen a la Asamblea General y deberá 
disponer su publicación en el Diario Oficial 
dentro de los treinta días de emitido. 


Artículo 2%— Los órganos estatales O 
paraestatales referidos en el artículo 1% de ta 
presente ley, deberán disponer la publicación 
completa de los estados contables auditados por 
el Tribunal de Cuentas en el Diario Oficial y 
deberán disponer su inclusión en sus respecti- 
vas páginas web en Internet si éstas se hallaren 
en condiciones operativas. En ambos casos se 
incluirá una nota que deberá hacer referencia al 
porcentaje del capital social que pertenece al 
respectivo órgano estatal o paraestatal. El 
Tribunal de Cuentas controlará el cumplimiento 
de lo dispuesto en este artículo, dando cuenta 
a la Asamblea General. 


Artículo 3%.— Si los órganos estatales o 
paraestatales referidos en el artículo 1* de la 
presente ley, fueren tenedores de acciones o 
titulares de participaciones en personas jurídicas 
constituidas en el extranjero, que no actúen en 
el país por intermedio de sucursal, filial, 
agencia, establecimiento o representación per- 
manente, deberán presentar al Poder Ejecutivo, 
con dictamen previo del Tribunal de Cuentas, los 
estados contables e informe de sindicatura de 
la persona jurídica del exterior, certificados, 
traducidos y legalizados en el país de origen, 
con informes de auditor independiente y del 
órgano de dirección del organismo estatal o 
paraestatal, dentro del plazo de ciento veinte 
días del cierre del ejercicio económico de la 
persona jurídica del exterior, sin perjuicio de la 


aplicación de lo dispuesto por el artículo 22 de 
la presente ley. 


Montevideo, 6 de setiembre de 2000. 


Víctor Rossi, Representante 
por Montevideo; Doreen 
Javier Ibarra, Represen- 
tante por Montevideo; 
Daisy Tourné, Represen- 
tante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Lucía Topolansky, Repre- 
sentante por Montevideo; 
José Bayardi, Represen- 
tante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La tenencia por el Estado de acciones de 
sociedades de capital o la titularidad de 
participaciones de sociedades personales, en 
ambos casos regidas por el Derecho Comercial, 
es un fenómeno relativamente reciente en 
nuestro Derecho, y que se ha desarrollado con 
distintos alcances, por lo que es conveniente 
que la ley establezca el marco adecuado de su 
regulación. 


Es de interés general que estas inversiones 
de fondos públicos en el sector privado de la 
economía se efectúen dentro de reglas claras 
que garanticen un alto grado de transparencia 
pública y de divulgación de la información 
contable relacionada con las mismas. Es 
relevante que la actividad del Estado, especial- 
mente aquella de naturaleza estrictamente 
económica, no se encuentre bajo suspicacia o 
en entredicho público. Por otra parte, la función 
de la contabilidad es precisamente brindar la 
información ordenada y sistematizada de modo 
que sea hábil para la toma de decisiones de 
mérito o de conveniencia relacionadas con estas 
inversiones públicas. 


La participación del Tribunal de Cuentas de 
la República como auditor externo de los 
estados contables de las referidas sociedades 
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receptoras de estas inversiones públicas, brinda, 
a juicio de los legisladores firmantes de esta 
iniciativa, las mayores garantías de idoneidad 
técnica y de imparcialidad. 


La toma de conocimiento de los estados 
contables, previamente auditados por el Tribunal 
de Cuentas, por el Poder Ejecutivo, como 
responsable institucional de la política económi- 
ca del país, y por el Poder Legislativo, al que 
la Constitución le comete la autorización general 
del gasto público, se entiende necesaria para 
lograr el mayor nivel de transparencia posible. 


De esta forma, se pone a resguardo a estas 
inversiones de los avatares de un manejo 
escuetamente conocido en la opinión pública, 
con los riesgos derivados de un debate público 
tardío y de escasa profundidad técnica. Es 
preciso señalar que la función de contralor es 
inherente a la gestión pública y al principio de 
separación de poderes y de funciones, de 
recepción constitucional, lo que resulta esencial 
para otorgarle a las inversiones públicas, el 
marco de estabilidad necesario para su floreci- 
miento. 


La publicación de los estados contables y del 
informe circunstanciado del Tribunal de Cuentas, 
tanto en la prensa como en medios electrónicos, 
lejos de perjudicar la marcha de las referidas 
sociedades comerciales, sirve para otorgarles un 
ámbito seguro de desarrollo económico a 
cubierto de sospechas, que suelen germinar en 
el terreno de lo desconocido o de lo oculto. 
Cuando de los dineros públicos se trata, el más 
amplio conocimiento que se pueda brindar a la 
sociedad civil es útil para revitalizar las 
relaciones que la vinculan con la acción del 
Estado, especialmente de actividades de natu- 
raleza principalmente económica. 


Similares condiciones merecen las inversio- 
nes públicas en personas jurídicas constituidas 
en el extranjero, por lo que, en lo pertinente, 
el régimen de contralor previsto se extiende 
expresamente a las mismas, con las necesarias 
adaptaciones en función de las peculiaridades 
que ostenta la ubicación espacial fuera de 
fronteras. Así se exige disponer del informe de 
sindicatura y de un auditor externo a la sociedad 
receptora. 


Montevideo, 6 de setiembre de 2000. 


Víctor Rossi, Representante 
por Montevideo; Doreen 
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Javier Ibarra, Represen- 
tante por Montevideo; 
Daisy Tourné, Represen- 
tante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrlco, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Lucía Topolansky, Repre- 
sentante por Montevideo; 
José Bayardi, Represen- 
tante por Montevideo”. 


B) "Menores con discapacidad. (Se incrementa 
el monto de los beneficios de asignación 
familiar) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Cuando los beneficiarios 
de la Ley N?* 17.139, de 16 de julio de 1999, 
sean menores con discapacidad, percibirán 
duplicada la asignación familiar. 


Asimismo, recibirán los mismos beneficios 
que el Banco de Previsión Social (BPS) otorga 
a Menores con capacidades diferentes, ampara- 
dos en el Decreto-Ley N* 15.084, de 28 de 
noviembre de 1980, y normas reglamentarias. 


Montevideo, 6 de setiembre de 2000. 


Julio Lara, Representante 
por Canelones; Beatriz 
Argimón, Representante 


por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El 16 de julio de 1999 se aprobó la Ley 
N?2 17.139, con la intención de extender la 
prestación monetaria de las asignaciones fami- 
liares a todos los hogares de menores recursos, 
significando un importante avance legislativo 
para atender a los niños de hogares más pobres 
de nuestra sociedad. 


Lamentablemente dicha ley dejó librada a la 
reglamentación aspectos sustanciales que con- 
dicionaron el logro de los objetivos perseguidos 
por los legisladores. Entre ellos surge nítida- 
mente, vía Decreto 316/99, de 6 de octubre de 
1999, el desigual tratamiento para los beneficia- 
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rios con capacidad disminuida respecto a los 
amparados en el régimen general (Ley 
N2 15.084, de 28 de noviembre de 1980, y 
decretos reglamentarios). 


Mientras estos últimos perciben duplicada la 
asignación familiar y otros beneficios como, el 
traslado y/o concurrencia a escuelas y cursos 
especiales que presta el Banco de Previsión 
Social, los primeros sólo reciben la asignación 
familiar como cualquier otro beneficiario. 


A través del presente proyecto de ley se 
propone que los beneficiarios de la Ley 
N* 17.139 con capacidades diferentes, reciban 
igual tratamiento que los amparados por el 
Decreto-Ley N* 15.084. 


Entendemos que dicha equiparación es de 
estricta justicia, más aún cuando los beneficia- 
rios de la Ley N* 17.139, pertenecen a los 
hogares más pobres de la sociedad. Correspon- 
de señalar que de acuerdo a informes de la 
Asesoría Económica y Actuarial del Banco de 
Previsión Social, el presente proyecto de ley 
tendría un costo anual de US$ 823.300 
(ochocientos veintitrés mil trescientos dólares de 
los Estados Unidos de América), que estaría 
financiado, de aplicarse el artículo 6* de la Ley 
N2 17.139. 


Montevideo, 6 de setiembre de 2000. 


Julio Lara, Representante 
por Canelones; Beatriz 
Argimón, Representante 


por Montevideo". 


4.-— Exposiciones escritas 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Está abier- 
to el acto. 


(Es la hora 16 y 34) 
— Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Víctor Braccini 
solicita se curse una exposición escrita a los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, y 
además por su intermedio al Banco de Previsión 
Social; y de Relaciones Exteriores; a las Juntas 
Departamentales de Artigas, Rivera y Cerro 
Largo; a la Intendencia Municipal de Artigas, con 


destino a la Junta Local Autónoma de Bella 
Unión, sobre empresas de construcción radica- 
das en la República Federativa del Brasil, que 
operan en el territorio nacional, 0/27/000 


El señor Representante Luis José Gallo 
Imperiale solicita se curse una exposición 
escrita a los Ministerios de Economía y Finanzas 
y de Educación y Cultura, con destino al Instituto 
Nacional del Menor, relacionada con la situación 
de varios centros de dicho Instituto ubicados en 
el departamento de Canelones. C/27/000 


El señor Representante Gustavo Guarino 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y a 
las Intendencias Municipales y Juntas Departa- 
mentales de Cerro Largo y Rivera, acerca de la 
situación del puente sobre el río Negro, en la 
Ruta Nacional N* 44, C/27/000 


El señor Representante Juan Justo Amaro 
Cedrés solicita se curse una exposición escrita 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y 
a las empresas Turil, Chadre, Turismar, Nossar, 
Núñez, CUT y Agencia Central, referente a la 
supresión de servicios de transporte 
interdepartamental de pasajeros en la ciudad 
capital del departamento de Florida. C/27/000 


El señor Representante Darío Pérez solicita 
se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


— al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, y además por su intermedio a la 
Administración de Ferrocarriles del Estado: 


— sobre la necesidad de realizar un en- 
sanchamiento de un paso a nivel 
existente en el barrio de la ciudad de 
San Carlos, departamento de Mal- 
donado. C/27/000 


— relacionada con la posibilidad de donar 
o dar en usufructo a la Escuela N* 69 
de Las Flores, departamento de 
Maldonado, un predio de dicha Adminis- 
tración. C/27/000 


—a la Presidencia de la República y al 
Ministerio de Defensa Nacional, y además 
por su intermedio a la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones, acerca 
de la selección de personal por temporada 
para el departamento de Maldonado, por 
parte de la citada Administración. 

C/27/000" 


— Se votarán oportunamente. 
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5.- Inasistencias anteriores 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 


(Se lee:) 


"INASISTENCIAS A LAS COMISIONES 


Representantes que no concurrieron a las 
Comisiones citadas: 


6 de setiembre 
Asuntos Internacionales 


Sin aviso: Enrique Pintado. 


Ganadería, Agricultura y Pesca 
Con aviso: Julio Cardozo Ferreira. 
Transporte, Comunicaciones y Obras Públi- 
cas 


Sin aviso: Tabaré Hackenbruch Legnani. 


Presupuestos integrada con la de Hacienda 


Con aviso: Luis M. Leglise. 


7 de setiembre 


Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración 


Con aviso: Alejo Fernández Chaves, Diana 
Saravia Olmos, Jorge Barrera y Jorge Orrico. 


Presupuestos integrada con la de Hacienda 


Con aviso: Luis M. Leglise. 


Especial con fines de diagnóstico sobre las 
situaciones de pobreza 


Con aviso: Félix Laviña, María Alejandra 
Rivero Saralegui y Roberto Conde. 
11 de setiembre 


Transporte, Comunicaciones y Obras Públi- 
cas 


Con aviso: Tabaré Hakenbruch Legnani. 
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Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 


Con aviso: María Alejandra Rivero Saralegui. 


Sin aviso: Darío Pérez. 


Presupuestos integrada con la de Hacienda 


Con aviso: Gabriel Barandiaran", 


6.— Exposiciones escritas 


— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones 
escritas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
— Veintinueve en treinta y uno: Afirmativa. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


A) Exposición del señor Representante Víctor 
Braccini a los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social, y además por su inter- 
medio al Banco de Previsión Social; y de 
Relaciones Exteriores; a las Juntas Depar- 
tamentales de Artigas, Rivera y Cerro 
Largo; a la Intendencia Municipal de 
Artigas, con destino a la Junta Local 
Autónoma de Bella Unión, sobre empresas 
de construcción radicadas en la República 
Federativa del Brasil, que operan en el 
territorio nacional. 


“Montevideo, 8 de setiembre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y, además, por su intermedio, al Banco 
de Previsión Social (BPS); al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, a las Juntas Departamen- 
tales de Artigas, de Rivera, de Cerro Largo y 
a la Junta Local Autónoma y Electiva de Bella 
Unión. La situación de los departamentos 
linderos con la República Federativa del Brasil 
es realmente preocupante, fundamentalmente 
por las diferencias de precios, lo que ha llevado 
al cierre de muchos comercios. Así también 
preocupa la situación de los trabajadores 
vinculados con la construcción, ya que las 
empresas brasileñas están compitiendo con las 
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empresas uruguayas en forma totalmente des- 
favorable para las nuestras, amparándose en un 
Acuerdo Social N* 14,895, de 15 de mayo de 
1979, el que fue homologado por los acuerdos 
del Mercado Común del Sur. Dicho acuerdo no 
está reglamentado, por lo cual las empresas 
sólo utilizan trabajadores brasileños. Lo único 
que éstas necesitan es un arquitecto que realice 
los planos y firme los trámites correspondientes. 
Pero no aportan a ningún organismo nacional, 
ni al BPS, ni a la Dirección General Impositiva 
(DGl), ni están registradas en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Aparentemente, 
estas empresas tendrían que aportar en su país, 
pero desconocemos quién realiza dicho control, 
si es que existe. Generalmente los trabajadores 
contratados reciben salarios que se fijan en la 
República Federativa del Brasil. Lo que más 
llama la atención es que además de los 
contratos privados que obtienen para construir 
en territorio uruguayo, dichas empresas también 
construyen locales de organismos públicos 
-cuando existe un área del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas con ese cometido- 
así como privados en territorio nacional. Tene- 
mos la seguridad que estos temas serán 
considerados por las autoridades correspondien- 
tes. Saludamos al señor Presidente muy aten- 
tamente. Víctor Braccini, Representante por 
Montevideo". 


B) Exposición del señor Representante Luis 
José Gallo Imperiale a los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Educación y 
Cultura, con destino al Instituto Nacional! 
del Menor, relacionada con la situación de 
varios centros de dicho Instituto ubicados 
en el departamento de Canelones. 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Instituto Nacional del Menor (INAME), y al 
Ministerio de Economía y Finanzas. Una com- 
prometida situación puede afectar seriamente 
los centros que el INAME tiene en las ciudades 
de Las Piedras, La Paz, Canelones y Pando, del 
departamento de Canelones. Ha llegado a mi 
conocimiento la existencia de una importante 
deuda con proveedores, tanto por gastos de 


funcionamiento como de inversiones. Más pre- 
cisamente, se cesaron los pagos a proveedores 
para el funcionamiento desde el mes de junio 
del presente año, y para obras en ejecución 
desde diciembre de 1999, extremo que ha 
llevado a su paralización. Los centros albergan 
en la ciudad de Canelones y en calidad de 
internados, a treinta y cinco menores; en las 
ciudades de La Paz y Las Piedras, en calidad 
de seminternados, a ciento veinte menores, y el 
Centro de Estudio y Derivación, que funciona en 
las ciudades de Canelones, Las Piedras y 
Pando, atiende ciento cincuenta casos por mes. 
Resulta evidente el alto interés que representa 
para la sociedad la actividad del INAME en estas 
ciudades y, por tanto, desde el Parlamento veo 
con mucha preocupación la posibilidad de que 
se resienta total o parcialmente algunos de esos 
servicios por los sensibles intereses que 
involucran. Por lo expuesto, solicito que se 
tomen urgentes medidas respecto de las deudas 
existentes y se evite la responsabilidad del 
Estado en un tema de histórica importancia para 
nuestra sociedad como lo es la minoridad. 
Saludo al señor Presidente muy atentamente. 
Luis José Gallo Imperiale, Representante por 
Canelones". 


C) Exposición del señor Representante Gus- 
tavo Guarino al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, y a las Intendencias 
Municipales y Juntas Departamentales de 
Cerro Largo y Rivera, acerca de la 
situación del puente sobre el río Negro, en 
la Ruta Nacional N* 44, 


*Montevídeo,12 de setiembre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, alas Intendencias Municipales y a las 
Juntas Departamentales de Cerro Largo y 
Rivera. En el mes de julio del año en curso, la 
señora Representante Mariella Demarco realizó 
un planteamiento en la Cámara sobre la 
necesidad y urgencia de construir un nuevo 
puente sobre el río Negro, Ruta Nacional N* 44 
"Coronel Fernando Torgués', sobre el paso 
Mazangano. Este puente une los departamentos 
de Rivera y Cerro Largo. Con fecha 4 de agosto 
del presente año, la Junta Departamental de 
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Cerro Largo apoyó el planteo realizado por el 
señor Edil Arí Ney Sorondo, quien reiterando el 
planteo de la mencionada Representante, reafir- 
ma la importancia estratégica que tiene dicho 
puente para la zona. El actual se encuentra en 
pésimo estado, situación que se constata a 
simple vista, aun para quienes no sean expertos, 
además de tener el inconveniente de ser 
sumergible. Mazangano es una zona ganadera, 
hoy transformada también en un importante polo 
de desarrollo arrocero. Actualmente el puente 
permite pasar camiones con un máximo de diez 
mil kilogramos, lo que obliga que para transpor- 
tar la producción de arroz hacia los centros de 
procesamiento agroindustrial de las ciudades de 
Melo, Río Branco, Treinta y Tres y José Pedro 
Varela, los camiones tengan que recorrer un 
trayecto mayor para llegar hasta la Ruta 
Nacional N2 26 'Brigadier General Leandro 
Gómez' y cruzar el río Negro por paso de 
Aguiar. Como se comprenderá, esa situación 
dificulta la operativa de la zafra arrocera y 
encarece marcadamente los fletes. Lo mismo 
ocurre con la producción ganadera. Debemos 
recordar que esa región, tanto en los departa- 
mentos de Cerro Largo como de Rivera, es la 
que presenta los índices de pobreza y necesi- 
dades básicas insatisfechas más elevadas del 
país, por lo que requiere se adopten urgentes 
medidas de apoyo para su desarrollo. Sin lugar 
a dudas, la construcción del mencionado puente 
es un elemento estratégico. Por lo expuesto, 
creemos que a pesar de la restricción en la 
inversión de obras públicas, es necesario que 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
incluya en sus prioridades dicha obra. Saluda- 


mos al señor Presidente muy atentamente. 
Gustavo Guarino, Representante por Cerro 
Largo”, 


D) Exposición del señor Representante Juan 
Justo Amaro Cedrés al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y a las 
empresas Turil, Chadre, Turismar, Nossar, 
Núñez, CUT y Agencia Central, referente a 
la supresión de servicios de transporte 
interdepartamental de pasajeros en la 
ciudad capital del departamento de Flori- 
da. 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 


facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y 
a las empresas de transporte Turil, Chadre, 
Turismar, Nossar, Núñez, CUT y Agencia 
Central. Quiero hacer referencia a la situación 
creada en la ciudad capital del departamento de 
Florida, con el transporte colectivo de pasajeros 
que se dirigen al norte del país, como también 
los que viajan de Montevideo a Florida luego de 
la hora 22. A partir de 1996 los servicios 
nocturnos de las mencionadas empresas de 
transporte de pasajeros dejaron de ingresar a 
la ciudad de Florida cuando cumplen el trayecto 
Montevideo-norte del país. Quienes viajan par- 
tiendo desde la terminal Tres Cruces con 
posterioridad a la hora 22 no tienen servicios 
que lleguen hasta la terminal de ómnibus 
Florida. En consecuencia deben descender en 
las rotondas de acceso a la ciudad, ubicadas a 
unas treinta cuadras del centro, tramo que 
algunos pueden realizar en taxímetro y la gran 
mayoría por razones económicas, a pie. Asimis- 
mo, y Vinculada a la problemática que plantea- 
mos, los pasajeros que deseen desplazarse 
desde Florida, al norte del país en horarios 
nocturnos, no tienen la certeza de si el ómnibus 
se detendrá o no en las rotondas de la Ruta 
Nacional N2 5 'Brigadier General Fructuoso 
Rivera'. A pesar de tener la obligación de 
hacerlo, no todas las compañías, efectivamente, 
admiten el ascenso de pasaje en esos sitios. Si 
tenemos en cuenta que la inmensa mayoría de 
quienes viajan en horarios nocturnos, son 
trabajadores y estudiantes que abonan por el 
pasaje un precio sustantivamente mayor al que 
pagan en horarios diurnos donde existe un 
normal servicio, consideramos que estas empre- 
sas deberían ingresar a la ciudad por lo menos 
con dos frecuencias nocturnas. Proponemos que 
se reanude el ingreso de los servicios nocturnos 
de dichas empresas a la ciudad de Florida, 
siendo factible el ingreso por el Paso de los 
Dragones, acceso ubicado sobre el kilómetro 93 
de la Ruta Nacional N* 5, sin paradas dentro 
de la zona urbana, o sea, sólo se detendrían 
en la terminal de ómnibus. Esta solución 
transitoria sería definitiva cuando el puente de 
la Piedra Alta, principal vía de ingreso a la 
ciudad, quede definitivamente reparado y en 
condiciones de normal circulación vehicular. 
Saludo al señor Presidente muy atentamente. 
Juan Justo Amaro Cedrés, Representante por 
Florida”. 
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E) Exposición del señor Representante Darío 
Pérez al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, y además por su intermedio a la 
Administración de Ferrocarriles del Estado 
sobre la necesidad de realizar un ensan- 
chamiento de un paso a nivel existente en 
un barrio de la ciudad de San Carlos, 
departamento de Maldonado. 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, 
además, por su intermedio, a la Administración 
de Ferrocarriles del Estado (AFE). Desde hace 
mucho tiempo vecinos de barrios aledaños al 
paso a nivel situado en una de las entradas 
principales -sobre avenida Alvariza- a la ciudad 
de San Carlos, departamento de Maidonado, 
tienen la inquietud de realizar un ensanchamien- 
to del mencionado paso a nivel, evitando que 
se dificulte y enlentezca el tránsito así como la 
circulación de personas. El mismo constituye un 
peligro para la integridad física de los peatones, 
situación que se acentúa en horas de ingreso 
y egreso escolar. Además de la aspiración 
expresada, existe el interés de embellecer la 
extensa superficie de terreno que AFE tiene en 
el lugar, mediante la parquización de zonas que 
no afecten la playa de maniobras o depósito que 
el Ente considere necesarios. Para que obras y 
proyectos de la comunidad sean posibles 
necesariamente se debe contar con la autoriza- 
ción del Directorio de AFE. Esperando una 
respuesta positiva a lo planteado, saludo al 
señor Presidente muy atentamente. Darío Pérez, 
Representante por Maldonado". 


F) Exposición del señor Representante Darío 
Pérez al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, y además por su intermedio a la 
Administración de Ferrocarriles del Estado 
relacionada con la posibilidad de donar o 
dar en usufructo a la Escuela N* 69 de Las 
Flores, departamento de Maldonado, un 
predio de dicha Administración. 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000, Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 


Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, 
además, por su intermedio, a la Administración 
de Ferrocarriles del Estado (AFE). Durante la 
Administración anterior ante el Directorio de AFE 
se había iniciado trámite a una solicitud 
realizada por vecinos, padres de alumnos y 
maestros de la Escuela N* 69 de pueblo Las 
Flores, del departamento de Maldonado, solici- 
tando el usufructo o donación del predio de AFE 
de la Estación Las Flores, situado frente a la 
Escuela. Dicha solicitud la motivó en primer 
lugar, el que en ese predio se podrían realizar 
múltiples actividades de la escuela mencionada, 
y en segundo lugar en que ello no afectaría en 
ningún aspecto el funcionamiento del Ente en 
esa estación. Saludo al señor Presidente muy 
atentamente. Darío Pérez, Representante por 
Maldonado". 


G) Exposición del señor Representante Darío 
Pérez a la Presidencia de la República y 
al Ministerio de Defensa Nacional, y 
además por su intermedio a la Administra- 
ción Nacional de Telecomunicaciones, 
acerca de la selección de personal por 
temporada para el departamento de 
Maidonado, por parte de la citada Adminis- 
tración. 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000, Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Defensa Nacional y, además, 
por su intermedio, a la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones (ANTEL), y a la Presi- 
dencia de la República. En el día de la techa 
he mantenido una reunión con funcionarios de 
ANTEL del departamento de Maldonado, que 
son trabajadores 'de temporada' y se encuentran 
movilizados por lo que a todas luces y desde 
cualquier punto de vista, aparece como una 
injusticia. En el año 1996 algunos de los 
funcionarios obtuvieron de parte del Directorio 
del Ente el compromiso de respetar una lista, 
de por lo menos catorce funcionarios, con doce 
y hasta quince años de servicios, priorizando su 
antigúedad y demás. No obstante existen más 
funcionarios, por lo menos ochenta, que también 
cumplen funciones en temporada estival, con 
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antigúedad mayor a la expresada. En estos días 
se ha contratado para cumplir funciones en 
ANTEL de Maldonado a una funcionaria con sólo 
cuatro meses de trabajo, a otro funcionario sin 
experiencia que es oriundo del departamento de 
Cerro Largo y una tercera que había renunciado 
a varias temporadas de trabajo. A esta situación 
se agrega que algunos actores políticos han 
aconsejado a sus partidarios no participar de 
dichas movilizaciones, presumiéndose posibles 
represalias para la próxima temporada veranie- 
ga. De lo expuesto surge: Que coincido con los 
funcionarios movilizados en que se está ante un 
hecho a todas luces injusto. Que quien observe 
fríamente los hechos relatados, sólo puede tener 
la impresión de que sigue funcionando el viejo 
'instituto de la cuña'.. Que sugerir a los 
funcionarios que no se participe de las 
movilizaciones, por parte de algunos actores 
políticos como fue denunciado, constituye una 
flagrante amenaza. Solicito a ANTEL que defina 
el ingreso al Ente en futuras contrataciones por 
concurso o sorteo, según cada caso y, como 
segundo criterio, el de la antigúiedad y experien- 
cia de los funcionarios, así como cursos 
realizados a nivel educativo. Estas condiciones 
solicitadas son las únicas que aseguran trans- 
parencia y justicia. Saludo al señor Presidente 
muy atentamente. Darío Pérez, Representante 
por Maldonado". 


MEDIA HORA PREVIA 


7.— Manifestaciones acerca 


de la propuesta de 
tercerización de servi- 
cios en el puerto de 
Punta del Este. 


— Se entra a la media hora previa. 


Tiene la palabra el señor Diputado Pérez 
Morad. 


SEÑOR PEREZ MORAD.— Señor Presidente: 
queremos referirnos al puerto de Punta del Este, 
por ser un tema muy preocupante para todos los 
vecinos de nuestro departamento. 

Nuestro puerto de Punta del Este nos 
preocupa porque es la cara visible de nuestro 
balneario y la más conocida en todo el mundo, 
particularmente en el Cono Sur. Hay que tener 
en cuenta que, ante los dominios imperiales en 


CAMARA DE REPRESENTANTES 15 


el puerto de Montevideo, también fue el puerto 
de alternativa para seguir comerciando los 
productos autóctonos, convirtiéndose en un 
bastión artiguista, razón histórica de identidad; 
además, su tierra es propiedad demostrada del 
ejido de Maldonado. 

Es una frontera internacional marítima, con 
los importantísimos conceptos que esto conlleva 
en cuanto a soberanía y seguridad. 

Este puerto tiene una magnífica belleza que 
se mantiene con el paso de los años. Es fuente 
de trabajo de múltiples actores en diferentes 
actividades del ámbito portuario. Es motivo de 
valorización de la tierra y de las construcciones 
en su entorno, así como de inversiones en su 
cercanía y de aportes importantes a la Contri- 
bución Inmobiliaria, tanto por parte de propie- 
tarios uruguayos como extranjeros. 

Constituye un muy atractivo paseo con 
sentido de pertenencia para cualquier vecino de 
nuestro departamento. 

Es motivo de ingresos para el Estado a través 
de la Dirección Nacional de Hidrografía, depen- 
diente del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, en virtud del pago por el uso de 
amarras, boyas y servicios conexos. 

Es un especial estímulo para la práctica de 
la náutica deportiva. Por estos y otros motivos 
es de vital importancia la opinión de todos los 
actores implicados, sin exclusiones, cuando se 
proponen eventuales cambios de gran importan- 
cia, como el de la tercerización de nuestro 
puerto por parte del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, planteada desde hace dos años. 

Los pliegos de licitación generaron reaccio- 
nes en diferentes sectores de nuestra comuni- 
dad. Al respecto, la Junta Departamental creó 
entonces una Comisión que se expidió al fin de 
su gestión, y para esta nueva Legislatura se ha 
formado otra. Á su vez, el departamento jurídico 
de la Intendencia planteó discrepancias y se 
formó una comisión de vecinos en contra de la 
concesión del puerto, que juntó más de seis mil 
firmas, oponiéndose a esa iniciativa. 

Por otra parte, se generó una honda 
preocupación en los trabajadores pesqueros y 
de tráfico al saber de la posibilidad de ser 
cambiados de su lugar de trabajo o perder su 
fuente laboral a causa de una cruda competen- 
cia. Á su vez, se despertó preocupación en la 
comunidad del departamento al conocerse lo 
que se establece en el pliego en cuanto a que 
por razones de seguridad y privacidad es posible 
evitar el acceso de los vecinos del departamento 
a muchos sectores del puerto. 
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La Liga de Fomento y Turismo de Punta del 
Este reivindicó el poder de decisión sobre el 
destino del puerto por parte del departamento 
de Maldonado, y sus habitantes lo hicieron a 
través de las fuerzas vivas, de la Junta 
Departamental y del Intendente. También lo hizo 
la Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este. 

Esto motivó que hiciéramos un pedido de 
informes al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas sobre el funcionamiento y el estado 
superavitario o deficitario del puerto. Por su 
respuesta, se reconoce que existe un superávit 
operativo de casi US$ 1:000.000 anuales, 
habiendo incluso servicios privados que no 
pagan. Allí se describen obras de mantenimiento 
necesarias por un total de US$ 8:500.000, que 
bien podrían realizarse por pagos cuotificados a 
largo plazo, sin necesidad de hipotecar el 
superávit anual y menos aún justificar así una 
tercerización. 

Por este motivo, recibimos a las fuerzas vivas 
del departamento, aglutinadas en contra de esta 
tercerización, en la Comisión de Turismo de esta 
Cámara, y luego al señor Ministro de Transporte 
y Obras Públicas, quien también dio su opinión 
al respecto. 

El sábado 9 de setiembre de este año, en 
ta página 9 del diario "El País", el señor 
Intendente de Maldonado relata que, luego de 
varias reuniones con el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, se logró modificar 
las condiciones del pliego original, decidiéndose 
definitivamente a licitar el puerto. 

Queremos expresar nuestra más honda 
preocupación ante esto, ya que las fuerzas vivas 
del departamento y la comisión del puerto de 
Punta del Este, de la nueva Junta Departamen- 
tal, no conocen el nuevo pliego y nos parece 
que tienen absoluto derecho a ser consultados. 

En consecuencia, expresamos nuestra más 
profunda preocupación por todas estas razones: 
por una razón histórica de libertad en el uso de 
dicho puerto por parte de los vecinos; por una 
cuestión de soberanía a la luz del plebiscito de 
1992 y del artículo 186 de la Constitución de 
la República; por la participación de las fuerzas 
vivas, que han juntado firmas; por las experien- 
cias negativas de tercerización en países 
vecinos; por la seguridad de las fuentes 
laborales; por la falta de estudio del impacto 
ambiental; por la pérdida en recaudación por 
parte del Estado; por la eventualidad de litigios 
de vecinos propietarios en zonas linderas al 
puerto, que afectarían al Estado; por la 
preocupación de los promotores de la zona; por 


la eventual falta de control en la lucha contra 
el narcotráfico en caso de tercerizar, y en 
defensa de un real control aduanero. 

Solicitamos un abierto y saludable diálogo y 
consideramos inconsistentes los argumentos 
planteados para tercerizar un puerto que, claro 
está, es mejorable. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea remitida a la Presidencia de la 
República, a los Ministerios de Defensa Nacio- 
nal, de Turismo, de Transporte y Obras Públicas 
y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, al Intendente Municipal y Junta 
Departamental! de Maidonado, a las Comisiones 
de Turismo y del puerto de Punta del Este de 
la Junta Departamental de Maldonado, a la 
Comisión Departamental de Turismo de Mal- 
donado, a la Liga de Fomento y Turismo, a la 
Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este, 
a las distintas asociaciones de trabajadores del 
puerto y a las comisiones de vecinos de 
Maldonado y de Punta del Este en contra de la 
tercerización. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Treinta y ocho en treinta y nueve: Afirmativa. 


8.— Diferencias discrimi- 


natorias entre las tari- 
fas de las llamadas lo- 
cales e interurbanas 


Tiene la palabra el señor Diputado Leglise. 


SEÑOR LEGLISE.— Señor Presidente: voy a 
exponer sobre un asunto que es de interés 
nacional y hoy se encuentra en la palestra 
pública; se trata de un tema relacionado con una 
injusticia que se origina en ANTEL desde el 
punto de vista tarifario. 

Cuando en el Parlamento se analizaron las 
cifras en materia de gastos en comunicaciones 
que tenemos los legisladores, nos surgió una 
duda importante. Entonces, intentamos conocer 
a ciencia cierta cuál era el pliego tarifario que 
tiene ANTEL, tanto para llamadas locales como 
para interurbanas. Á partir del estudio que reali- 
zamos arribamos a conclusiones que creo que 
merecerán la atención del Directorio de ANTEL 
y, por supuesto, también del interior del país. 
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Comparemos las llamadas locales y las del 
área metropolitana de Montevideo con las 
interurbanas, en un ejemplo clásico y que puede 
ser bien diferencial: una llamada local de diez 
minutos hecha en el departamento de Montevi- 
deo y en el área metropolitana tiene un costo 
de $ 2,80; en cambio, esa misma llamada, 
realizada en forma interurbana -es decir, desde 
aquellos lugares que están a más de cien 
kilómetros del área metropolitana-, pasa a costar 
$ 44,80, o sea, veinticinco veces más. Creo que 
esto demuestra que existe una injusticia signi- 
ficativa desde el punto de vista tarifario. 

Las cifras mencionadas corresponden al 
costo de las llamadas durante las horas pico, 
cuando ANTEL cobra por encima de lo normal. 
Si tomamos en cuenta el horario nocturno, 
cuando ANTEL hace una diferenciación impor- 
tante, se advierte la misma diferencia. Una 
llamada local en Montevideo cuesta $ 0,93, 
mientras que una interurbana cuesta $ 27; es 
decir que la injusticia se mantiene: el costo es 
veintisiete veces mayor. 

Queríamos plantear este tema en la media 
hora previa, dado que la Administración Nacio- 
nal de Telecomunicaciones ha dictado algunas 
resoluciones que intentan reducir las tarifas 
nacionales a efectos de fomentar las comunica- 
ciones internas en el país y de favorecer a sus 
clientes, tal como surge de la Resolución 
Ne 207/2000, que representó algunos cam- 
bios en cuanto a las tarifas locales e interurba- 
nas. 

Por ello, desde nuestra banca queremos 
hacer llegar al Directorio de ANTEL nuestra 
opinión sobre esta notoria injusticia, sobre esta 
discriminación que existe con respecto al interior 
de nuestro país. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea cursada al Directorio de ANTEL 
y a las Juntas Departamentales del interior 
del país que, por supuesto, al igual que 
nosotros, tienen este mismo problema. Asimis- 
mo, me gustaría que este punto fuera estudiado 
por la Comisión de Asuntos Internos de la 
Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y uno en cuarenta y tres: Afirma- 
tiva. 


9.- Solicitud de ¡instala- 


ción de semáforos en la 
Ruta Nacional N? 3, que 
atraviesa la ciudad de 
Bella Unión, departa- 
mento de Artigas 


Tiene la palabra el señor Diputado Marín. 


SEÑOR MARIN.— Señor Presidente: cercana 
a la ciudad de Bella Unión se encuentra la 
Escuela N* 19, "República Federativa del Brasil", 
cuya Directora es la maestra, señora Nahra 
Lion. Dicha escuela se encuentra localizada al 
margen izquierdo de la Ruta Nacional N* 3, que 
corta al medio la ciudad de Bella Unión; para 
quien conoce el pago, yendo de norte a sur, es 
la que está justo en una curva. 

A ese centro de estudios concurren 715 niños 
de ambos sexos, cuyas edades oscilan entre los 
cuatro y los doce años. Se suma a la actividad 
de esa escuela una clase de apoyo a la que 
asisten casi cuarenta niños más. 
Concomitantemente, existe un merendero de 
actividad diaria. Casi todos estos niños cruzan 
diariamente la Ruta Nacional N* 3 de oeste a 
este, ya que la escuela recibe niños de barrios 
muy humildes como, por ejemplo "Las Láminas”, 
"Las Piedras", "Tres Fronteras” y "Barrio Nuevo"; 
es decir que casi todos ellos viven del lado 
opuesto a la ubicación de la escuela. 

Con esta fundamentación queda claro el alto 
grado de peligro que implica cruzar dicha ruta, 
ya sea al iniciar o al terminar el día lectivo. Si 
bien es cierto que en estos períodos concurren 
los fiscales de tránsito locales, muchos son los 
niños que por diversas causas entran a la 
escuela o salen fuera de esos horarios. 

Por dicha ruta se moviliza un gran contingen- 
te de camiones con carga pesada provenientes 
de Brasil, camiones argentinos que se desplazan 
a otros países y otros dedicados al transporte 
azucarero. Como se podrá advertir, en la zona 
hay un intenso tráfico vehicular. A modo de 
ejemplo debo mencionar que el pasado mes fue 
atropellado un niño de seis años; en el año 1999 
hubo varios accidentes y dos de ellos resultaron 
fatales. 

Señor Presidente: sin ser reiterativo, creo 
haber fundamentado el alto grado de peligro que 
existe en dicho cruce carretero peatonal, donde 
se pone en riesgo la vida de los pequeños 
orientales que por allí circulan. 
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Por estos motivos, solicito al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas que en forma 
urgente se instale un semáforo y se haga el 
delineamiento de una cebra peatonal en dicho 
cruce. Inequivocamente y de antemano creo que 
recibiré una respuesta de aprobación al mencio- 
nado pedido. 

En nombre de todos los gurises y de sus 
padres, quienes depositaron en mí su confianza, 
solicito que la versión taquigráfica de estas 
palabras sea enviada al señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas, a la Junta Departamen- 
tal de Artigas, a la Junta Local Autónoma de 
Bella Unión y a la abnegada Directora de la 
mencionada escuela. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cuatro en cuarenta y seis: 
Afirmativa. 


10.—Necesidad de buscar so- 
luciones a la grave pro- 
blemática de los acci- 
dentes de tránsito 


Tiene la palabra el señor Diputado Martínez. 


SEÑOR MARTINEZ.— Señor Presidente: en 
reiteradas instancias, fundamentalmente desde 
el plano periodístico, he procurado llamar la 
atención de la opinión pública y de las 
autoridades competentes con relación a los 
accidentes de tránsito, la peor epidemia que 
afecta a nuestra sociedad. Simultáneamente, 
hemos intentado contribuir con la diagramación 
de una posible estrategia para abatir este mal. 

No me resulta superabundante recordar 
precisamente en este ámbito que, como conse- 
cuencia de esta terrible circunstancia, en 
Uruguay fallecen por año alrededor de seiscien- 
tas personas, que miles y miles sufren lesiones 
de entidad y que centenares de millones de 
dólares deben destinarse a pagar indemni- 
zaciones, curaciones y reparaciones. 

Un significativo porcentaje de los fallecidos 
está constituido por jóvenes menores de treinta 
y cinco años, a tal punto que quienes se ubican 
en esa porción etaria tienen como primera causa 
de muerte los accidentes de tránsito. 


El país ha procurado dar respuestas a esta 
situación; desde campañas publicitarias y edu- 
cativas hasta modificaciones viales y normativas 
se han dispuesto para neutralizar el efecto 
devastador de los accidentes. Sin embargo, es 
notorio que el fenómeno posee una dinámica 
mayor que los efectos procurados con las 
diversas medidas que se han ido adoptando 
hasta ahora. 

Creo que Uruguay debe definir de una vez 
por todas una estrategia a largo plazo para 
abatir estadísticas tan dolorosas; muchos países 
lo han logrado y sus familias lo agradecen a 
pesar de haber vivido severas transformaciones 
de normas, conductas e instrumentos vinculados 
al tránsito. 

En declaraciones que semanas atrás realizó 
a la revista "Póliza", el accidentólogo y médico 
prevencionista, doctor Rodolfo Vázquez, sostuvo 
que los tres pilares para contrarrestar los 
accidentes de tránsito son educar, legislar e 
investigar. 

Muchas medidas se pueden adoptar para 
incidir en lo inmediato en la coyuntura, tanto en 
la prevención como en la atención de los 
accidentes. El país conoce varias de ellas, a 
partir de decisiones que han adoptado algunos 
Ministerios y diversos Gobiernos Departamenta- 
les. En ese sentido, destaco lo siguiente: 
obligatoriedad en el uso del cinturón de 
seguridad; incremento de la señalización vial; 
encendido de luces para tránsito carretero, y 
otras que indudablemente están contribuyendo 
a ensanchar la barrera preventiva. 

Quisiera adelantar que en breve presentaré 
a la Cámara un proyecto de ley por el que se 
crea en Uruguay el Sistema de Información de 
Emergencias 911, medida que, a nuestro juicio, 
contribuirá a la eficacia de las diversas 
respuestas frente a accidentes, incluyendo 
naturalmente los de tránsito. 

Es ineludible que el país defina desde ya un 
camino de largo plazo para que las tuturas 
generaciones reciban un sistema de tránsito 
para el progreso, para la vida y no para el dolor. 
En este sentido, reitero y destaco el plantea- 
miento estratégico del doctor Rodolfo Vázquez: 
educar, legislar, investigar. Es posible introducir 
la enseñanza de las disposiciones relativas al 
tránsito, como concepto curricular, con carácter 
paralelo o transversal, a lo largo del ciclo 
educativo. Asimismo, resulta imprescindible in- 
vestigar los puntos críticos en relación con los 
accidentes: sus lugares, sus circunstancias, sus 
condiciones, sus causas. Y entiendo que es 


Martes 12 de setiembre de 2000 


impostergable legislar. Al respecto, resulta 
promisorio que la Comisión Nacional de Preven- 
ción y Control de Accidentes de Tránsito esté 
cerca de finalizar la redacción del proyecto del 
Código Nacional de Tránsito. En la medida en 
que éste resulte luego evaluado por los 
Gobiernos Departamentales, es probable que la 
Cámara de Representantes pueda iniciar su 
consideración a principios del próximo año. Se 
trata de algo saludable y positivo para el país 
y su gente, que en gran número desconoce las 
normas de tránsito y, a veces, es confundida por 
las propias disposiciones que, hoy por hoy, 
carecen de homogeneidad, jerarquía y sistema- 
tización. 

También es promisorio que recientemente se 
haya dispuesto lo necesario por parte del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas para 
crear -por fin- el Registro Nacional Unico de 
Conductores, Vehículos, Infracciones e Infrac- 
tores, establecido en la Ley N* 16.585, que se 
sancionó el 22 de setiembre de 1994. Este 
registro permitirá detectar conductores con 
licencia de varios departamentos e infractores 
habituales y a partir de todo ello se podrá poner 
en práctica el mecanismo de la libreta de 
conducir por puntos, que estamos promoviendo 
hace años y con relación al cual, en breve plazo, 
contaremos, a nivel de la Junta Departamental 
de Montevideo, con un proyecto estudiado y 
promovido por el Edil Daniel Ríos. 

A partir de ahora resulta esencial que los 
uruguayos nos preparemos para estos esfuerzos 
que realiza la mencionada Comisión Nacional de 
Prevención y Control de Accidentes de Tránsito. 
Es preciso que lo hagamos con una visión 
respetuosa de todo lo específico de la materia 
departamental, pero que al mismo tiempo 
reconozca en el futuro código de tránsito, en el 
registro único de conductores y en el sistema 
de la libreta de conducir por puntos, los instru- 
mentos imprescindibles para alcanzar otra 
calidad de vida de los habitantes de nuestra 
tierra. En ese sentido, debemos abrazar los 
proyectos con el propósito de contribuir a la 
vigencia de un nuevo tiempo, de un nuevo 
escenario para el tránsito del Uruguay. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al Congreso Nacional de 
Intendentes, a la Intendencia Municipal de 
Montevideo, a los Ministerios de Transporte y 
Obras Públicas, de Salud Pública y de Educa- 
ción y Cultura, al Consejo Directivo Central de 
la ANEP, al Banco de Seguros del Estado y a 
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la Comisión Nacional de Prevención y Control 
de Accidentes de Tránsito. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Si el señor 
Diputado Martínez está de acuerdo, podría 
agregarse que también se remita la versión 
taquigráfica de sus palabras a las Jefaturas de 
Policía, en el entendido de que probablemente 
también estén interesadas en la uniformización 
del sistema a que ha hecho referencia. 


SEÑOR MARTINEZ.— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta en cuarenta y uno: Afirmativa. 


11.- Posibilidad de determi - 
nar Qque la caza del 
zorro sea libre 


No encontrándose presente en Sala el señor 
Diputado González Alvarez, quien está asistien- 
do a la sesión de la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, corresponde 
ceder la palabra al señor Diputado Berois 
Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: quiero plantear en pocas palabras una 
problemática que sé perfectamente que puede 
ser polémica y generar diferentes opiniones. 

No quiero desde aquí enfrentarme con el muy 
buen trabajo que vienen realizando las Organi- 
zaciones No Gubernamentales ambientalistas en 
defensa y preservación del medio ambiente 
físico, biológico y cultural, en todas sus 
manifestaciones y posibilidades de desarrollo 
sustentable; pero entiendo que debe existir un 
necesario equilibrio, sin perder de vista el 
objetivo principal que es la preservación y 
conservación del ambiente porque, en definitiva, 
la posibilidad de cazar ciertas especies está 
íntimamente relacionada con la mejora de la 
calidad de vida, que es el objetivo primordial de 
la especie humana. 

En el ordenamiento jurídico existen diferentes 
reglamentaciones en cuanto a la prohibición de 
la caza, tenencia, transporte y comercialización 
de especies zoológicas silvestres y sus produc- 
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tos. Entendemos que el Decreto N* 164 de 1996 
es el principal marco jurídico que reglamenta 
claramente qué especies se pueden cazar en 
forma libre y, por el contrario, todas aquellas 
cuya caza está prohibida. Todas las especies 
necesitan -lo que me parece muy bien- de un 
estudio y fundamento previo por parte de la 
Dirección de Areas Protegidas y Fauna, de la 
Dirección General de Recursos Naturales Reno- 
vables del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 

Lo que queremos plantear es que se estudie 
la posibilidad de que la caza del zorro sea libre, 
sobre todo en ciertas épocas del año. Esta 
especie ha aumentado en gran proporción en los 
últimos tiempos y está creando un grave 
perjuicio a los productores ovejeros, en particu- 
lar durante la parición de las majadas. Son 
muchos los esfuerzos que debe realizar el 
productor para aumentar el procreo de las 
majadas, y que éste se vea limitado por el gran 
aumento de esta especie, los zorros, es 
realmente un tema que merece un estudio en 
profundidad. 

Como país pecuario, nuestra prioridad es 
mantener el nivel de producción, base funda- 
mental de nuestra economía y, sobre todo, 
proteger a quien sigue apostando a la produc- 
ción ovina, que se ha venido reduciendo en 
forma llamativa en los últimos tiempos; en pocos 
años, de veintitrés millones de ovejas pasamos 
a poco más de catorce millones. 

Sé que a este respecto se pueden generar 
opiniones diversas, pero en este tema -como 
también en otros similares- debemos apuntar al 
justo equilibrio, revisando los reglamentos y 
flexibilizando situaciones, con la mira puesta en 
nuestro interés primordial como país agro- 
pecuario. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a la Dirección General de 
Recursos Renovables del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca, al Secretariado Urugua- 
yo de la Lana, a la Asociación Rural del 
Uruguay, a la Federación Rural y a la Comisión 
Nacional de Fomento Rural. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 
— Cuarenta en cuarenta y uno: Afirmativa. 


Están anotados para hacer uso de la palabra 
en la media hora previa, por su orden, los 


señores Diputados Ponce de León -quien se 
encuentra en la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda-, Puñales Brun y 
Domínguez -quienes se encuentran de licen- 
cia-, Canet -que también está participando de 
la mencionada Comisión-, Chiesa Bordahandy, 
Melgarejo, Arrarte Fernández, Gallo Imperiale... 


SEÑOR MIERES (don Pablo). — Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: usted ha manifestado que hay varios 
señores Diputados que se encuentran en la 
Comisión de Presupuestos, integrada con la de 
Hacienda; sin embargo, en el plenario no hemos 
votado ninguna autorización. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La reali- 
dad rompe los ojos: los señores Diputados no 
están. Simplemente doy cuenta a la Cámara... 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Pero enton- 
ces la Comisión está sesionando en forma 
antirreglamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— No, señor 
Diputado. Hay una moción de orden; lo que 
sucede es que estamos en la etapa de la media 
hora previa. El señor Diputado Pablo Mieres 
debería conocer el Reglamento, que no nos 
habilita a votar ninguna moción de orden hasta 
tanto no se ingrese a la sesión. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Las Comisio- 
nes deberían dejar de trabajar cuando comienza 
la sesión del plenario. Debió convocarse a los 
integrantes de la Comisión para que concurrie- 
ran al plenario; luego, una vez finalizada ta 
media hora previa, se podría poner a votación 
la autorización correspondiente para que la 
Comisión continuara con su trabajo. ¿No es así, 
señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— No; no es 
así, señor Diputado. Los legisladores conocen 
sus obligaciones. Hay un mecanismo por el cual 
apenas ingresemos a la sesión formalmente 
vamos a poner a votación una moción para 
convalidar la situación de los compañeros que 
están trabajando en el proyecto de presupuesto. 
Estamos actuando todos de buena fe, en el 
entendido de que en este momento la Comisión 
de Presupuestos, integrada con la de Hacienda 


Martes 12 de setiembre de 2000 


es el pulmón de la Cámara. Los legistadores 
saben del inicio de la sesión y, por mi parte, 
no puedo interrumpir la media hora previa 
porque tiene carácter reglamentario. En este 
mornento no puedo poner a votación la moción; 
tengo que convocar al sexto legislador para que 
haga uso de la palabra. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Debo agre- 
gar que no sabía de la existencia de esa mo- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se la 
estoy comunicando. 

Permítame seguir con el desarrollo de la 
sesión, señor Diputado. 

Tampoco se encuentran en Sala los señores 
Diputados Sendic, Topolansky, Bentancor, Falco 
y Obispo. Por lo tanto, tiene la palabra la señora 
Diputada Castro. 


SEÑORA CASTRO.— Voy a declinar hacer 
uso de la palabra en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Según la 
lista de los señores Diputados que están 
anotados para hacer uso de la palabra, tocaría 
el turno, primero, al señor Diputado Pérez; luego 
siguen los señores Diputados Alfredo Rodríguez, 
Saravia Olmos y Vener Carboni. 


12.— Urgencia de adoptar me- 
didas para activar el 
turismo en la Ciudad de 
la Costa, departamento 
de Canelones 


Dado que el señor Diputado Pérez no se 
encuentra en Sala, tiene la palabra el señor 
Diputado Alfredo Rodríguez. 


SEÑOR RODRIGUEZ (don Alfredo).— Señor 
Presidente: desde hace algún tiempo venimos 
recibiendo con agrado algunas señales del 
Ejecutivo y del Legislativo del departamento de 
Canelones, en el sentido de estimular la 
inversión privada en el área turística. 

A nivel de la Intendencia Municipal de 
Canelones, la designación en el período anterior 
del coordinador del área turística, aunque tardía, 
trasuntaría un interés en esta materia. La Junta 
Departamental, a través de un Decreto aprobado 
en 1996 que aún falta reglamentar, declaró al 
turismo de utilidad pública e interés departamen- 
tal. En ese mismo decreto se planteó exonerar 
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del pago del 50% de la Contribución Inmobiliaria 
a los emprendimientos turísticos; que, por un 
plazo de tres años, los restaurantes, discotecas 
y clubes pagaran por el mismo concepto un 30% 
menos y que las empresas de turismo receptivo 
gozaran de una quita del 50% en la patente de 
rodados. 

A nivel de la sociedad civil las expectativas 
no son menores. El pasado mes de agosto 
participamos del cuarto seminario organizado 
por la Liga de Fomento Turístico de la Ciudad 
de la Costa, en el que se expusieron varios 
interesantes proyectos. La construcción de un 
club de campo en la zona de Lagomar Norte, 
con áreas dedicadas al deporte y al esparci- 
miento, una sala de convenciones de importante 
capacidad locativa o la creación de un acuario 
de fauna ictícola autóctona, proyectado cerca de 
la desembocadura del arroyo Pando, así como 
varios proyectos de paradores turísticos, son 
algunos ejemplos sobre los que está trabajando 
y promoviendo la mencionada liga. 

Algunos de estos ambiciosos emprendimientos 
tienen -en forma primaria y a cuenta de un 
análisis más exhaustivo- el respaldo de nuestra 
fuerza política. Sin embargo, no podemos ni 
debemos omitir que, como decía un líder político 
argentino, la única verdad es la realidad. 

Resulta paradojal para quienes residimos en 
la llamada Ciudad de la Costa que, simultánea- 
mente a la ofensiva para atraer inversores y 
dinamizar la industria turística, la realidad 
cotidiana nos demuestre que, más allá de lo 
declarativo, muy poco se ha hecho de lo que 
es elemental desde el punto de vista estructural 
en correspondencia con los objetivos plantea- 
dos. 

En primer lugar, en el marco del plan "Cero 
pozo", se han rellenado las calles principales de 
la zona con un material gredoso que, con la 
abundancia de lluvias que hemos soportado este 
invierno, se transformó en un barro de carac- 
terísticas achocolotadas -como lo definió un 
vecino-, que en algunas zonas ha imposibilitado 
el pasaje de ambulancias de emergencia médica 
y que está agravando patéticamente la situación 
económica de algunos pequeños y medianos 
comerciantes, que nada pueden hacer cuando 
sus proveedores habituales no pueden ingresar 
a entregarles mercadería. 

Los niños y adolescentes que concurren a 
escuelas y liceos deben sortear innumerables 
obstáculos para ir a clase, muchas veces 
atravesando calles inundadas o verdaderos 
fangales en horas sin luz solar, lo que 
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transtorma la ida al centro de estudios en un 
verdadero acto de heroicidad. 

En segundo término, fuera de la temporada 
veraniega, la hermosa faja de playas de la 
Ciudad de la Costa se ha transformado en un 
verdadero basurero. Hace pocos días, personal- 
mente hemos constatado la presencia de 
botellas de vidrio rotas, de jeringas, de 
preservativos y hasta de roedores -léase ratas- 
muertos. 

La falta de controles permite que muchísimos 
vecinos bajen a la playa con sus mascotas, con 
sus perros, con el consiguiente problema que 
ocasionan los excrementos que dejan los 
animales y la agresividad de algunos de ellos, 
que transforma el "paseo" -entre comillas- de 
vecinos o turistas por la playa en una odisea 
o en una secuencia de película de suspenso o 
de terror. 

Lo que hemos detallado anteriormente es 
muy puntual y, a nuestro entender, hace 
necesaria una acción decidida de la intendencia 
Municipal de Canelones en el sentido de actuar 
en correspondencia con los criterios de activa- 
ción del turismo, en la Ciudad de la Costa, que 
compartimos. Fundamentalmente, se deben aten- 
der las necesidades de los habitantes de la 
Ciudad de la Costa y cuidar el capital humano 
que constituye nuestra gente, verdadero objetivo 
de toda acción de gobierno. Para esto contará 
con la colaboración de nuestra fuerza política y, 
seguramente, con la de todas las colectividades 
con presencia en el departamento, así como con 
la de los actores sociales, en particular de las 
comisiones de vecinos de la zona, que nos han 
planteado su deseo, no sólo de demandar sino 
de participar en la búsqueda de soluciones a tan 
graves problemas. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a la Intendencia Munici- 
pal y Junta Departamental de Canelones y a 
las comisiones de vecinos de El Pinar, Los 
Pinos, Médanos de Solymar y Montes de 
Solymar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y uno en cuarenta y dos: Afirma- 
tiva. 


Ha finalizado la media hora previa. 


13.— Comisión de Presupues- 
tos, integrada con la de 
Hacienda. (Autorización 
para reunirse simultá- 
neamente con la Cámara) 


Dese cuenta de una moción de orden 
presentada por las señoras Diputadas Topolansky 
y Charlone y los señores Diputados Gabriel 
Pais, González Alvarez, García Pintos, Canet, 
Sande, Baráibar, Ibarra, Conde, Arrarte 
Fernández, Penadés y Ponce de León. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se autorice a la Co- 
misión de Presupuestos, integrada con la de 
Hacienda a continuar reunida durante el 
transcurso de la sesión de Cámara del día 
de hoy, martes 12 de setiembre". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Cuarenta y uno en cuarenta y tres: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: hemos votado negativamente la moción 
porque nos parece que no se han cumplido los 
criterios reglamentarios. El Reglamento es muy 
claro al establecer la prohibición de que 
cualquier Comisión sesione simultáneamente 
con la Cámara hasta que el plenario no la 
autorice. El procedimiento adecuado debió haber 
sido que la Comisión dejara de funcionar y que 
los legisladores concurrieran al plenario hasta 
que fuera aprobada la autorización. 

En ese sentido somos muy prolijos y, por otro 
lado, ninguno de los legisladores de la bancada 
del Nuevo Espacio teníamos conocimiento de 
que se iba a presentar esta moción para pedir 
autorización a fin de continuar sesionando. Esto 
también debe ser tenido en cuenta como un 
aspecto adicional de nuestra posición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Aclaro que 
no es responsabilidad de la Mesa tener noticia 
del funcionamiento de las distintas Comisiones. 
Con el máximo de buena voluntad, la Mesa pone 
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en consideración las mociones de orden apenas 
éstas han sido presentadas, para que el Cuerpo 
legitime la solución. La Mesa no tiene posi- 
bilidades de hacer convocatorias a las Comisio- 
nes. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— ¿Me permite, 
señor Presidente, para una aclaración? 


Tenemos claro que eso es así; de todos 
modos, fue el señor Presidente quien señaló que 
la ausencia de legisladores se debía a que 
estaba sesionando la Comisión, lo que dio lugar 
a nuestro planteo. 


14.— Licencias 
Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Dese cuen- 
ta del informe de la Comisión de Asuntos 
internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Juan Justo Amaro 
Cedrés, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 13 y 21 de 
setiembre de 2000, convocándose a la suplenta 
siguiente, señora Stella M. Tucuna. 


Del señor Representante Gustavo Guarino, 
en misión oficial, literal B) de la Ley N* 16.465, 
para concurrir al Xlll Congreso Mundial de la 
Carne, a realizarse en la ciudad de Belo Hori- 
zonte, República Federativa del Brasil, por el 
período comprendido entre los días 16 y 21 de 
setiembre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Oscar 
Echevarría. 


Del señor Representante Ramón Legnani, por 
enfermedad, literal A) de la Ley N* 16.465, por 
el período comprendido entre los días 21 de 
setiembre y 13 de octubre de 2000, convocán- 
dose al suplente siguiente, señor Alfredo 
Rodríguez. 


Del señor Representante Ruben Carminatti, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N?* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 3 y 6 de 
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octubre de 2000, convocándose al 
correspondiente siguiente, señor 
Guynot de Boismenú. 


suplente 
Raymundo 


Del señor Representante Walter Vener, en 
misión oficial, literal B) del artículo único de la 
Ley N* 16.465, para asistir a la reunión de la 
Comisión de Asuntos de Pueblos Indígenas y 
Etnias del Parlamento Latinoamericano 
(PARLATINO), a realizarse en la ciudad de San 
Pablo, República Federativa del Brasil, por el 
período comprendido entre los días 26 de 
setiembre y 2 de octubre de 2000, convocán- 
dose al suplente correspondiente siguiente, 
señor Mario de Pazos. 


De la señora Representante Margarita 
Percovich, por motivos personales, inciso terce- 
ro del artículo único de la Ley N* 16.465, por 
el día 12 de setiembre de 2000, convocándose 
al suplente siguiente, señor Enrique Soto". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y 
Afirmativa. 


seis en cuarenta y ocho: 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 7 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a 
efectos de solicitar licencia por motivos perso- 
nales, al amparo de lo establecido en la Ley 
N2 16.465, desde el día miércoles 13 al jueves 
21 de setiembre inclusive, convocando a mi 
suplente respectivo. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Juan Justo Amaro Cedrés 
Representante por Florida". 
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"Florida, 11 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a Ud. en mi 
calidad de suplente respectivo del Representan- 
te Nacional Sr. Juan Justo Amaro Cedrés, a los 
efectos de renunciar a la citación que me 
efectuara la Cámara en esta oportunidad, siendo 
que el titular hará uso de su licencia anual. 


Sin otro particular lo saluda a Ud. muy 
atentamente. 


Alberto Martínez". 


"Florida, 11 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a Ud. en mi 
calidad de suplente respectivo del Representan- 
te Nacional Sr. Juan Justo Amaro Cedrés, a los 
efectos de renunciar a la citación que me 
efectuara la Cámara en esta oportunidad, siendo 
que el titular hará uso de su licencia anual. 


Sin otro particular lo saluda a Ud. muy 
atentamente. 


Luis Oliva Castro". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Florida, Juan Justo Amaro 
Cedrés. 


CONSIDERANDO: 1!) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 13 y 21 de setiembre de 2000. 


2) Que, por esta vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes 
correspondientes siguientes, señores Alberto 
Martínez y Luis Oliva. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 


tercero de la Ley N? 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
13 y 21 de setiembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Florida, 
Juan Justo Amaro Cedrés. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
han presentado los suplentes correspondientes, 
señores Alberto Martínez y Luis Oliva. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, a la suplenta correspondiente siguiente 
de la hoja de votación N?* 22 del Lema Partido 
Colorado, señora Stella M. Tucuna. 


Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por concurrir al Congreso Mundial de Carnes 
en la ciudad de Belo Horizonte, en representa- 
ción de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca de la Cámara de Representantes, 
solicito a Ud., licencia desde el día 16 al 21 del 
corriente mes. 


Saludo muy atte. 


Gustavo Guarino 
Representante por Cerro Largo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Represen- 
tante por el departamento de Cerro Largo, 
Gustavo Guarino, para asistir al Congreso 
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Mundial de Carne, a realizarse en la ciudad de 
Belo Horizonte, República Federativa del Brasil. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 16 y 21 de setiembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República y por el lite- 
ral B) del artículo único de la Ley N* 16,465, 
de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Cerro Largo, Gustavo Guarino, 
por el período comprendido entre los días 16 y 
21 de setiembre de 2000, para asistir al 
Congreso Mundial de Carne, a realizarse en la 
ciudad de Belo Horizonte, República Federativa 
del Brasil. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representación por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N* 738 del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Oscar 
Echevarría. 


Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 


2000. 
Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Canelones, 12 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Solicito a usted el uso de licencia por 
enfermedad, desde el día 21.9.2000 hasta el 
13.10.2000 inclusive. 


Adjunto a esta nota certificado médico. 
Sin otro particular saluda a Ud. muy atte. 


Ramón Legnani 
Representante por Canelones". 
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"Canelones, 12 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


La que suscribe Raquel Parry Segundo, 
C.!. 1.050.030-9 con domicilio en la calle Diego 
Fernández Manzana N* 66, Solar N* 2 - Vista 
Linda - departamento de Canelones, en mi ca- 
lidad de primer suplente del Representante Na- 
cional por el departamento de Canelones Dr. Ra- 
món Legnani, quien ha solicitado licencia por 
enfermedad, comunico a Ud. que me encuentro 
imposibilitada por esta sola vez de asumir el 
cargo de Representante para el cual fui 
convocada por ese Cuerpo. 


Al ser la presente decisión una excepción, me 
reservo el derecho de reasumir personería si en 
el futuro se plantean situaciones similares. 


Sin otro particular saluda a Ud. muy atte. 


Raquel Parry Segundo". 


"Canelones, 12 de setiembre de 2000, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe Dante Waldemar Huber 
Telechea, C.l. 973.956-9 con domicilio en la 
calle Uruguay Manzana N* 18, Solar N* 10 
Shangrilá - departamento de Canelones, en mi 
calidad de segundo suplente del Representante 
Nacional por el departamento de Canelones Dr. 
Ramón Legnani, quien ha solicitado licencia por 
enfermedad, comunico a Ud. que me encuentro 
imposibilitado por esta sola vez de asumir el 
cargo de Representante para el cual fui 
convocado por ese Cuerpo. 


Al ser la presente una excepción, me reservo 
el derecho de reasumir personería si en el futuro 
se plantean situaciones similares. 


Sin otro particular saluda a Ud. muy atte. 


Dante Huber Telechea". 
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"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por enferme- 
dad del señor Representante por el departamen- 
to de Canelones, Ramón Legnani. 


CONSIDERANDO: l) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 21 de setiembre y 13 de octubre 
de 2000. 


2) Que, por esta vez, no aceptan la convo- 
catoria de que fueron objeto los suplentes 
siguientes señora Raquel Parry y señor Dante 
Huber Telechea. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo 
de 1945, y por el literal A) del artículo único de 
la Ley N* 16,465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por enfermedad, por el 
período comprendido entre los días 21 de 
setiembre y 13 de octubre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Canelo- 
nes, Ramón Legnani. 


2) Acéptanse las negativas presentadas por 
los suplentes siguientes señora Raquel Parry y 
señor Dante Heber Telechea. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 90 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Alfredo Rodríguez. 


Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a 


efectos de solicitar licencia por motivos per- 
sonales, al amparo de lo establecido en la Ley 
N2 16.465, desde el día 3 de octubre al 6 de 
octubre inclusive, convocando a mi suplente 
respectivo. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Ruben Carminatti 
Representante por Río Negro". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Río Negro, Ruben Carminatti. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 3 y 6 de octubre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos personales 
por el período comprendido entre los días 3 y 
6 de octubre de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Río Negro, Ruben 
Carminatti. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N? 15 del Lema Parti- 
do Colorado, señor Raymundo Guynot de Bois- 
menú. 


Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 12 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
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artículo único, inciso b), solicito al Cuerpo que 
tan dignamente preside se sirva concederme el 
uso de licencia desde el 26 de setiembre hasta 
el 2 de octubre inclusive a los efectos de asistir 
a la reunión de la Comisión de Asuntos de 
Pueblos Indígenas y Etnias del PARLATINO -la 
cual integro-, que se realizará entre el 28 y el 
30 de setiembre en San Pablo, Brasil. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Walter Vener 
Representante por Soriano". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Represen- 
tante por el departamento de Soriano, Walter 
Vener, para asistir a la reunión de la Comisión 
de Asuntos de Pueblos Indígenas y Etnias del 
Parlamento Latinoamericano (PARLATINO), a 
realizarse en la ciudad de San Pablo, República 
Federativa del Brasil. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conce- 
da licencia por el período comprendido entre 
los días 26 de setiembre y 2 de octubre de 
2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el literal 
B) del artículo único de la Ley N* 16.465, de 
14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Soriano, Walter Vener, por el 
período comprendido entre los días 26 de 
setiembre y 2 de octubre de 2000, para asistir 
a la reunión de la Comisión de Asuntos de 
Pueblos Indígenas y Etnias del Parlamento 
Latinoamericano (PARLATINO), a realizarse en 
la ciudad de San Pablo, República Federativa 
del Brasil. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
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la hoja de votación N* 1540 del Lema Partido 
Colorado, señor Mario de Pazos. 


Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 


2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo,12 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a usted licencia por 
asuntos particulares en el Cuerpo que usted 
preside, durante el día de hoy. 


Sin otro particular lo saluda muy atentamente. 


Margarita Percovich 
Representante por Montevideo", 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Margarita Per- 
covich. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le con- 
ceda licencia por el día 12 de setiembre de 
2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 12 de setiembre de 2000, a la 
señora Representante por el departamento de 
Montevideo, Margarita Percovich. 


2) Convóquese por Secretaría por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
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te de la hoja de votación N* 77 del Lema 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Enrique Soto. 


Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 


2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


15.-— Fallecimiento del ex Re- 
presentante señor Juan 
Chenlo. (Homenaje de la 
Cámara) 


— Iniciamos el homenaje al ex Representante 
Juan Chenlo. 


Tiene la palabra la señora Diputada Castro. 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: el 20 
de agosto próximo pasado, a los 84 años de 
edad, falleció en Buenos Aires el compañero 
Chenlo, rodeado de los compañeros y amigos 
que siempre supo ganar. 

Fue un hombre de comprometida vida política 
y lucha social. Siendo muy joven comenzó su 
trayectoria partidaria en el Partido Nacional, 
integró el viejo Comité Antiimperialista y militó 
junto a Enrique Erro, compromiso éste que 
asumió siempre. 

La transparencia en el accionar político, la 
humildad, la solidaridad con los desposeídos y 
perseguidos, la defensa de la soberanía y la 
autodeterminación de los pueblos afianzada en 
una perspectiva antiimperialista, la defensa de 
los derechos humanos, la fidelidad a los 
principios, así como una ética reafirmada en el 
día a día de su larga y dura vida, hicieron de 
Juan un ejemplo para todos nosotros y, sin 
duda, para los jóvenes que vendrán. 

Junto a Erro, su entrañable amigo, encabe- 
zaron la línea opositora dentro del nacionalismo 
y finalmente decidieron abandonar esa colecti- 
vidad política, centrando sus discrepancias en 
razones que Erro sintetizara con claridad cuando 
expresaba: "Discrepamos con una orientación 
económica en nombre de la Libertad, que devora 
Hombres y posibilidades y atenta contra una 
auténtica política nacional, de jugar con nues- 
tros recursos naturales”. Enrique Erro también 
señalaba claramente: "Lo que es evidente, es la 
traición de esos principios mantenidos por 
Herrera (no intervención y autodeterminación), 


hasta la entrega total con el FMI y sus directivas 
tendientes a aplastar a las clases más débiles 
desde el punto de vista económico". 

Chenlo nunca fue un hombre de arriar 
banderas; por eso, la historia política de este 
país y de la región lo encontró siempre 
dinamizando la vida social y política. Así tue 
miembro fundador de la Unión Popular y luego, 
en 1971, integrante de la Mesa Ejecutiva del 
Frente Amplio. Fue electo Diputado por la Unión 
Popular, cargo que ejerció hasta el golpe de 
Estado, en 1973. 

Como hombre de izquierda, su actividad a 
nivel institucional en esta Cámara no lo alejó de 
sus compromisos ideológicos, éticos y sociales; 
muy por el contrario, todas sus actuaciones en 
tan breve período por la forzada imposición de 
la dictadura recogen toda la coherencia de su 
ejemplo. 

En abril de 1972, en ocasión de considerarse 
en la Cámara de Representantes la situación de 
detenidos y torturados en Paso de los Toros, 
Chenlo iniciaba su intervención con las siguien- 
tes palabras que, a nuestro juicio, definen no 
sólo un perfil político sino un estilo de vida que 
es imprescindible cultivar para que se reins- 
tale en la vida nacional. Decía en aquel 
momento nuestro compañero: "Nosotros tene- 
mos por costumbre aferrarnos a nuestra limpia 
verdad, sin pensar en las jerarquías que puedan 
manejar conclusiones con la pretensión de 
acallarlas". 

Su adhesión a la limpia verdad -como él 
mismo decía- le permitió reafirmar el pensamien- 
to antiimperialista de Herrera, aun cuando ya no 
militaba en filas del Partido Nacional, del cual 
había salido para impulsar un proyecto político 
nacionalista, democrático y popular. Así, en 
junio de ese mismo año, en oportunidad de 
considerarse la reedición de las obras de 
Herrera nuestro compañero Chenlo manifestaba: 
"Votamos afirmativamente la edición de las 
obras de este ilustre patriarca porque las 
consideramos imprescindibles para las nuevas 
generaciones". Agregaba que la juventud se iba 
a encontrar en las obras de Herrera también a 
sí misma, sobre todas las cosas, combatiendo 
al imperialismo. Seguía diciendo: "Y yo diría que 
en esta hora sombría que vive la patria, en esta 
hora en que también las libertades han sido 
conculcadas, cuando hoy en el Senado se está 
tratando un nuevo préstamo del BID como 
prueba inequívoca de hipotecas de soberanía 
que el viejo caudillo defendiera con toda su 
fuerza, nos hace bien votar la edición de sus 
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obras porque nos da la sensación de que en los 
valores morales de este pueblo que como él 
dijera, anda y arde en las calles, y que él tanto 
amó porque lo integró intensamente, el país se 
salvará". Añadía Chenlo, como recordación al 
antiimperialismo de Herrera, aquella frase del 
caudillo que decía: “Mientras haya hombres que 
no quieran ser siervos mudos del imperialismo, 
la libertad andará siempre jineteando en nues- 
tros campos". 

Este profundo sentido antiimperialista de 
Chenlo impregnaba la totalidad de sus análisis 
políticos y de su accionar: el que tuvo como 
Diputado esta Cámara, también el del militante 
en la Argentina, solidarizándose con el pueblo 
hermano que luchaba por la recuperación de las 
Malvinas a pesar de que los militares de ese 
país desviaran fondos donados como, por 
ejemplo, el de los famosos chocolates con 
cartas solidarias para los conscriptos, que se 
vendían en los quioscos de Buenos Aires. 

En 1989, cuando se funda el Movimiento de 
Participación Popular por la Liberación y el 
Socialismo, Juan se encuentra entre sus miem- 
bros fundadores, militando desde Argentina en 
permanente contacto con las fuerzas sociales y 
políticas hermanas de la región y en la dirección 
del Frente Amplio y del Encuentro Progresista 
en Buenos Aires, así como en la Dirección 
Nacional de nuestra organización. 

En enero de 1993 participa del primer "Vuelo 
de la Solidaridad a Cuba" junto con grandes 
personalidades del canto popular nacional. 

En 1996 participa representándonos en el 
seminario de la revista "América Libre", dirigida 
por Frey Betto y también en el 5% Encuentro de 
los Pueblos, realizado en Managua. 

La claridad, vigencia y coherencia del análisis 
de Chenlo merece que recordemos algunas de 
sus otras intervenciones en esta Cámara. Hace 
casi treinta años, el país firmaba el primer 
convenio con el BID para "la asistencia técnica 
a la UTU". Esta práctica, reinstalada en los 
noventa, merecía algunas consideraciones que 
hoy ratificamos, porque lamentablemente los 
años que transcurrieron no han cambiado el 
sentido de este tipo de convenios con el BID 
o con el Banco Mundial. En julio de 1972, al 
referirse a las características de este convenio 
y a las expresiones del ingeniero Penadés, 
entonces Director de UTU -en aquel momento, 
Ente Autónomo de enseñanza-, decía Chenlo: 
"El ingeniero Penadés afirmó además que el 
banco que concede el préstamo, si bien lo 
otorga en forma favorable, no lo hace con un 
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sentido exclusivamente altruista. Estas son sus 
textuales palabras". Agregaba: "No vamos a 
votar este préstamo porque lo consideramos un 
mecanismo más de la intromisión imperialista, 
que en este caso, con mucha habilidad, intenta 
infiltrarse también en nuestra enseñanza". Por 
otra parte, señalaba: "Con esto quiero decir que 
debe haber otras maneras de proveer de 
recursos a la enseñanza. Y cuando decimos que 
a los terratenientes no se los toca y que este 
país es rico y no necesitaría tender las manos 
en gesto mendicante, recordamos estas frases 
que no son nuestras: '...hay un escaso número 
de personas que son dueñas de la tierra y hay 
una multitud infinita casi, que no posee un metro 
cuadrado de ella'. 'Que los bienes que la ciencia 
descubre en el seno de la naturaleza no 
refuerzen a los que ya son poderosos, ni hundan 
más en la miseria a los que ya lo están'. Esta 
cita, que no sé si los señores Diputados 
consideran muy foránea, es de José Batlle y 
Ordóñez”. 

Sobre finales de 1972, esta Cámara se abocó 
a la discusión de la que fuera posteriormente 
la Ley N2 14.101, Ley de Educación General, 
remitida al Parlamento por parte del Poder 
Ejecutivo con carácter de urgente consideración. 
Hoy, en momentos en que esta práctica de 
reforzamiento del Poder Ejecutivo e intento de 
vaciamiento de la real función del Parlamento 
ya se ha reinstalado y se anuncia su reiteración, 
nos parece oportuno traer las palabras de Juan 
a esta Sala. Más allá de la discusión sobre la 
constitucionalidad del proyecto que se conside- 
raba en ese momento, nos interesa resaltar su 
visión de la relación política entre los Poderes 
del Estado y el desafío para el pueblo. Nuestro 
compañero Juan Chenlo, en momentos del 
debate del proyecto de ley de educación general 
decía lo siguiente: "La inconstitucionalidad del 
carácter de urgencia del proyecto está marcando 
toda una política gubernamental: el 
avasallamiento del derecho, el arrasamiento de 
las instituciones en cuanto éstas parecen 
depender más que de las leyes y de las razones, 
del autoritarismo, del capricho” (...) "del gober- 
nante". Y agregaba: "No es que el Poder 
Ejecutivo no tenga conciencia de las aberracio- 
nes constitucionales de un proyecto. No; es una 
bravuconada más del Ejecutivo para con el 
Parlamento, (...)". Y seguía diciendo: "(...) es un 
desafío al Parlamento, que podrá ser o no 
obediente, pero es un desafío del pueblo, que 
ya no lo será tanto; a la juventud a la que se 
pretende domesticar, porque ésta resulta ya 
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ingobernable para quienes creen que gobernar 
es someter. Quienes piensen que no va a haber 
una respuesta a ese desafío, es que viven en 
el limbo". 

Chenlo fue también un incansable defensor 
de los derechos humanos a lo largo de toda su 
vida: en la vida pública política, en la social y 
en la personal. Recordamos su denuncia del 
asesinato de Wenceslao Prieto, trabajador y 
militante del barrio Peñarol, en 1972; sus 
intervenciones en la Cámara en relación a la 
situación de detenidos y torturados bajo el 
régimen de medidas prontas de seguridad, así 
como su participación en 1996 en el Tribunal 
que juzgara a Astiz en Buenos Aires. También 
lo recordamos como activísimo impulsor del 
movimiento en defensa de la devolución de las 
tierras a los descendientes de los lanceros de 
Artigas radicados en Paraguay. 

Durante el año pasado compartimos con Juan 
múltiples jornadas. En julio de 1999, junto a las 
organizaciones sociales uruguayas en la Asam- 
blea del Pueblo, tuvo una destacada actuación 
en la Comisión de Salud. 

En el seno del MPP y en el Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, durante toda la 
campaña electoral, su enfermedad no le qui- 
tó energías y su compromiso y decisión puso 
en jaque a más de un joven para seguirle el 
paso. 

Juan viajaba desde Buenos Aires, donde vivía 
desde sus años de exilio. Allí trabajó hasta el 
último momento en un estudio de esa capital, 
ya que nunca aceptó acogerse a los beneficios 
jubilatorios que como legislador le correspon- 
dían, porque lo consideraba un injusto privilegio. 
Y como la fidelidad a la palabra empeñada tiñó 
toda su vida, lo que un día dijo en esta Cámara 
lo cumplió aunque ello perjudicara la calidad 
material de su vida. En julio de 1972, Juan había 
afirmado: "Reitero que lo vamos a acompañar" 
-se refería a la propuesta de otro señor le- 
gislador-, "pero siempre que se concrete en 
realidad, que se haga un proyecto en serio y, 
por sobre todas las cosas, que se derogue al 
mismo tiempo el artículo 383". 

Es frecuente que cuando se rinden homena- 
jes se solicite un minuto de silencio. No creo 
que Juan hubiese propuesto eso para un 
compañero como él. Por tal motivo, sólo vamos 
a pedir un momento de reflexión -aquí o en el 
ámbito que sea- de todos y cada uno de 
nosotros, por el derecho a la autodeterminación 
y la soberanía de los pueblos, por la coherencia 
ética en el compromiso político y social con los 


desposeídos y por la humildad en el accionar 
político durante toda una vida. 


SEÑOR LACALLE POU.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.— Señor Presidente: 
respetamos profundamente todos los homenajes 
sugeridos en la Cámara, y éste en particular; es 
lógico que las fuerzas políticas quieran home- 
najear a sus personalidades. Lo que no 
respetamos es que, en ocasión de un homenaje, 
ya sea por medio de palabras propias o de citas, 
se agreda a una colectividad política como la 
nuestra. 

Simplemente, queríamos marcar nuestro de- 
sacuerdo sobre este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Bellomo. 


SEÑOR BELLOMO.— Agradezco de manera 
especial al señor Presidente, porque noto la 
deferencia que ha tenido conmigo al permitirme 
participar, aunque sea brevemente, en este 
homenaje sencillo pero merecido, a un ex 
legislador y, fundamentalmente, a un hombre 
digno. 

Me sumo al homenaje y al planteo que la 
compañera Diputada Castro realiza en estos 
momentos. No está en nuestro ánimo -mucho 
menos en instancias como ésta- ser lesivos, 
agredir o agraviar a nadie, porque la propia 
memoria del señor Chenlo no lo merece. 
Solamente se trata de ser fieles con la historia 
y con las palabras: lo que fue dicho lo fue, más 
allá de las interpretaciones. 

Reitero que, fundamentalmente, me interesa 
sumar mi voz en este sencillo pero merecido 
homenaje a un hombre digno y, a la vez, 
trasmitir a la Cámara el reconocimiento de al 
menos parte de sus familiares -no todos pu- 
dieron estar hoy presentes-, por intermedio de 
mi persona, en especial a quienes se preocu- 
paron de averiguar el trámite para el traslado 
de sus restos mortales desde Buenos Aires y 
de gestionarlo, hecho en el que intervinieron 
varias personas. En ese sentido, es digno 
reconocer la preocupación de la Cámara al 
realizar gestiones a través de la Presidencia y 
de la Secretaría. 

Aunque tal vez sea un dato menor -quizás las 
personas a quienes voy a mencionar así lo 
consideren, por cuanto fueron capaces de dar 
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mucho más que ocuparse de hacer simples 
trámites-, también quisiera destacar a algunos 
compañeros que acompañaron a Juan Chenlo 
durante toda su estadía en la vecina orilla, en 
el exilio y después de él. Sé que puedo ser 
injusto al no mencionarlos a todos, pero al 
menos quisiera que quedara el reconocimiento 
expreso a los compañeros Sena y Caffa, y a 
muchos otros que acompañaron permanente- 
mente a Chenlo, también en sus últimas horas 
y en la repatriación de sus restos mortales. 

El compañero Chenlo fue un luchador y fue 
coherente; en el acierto o en el error, en el 
acuerdo o en la discrepancia; cuando un hom- 
bre es coherente y desinteresado, es merecedor 
del respeto de todos los demás. De alguna 
forma nos sentimos sus herederos, como 
legisladores del Frente Amplio -hoy Encuentro 
Progresista-Frente Amplio-, y también como 
legisladores humildes, como supo ser Juan 
Chenlo en su vida. Vivió y murió modestamente. 
Creo que esto, además de la dignidad de su 
vida, merece el respeto y el reconocimiento de 
todos. 

Hoy el cementerio de La Paz recibe a un 
hombre que, como muchos otros, actuó de tal 
forma que procuró velar para vivo quedar en la 
muerte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: en 
estos momentos, la Cámara hace un alto en el 
camino a los efectos de darse la oportunidad de 
que el debate político y la confrontación de las 
fuerzas que participan en la vida política 
nacional, bajen sus banderas para reconocer en 
el adversario al luchador de otro partido, a un 
hombre que, en el acierto o en el error, en la 
discrepancia o en la concordancia, dedicó toda 
su vida a una causa, basado en un principio 
común a todos los orientales -que bien se 
recordaba días pasados en la Meseta de 
Artigas-: el de la democracia política. 

La Cámara hace bien en rendir este home- 
naje al ex Representante Nacional Juan Chenlo; 
probablemente, quienes lo conocían, piensen 
que él no hubiese gustado de este homenaje y 
que hubiera preferido que la Cámara trabajase 
en los asuntos del orden del día para los que 
fue convocada. La señora Diputada Castro 
recordaba esa austeridad republicana que, 
inclusive, lo llevó a renunciar a una pensión bien 
merecida, y legítimamente ganada, continuando 
su vida en Buenos Aires; ése es un aspecto 
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republicano que hay que resaltar. 

Al recordar a un luchador como Juan Chenlo, 
naturalmente, no se puede seperar su vida de 
su causa política, ni su existencia física de su 
pensamiento y de su acción. Por supuesto que 
uno puede tener una evaluación histórica 
concreta y, probablemente, si analiza aquellos 
años tan tristes para la República, la interpre- 
tación no necesariamente coincidirá con la 
actuación política de Juan Chenlo, pero tampoco 
se pueden falsear las realidades. Creo que la 
señora Diputada Castro hizo bien en recordar el 
pensamiento de Juan Chenlo, lo que no significa 
atacar a ninguna tuerza política ni tampoco darle 
la razón histórica. No se trata de eso; lo 
importante es que se procure comprender al ser 
humano, al luchador en esas circunstancias. 

Pienso que tengo toda la autoridad para decir 
esto porque no participó en mi fuerza política 
y porque, además, era integrante de un sector 
con el que mi Partido tiene profundas discrepan- 
cias ideológicas. Entonces, no tengo ningún 
prurito en decir que eso es legítimo, 

Quiero rescatar un aspecto del político, del 
articulista, del periodista Chenlo, que creo que 
unió y unirá por mucho tiempo a varias 
generaciones de uruguayos. Me refiero a la 
trágica trampa del exilio en Buenos Aires. Tierra 
de aguas calmas para los avatares políticos de 
nuestro país, en un tiempo inveterado Buenos 
Aires era un oasis, en aquellos momentos de 
confrontación que hemos tenido los uruguayos 
a lo largo de la historia. Bien resaltaba Wilson 
Ferreira Aldunate en su carta aj dictador Videla, 
que los hechos luctuosos del 20 de mayo del 
año 1976 habían roto esa tradición. 

Ante esto, no podemos olvidar que muchos 
ciudadanos uruguayos, incluido Juan Chento, 
además de vivir lejos de su tierra y de pasar 
por el exilio, tuvieron que enfrentar una 
circunstancia tremenda, terrible, jamás imagina- 
da por político alguno de nuestro país: la de 
estar en un Buenos Aires, que era tierra de 
aguas tranquilas y de fraternidad, pero que se 
convirtió en una trampa trágica para miles de 
compatriotas. 

Vaya pues, un homenaje a un luchador como 
Juan Chenlo y vaya también el reconocimiento 
de un Partido que, naturalmente, tiene otras 
vertientes ideológicas pero que reconoce en 
estas instancias la valentía y el coraje político 
de una persona que, como bien decía la señora 
Diputada Castro, no bajó los brazos ni en los 
últimos momentos y que puso en aprietos a más 
de un joven. 
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16.- Licencia 
Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Dese cuen- 
ta del informe de la Comisión de Asuntos 
Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar la solicitud de licencia 
siguiente: 


Del señor Representante Edgar Bellomo por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N2 16,465, por los períodos 
comprendidos entre los días 12 y 13 del 
corriente y 22 y 30 de setiembre de 2000, 
convocándose al suplente correspondiente si- 
guiente, señor Julio Varona". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y nueve en cincuenta y tres: 
Afirmativa. 


Queda convocado el suplente correspondien- 
te, y se le invita a pasar a Sala. 


(Antecedentes:) 
“Montevideo, 11 de setiembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por la presente solicito a Ud., se me conceda 
licencia por los días 12 y 13 y del 22 al 30 del 
corriente, por motivos particulares y se convo- 
que al suplente correspondiente. 


Edgar Bellomo 
Representante por Canelones”. 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Edgar Bellomo. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por los períodos comprendidos entre los 


días 12 y 13 del corriente y 22 y 30 de setiembre 
de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por los períodos comprendidos entre los días 
12 y 13 del corriente y 22 y 30 de setiembre 
de 2000, al señor Representante por el 
departamento de Canelones, Edgar Bellomo. 


2) Convóquese por Secretaría, por los men- 
cionados lapsos, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 738 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Julio Varona. 


Sala de la Comisión, 
2000. 


12 de setiembre de 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


17.-— Aplazamiento 


— Se entra al orden del día. 

En mérito a que no han llegado a la Mesa 
listas de candidatos, si no hay objeciones 
corresponde aplazar la consideración del asunto 
que figura en primer término del orden del día: 
"Comisión Permanente del Poder Legislativo. 
(Elección de miembros para el Primer Período 
de la XLV Legislatura). (Artículo 127 de la 
Constitución)". 


18.-— Institutos de la gracia 
y libertad por gracia. 
(Modificación del ar- 
tículo 20 de la Ley 
N2 15.737) 


Se pasa a considerar el asunto que figura en 
segundo término del orden del día: "Institutos de 
la gracia y libertad por gracia. (Modificación del 
artículo 20 de la Ley N* 15.737)". 

El punto estaba en discusión general. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Pido la palabra. 


Mantes 12 de setiembre de 2000 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Señor Presiden- 
te: en primer lugar, quiero decir que, tanto en 
el Mensaje del Poder Ejecutivo como en los 
informes en mayoría y en minoría, existe un 
error formal. Se está modificando el artículo 20 
de una ley mediante dos artículos; debió 
haberse establecido "artículo 20 bis", o similar, 
y no hablar del artículo 1% y artículo 2?. 

En segundo término, creo que hubo una 
omisión en el informe en mayoría, ya que se 
analizó exclusivamente el primer inciso del 
artículo 20 y no se tuvo en cuenta que en él 
también se habla de la excarcelación, no 
incluyéndose ésta en el proyecto de ley. Por lo 
tanto, nos permitimos alcanzar a la Mesa un 
aditivo que nos parece absolutamente esencial. 

Creo que la documentada y sentida exposi- 
ción del señor Diputado Chifflet en oportunidad 
en que se tratara el tema anteriormente nos 
ahorra de un exordio sobre la realidad carcelaria 
que, según un autor español, se ha convertido 
en un enorme depósito de mercadería humana 
fallada. 

Nos encontramos ante una incoherencia 
esencial del sistema penal en su conjunto, en 
particular cuidadoso en cuanto a la detención de 
los ciudadanos -que debe ser exclusivamente 
por orden judicial o delito flagrante- y en cuanto 
a la construcción del código de cómo se debe 
juzgar -aspecto en el que somos muy exigentes 
en las garantías-, frente al abandono absoluto 
en que hemos dejado la ejecución de la condena 
cuando ella significa una pena privativa de 
libertad. 

Para nosotros, la actividad jurisdiccional 
consiste en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. 
En materia penal, la pena debe ser vigilada y 
controlada por la Justicia, pero nosotros sabe- 
mos que la ejecución de la pena es absoluta- 
mente de carácter administrativo y, en nuestro 
país, policial, creando esa especie de antesala 
del infierno en que se han convertido las 
cárceles, cada vez más empeoradas en la 
medida en que ha aumentado en forma 
exponencial el número de reclusos. 

Alguien ha dicho que la verdadera utopía en 
materia carcelaria sería que el derecho ingresa- 
ra en las cárceles; allí se acabó toda nuestra 
vocación. 

La segunda observación que quiero realizar 
refiere a que, en un clima de desregulación 
absoluta, en el que se pide la desregulación de 
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prácticamente todos los ámbitos del derecho, en 
materia penal somos cada vez más regulativos, 
y vamos a terminar, en este proceso, convirtien- 
do ai Parlamento en un simple sancionador de 
delitos y de aumento de las penas. Creo que 
esto es fundamental, aunque hay muchos 
señores Diputados que no entienden -dado que 
no tienen la desgracia o la suerte de ser 
abogados- qué es lo que estamos modificando. 

El artículo 20 de la Ley N* 15.737 expresa: 
"La gracia que extingue el delito y opera el 
sobreseimiento de la causa será otorgada por 
la Suprema Corte de Justicia en acto de visita 
de cárceles y de causas que efectuará, por lo 
menos, una vez al año.- En dicha oportunidad 
podrá, asimismo, excarcelar provisionalmente a 
los procesados cualquiera fuera la naturaleza de 
la imputación (...)". 

En esta ley, votada en 1985, cuando 
realmente el país sufría el hartazgo de la 
prisión, no se le pone ningún límite a la Suprema 
Corte de Justicia; puede excarcelar a cualquiera 
y puede extinguir el delito de cualquiera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Señor Di- 
putado: perdone el atrevimiento de interrumpirio, 
pero es sólo a los efectos de que quede clara 
su versión. 

¿La propuesta que usted plantea iría en el 
artículo 20 apenas comienza o es un agregado 
al artículo 32? 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Propongo que 
sea artículo 20, artículo 20 bis, artículo 20 ter. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Entonces 
cambia, porque la propuesta que elevó tiene otro 
sentido. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Me parece ele- 
mental; si estamos modificando un artículo no 
podemos poner tres, porque desarticularíamos la 
ley. Espero que el señor Presidente no me 
compute el tiempo de su interrupción. 

En el proyecto que vino del Poder Ejecutivo 
y en el informe en minoría de la Comisión, en 
lugar de aquella limpidez del artículo 20 de la 
Ley de Amnistía, se establecen limitaciones 
fundamentales. En primer lugar, se prohíbe que 
haya gracia para quienes tengan pena de 
penitenciaria; es decir que hemos retrocedido 
respecto al Código de Irureta Goyena de 1934 
-que todos sabemos estaba inspirado en el 
código fascista de Rocco-, que en su artículo 
109 no limita la gracia sólo a cuando correspon- 
da pena de prisión; la limita para los reinciden- 
tes y los habituales, pero no para el caso de 
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que haya pena de penitenciaría. Hemos retro- 
cedido sesenta años en el tiempo, actuando en 
una forma absolutamente regresiva. 

Cuando a través de la llamada ley de 
urgencia se aumentan penas, y delitos que 
tenían pena de prisión pasan al mínimo de pena 
de penitenciaría, y después se establece que la 
gracia no se puede otorgar si hay pena de 
penitenciaría, estamos diciendo que queremos 
que haya muchos más presos que ahora. 

Entonces, pregunto: si en la pena de prisión 
es posible usar el instituto de la excarcelación 
provisional, ¿para qué queremos la gracia de la 
Suprema Corte de Justicia? Es absolutamente 
inútil; no va a ayudar en nada, y estamos 
matando la única esperanza que tiene un 
recluso que, justa o injustamente, ha sido 
sancionado con una pena de penitenciaría. Su 
esperanza era aquella visita de cárceles, en la 
que el preso por primera vez se sentía un sujeto 
y no un objeto y podía establecer, junto a su 
abogado, la solicitud de gracia. Todos los que 
hemos actuado en la profesión en aquella época 
obtuvimos de la Suprema Corte de Justicia 
muchas excarcelaciones que nos habían sido 
negadas en la Justicia. En definitiva, los Jueces 
son hombres, y la Suprema Corte de Justicia es 
la cabeza de un Poder del Estado, en el que 
debemos tener confianza y no la desconfianza 
profunda que surge de este proyecto de ley. 

La primera limitación es, entonces, que sólo 
habrá gracia para quienes no tengan pena de 
penitenciaría. La segunda limitación consiste en 
que no sean reincidentes. Al respecto, el 
miembro informante en minoría, señor Diputado 
Barrera -lamento que no esté presente hoy- 
señalaba que, según lo establecido en el artícu- 
lo 49, no existe acumulación para considerar la 
reincidencia entre los delitos culposos y los 
dolosos, lo cual es absolutamente cierto. Pero 
lo que no dijo el señor Diputado Barrera es que 
sí existe reincidencia si existen dos delitos 
culposos. Imaginemos que un cirujano sufre un 
accidente de tránsito culposo y a los cinco años 
de la sentencia comete un delito culposo por 
mala praxis. Según el artículo 49, técnicamente 
esa persona es reincidente y no puede gozar de 
la gracia. 

No quiero entrar en una discusión filosótica 
sobre el tema de la reincidencia. Sólo quiero 
recordar que el profesor Zaffaroni -que creo que 
es alguien en América Latina en materia penal- 
ha dicho que la reincidencia debía ser un 
atenuante y no un agravante, porque quien ha 
sido condenado y ha estado en la cárcel tiene 


muchas menos opciones y posibilidades de 
actuar y, en consecuencia, su culpabilidad es 
menor. No voy a entrar en esa discusión que 
me parece profunda e importante. Sin embargo, 
no acepto que la reincidencia, aun en delitos 
dolosos, sea una causa para que la Suprema 
Corte de Justicia no pueda excarcelar ni 
extinguir el delito. 

Además, se agrega la habitualidad. Reconoz- 
co que hacía mucho tiempo que no se leía el 
inciso 3% del artículo 48 y, realmente, me ericé 
cuando lo hice, porque la habitualidad ha 
quedado en el Código como un residuo de una 
concepción absolutamente obsoleta, perimida y 
detestada por todo el pensamiento penal 
contemporáneo. Me voy a tomar la libertad de 
leerlo. Dice así: "Debe ser considerado habitual 
el que, además de hallarse en las condiciones 
específicas en el inciso precedente", -que se 
refiere a la reincidencia- "acusare una tendencia 
definida al delito en concepto del Juez," 
-tendencia definida al delito- "por el género de 
vida que lleva, su inclinación a la ociosidad, la 
inferioridad moral del medio en que actúa, las 
relaciones que cultiva, los móviles que surgen 
del delito cometido y todos los demás antece- 
dentes de análogo carácter (...)". Este es un 
artículo típicamente lombrosiano, de la época en 
que se castigaba no la acción o la omisión, sino 
el ser de determinada forma, lo cual es 
condenado claramente por todo el derecho 
liberal. Sin embargo, lo hemos mantenido allí 
como un residuo de aquellas opiniones 
positivistas de Irureta Goyena, quien tuvo que 
confesar que había tenido que transar y que 
estaba en contra; por ello se establecieron las 
medidas de seguridad, que son otro horror que 
la Legistatura anterior reintrodujo en el Código 
Penal. Hemos limitado la gracia; ya no creemos 
en la Suprema Corte de Justicia. 

Hemos limitado la gracia. Ya no se puede 
otorgar a los que tienen pena de penitenciaría, 
ni a los reincidentes ni a los habituales, porque 
son de una manera que al Juez no le gusta, 
porque son ociosos. Tal vez corten los cupones 
de los Bonos del Tesoro una vez al mes y no 
hagan otra cosa; entonces podrían ser califica- 
dos como ociosos. Es decir que castigamos lo 
que la gente es, y yo me siento retrotraído al 
Estado ético de Hegel. Pero creo que no 
corresponde al Estado señalar la ética sino 
simplemente juzgar determinadas acciones u 
omisiones, sin intervenir en cómo es cada 
persona, cómo son sus vínculos, sus amistades, 
si trabaja o si no trabaja; ese es un problema 
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en el que no le corresponde al Estado ingresar, 
y mucho menos debe el Derecho Penal 
condenar por ser y no por hacer o no hacer. 
Solamente eso puede caber al Derecho Penal, 
porque es la única aseveración que puede 
comprobarse y refutarse: hay un hecho o no hay 
un hecho. Todo esto del inciso tercero del 
artículo 48 representa otorgar una mayor 
capacidad de disposición al Juez que está en 
contra de todos quienes sostenemos el derecho 
liberal. Estoy seguro de que el señor Presidente 
está de acuerdo conmigo. 

Ahora bien: este es un proceso que se inicia 
en el año 1985 y que va subiendo de tono cada 
vez más. Cada vez nos volvemos más represi- 
vos y creemos que vamos a solucionar el 
problema del delito introduciendo gente en la 
cárcel, en el hacinamiento, en el ocio, en la 
corrupción, sin darnos cuenta de que estamos 
dando un posgrado de delincuencia a casi todos. 
El señor Diputado Orrico tiene un cliente 
-anteriormente lo manifestó- que está procesado 
con prisión por tentativa de hurto de una botella 
de whisky porque, claro, los Jueces son seres 
humanos, viven en la sociedad y son receptivos 
ante una opinión pública que es manipulada por 
los medios de comunicación que, salvo de fútbol 
y de delitos, prácticamente no hablan de otra 
cosa. En consecuencia, los Jueces -tal vez con 
una orden superior- y por supuesto los Fiscales, 
cuya independencia técnica ya hemos puesto en 
tela de juicio en más de una oportunidad, 
sienten la presión de que es necesario encar- 
celar. Todos sabemos acá -no hay nadie que lo 
ignore- que la cárcel no tiene nada que ver con 
lo que dice la Constitución ni con lo que dice 
la ley penitenciaria. Todos lo sabemos. No hay 
absolutamente ninguno que tenga dudas, y si las 
tiene le pido por favor que visite el penal de 
Libertad o el COMCAR. Sabemos que no 
paramos el delito con medidas más severas y 
que no estamos atacando más que los efectos 
en lugar de las causas. Cuando nosotros 
decimos que el 46.5% de nuestros niños nacen 
en hogares que están por debajo de la línea de 
pobreza, que el 40% de los menores de catorce 
años viven por debajo de la línea de pobreza, 
nos preguntamos qué va a pasar dentro de diez 
años cuando esos niños y esos jóvenes sean 
adultos. Los presos de hoy no tienen treinta 
años de promedio; son los adolescentes de la 
crisis uruguaya de 1983 y 1984. De eso no 
tengan la menor duda. Y cuando en la Comisión 
Especial sobre la pobreza convocamos a las 
autoridades de la ANEP y a un hombre de la 


seriedad del sociólogo Renato Opertti, y éste 
nos dice que hay dieciocho mil jóvenes que han 
desertado en primer año de liceo y que no 
estudian, no trabajan ni buscan trabajo, nosotros 
nos preguntamos qué va a pasar con ellos. 
¿Vamos a contener la potencialidad de su 
rebeldía aumentando las penas? Sin ninguna 
duda que no. Y tenemos el ejemplo más claro 
en el mundo con los Estados Unidos. 

El país de Europa que tiene más presos cada 
cien mil habitantes es Irlanda del Norte, que 
tiene ciento cuatro; en Estados Unidos hay más 
de quinientos presos cada cien mil habitantes, 
pero si en lugar de tomar la población total de 
Estados Unidos consideramos sólo a su pobla- 
ción negra, tenemos tres mil cuatrocientos 
presos cada cien mil habitantes, porque no hay 
nada más discriminatorio que el Derecho Penal. 

Yo, como usted sabe, señor Presidente, 
presido la Comisión de Políticas Carcelarias del 
Parlatino; he recorrido casi todos los países y 
más de setenta cárceles y me he encontrado 
siempre con lo mismo: siempre la pobreza, 
siempre la marginalidad. Absolutamente en 
todas partes de América Latina porque, claro, 
hay doscientos veinte millones de pobres, y la 
única manera que se ha encontrado para 
canalizar este tema es aumentar las cárceles. 
Y en Estados Unidos son siete veces más, entre 
los presos, la población negra que la población 
en su conjunto. Como dice el criminólogo 
noruego Christie, en el libro titulado “La indus- 
tria del control del delito", los constructores 
de cárceles nuevas facturan entre 
US$ 4.000:000.000 y US$ 6.000:000.000 por 
año construyendo cárceles; y materia prima no 
les va a faltar, mientras haya negros y haya 
pobres. 

De verdad, no es ése el país al que aspiro. 
Creo en la Suprema Corte de Justicia; creo en 
la necesidad de un sistema carcelario mínimo; 
creo en las penas alternativas y también creo 
que el Parlamento debe dar a esos reclusos que 
ha fabricado nuestra sociedad como delincuen- 
tes -porque los uruguayos no se han vuelto más 
malos; alguna razón hay para que existan 
muchos más presos, que viven en el hacina- 
miento, mirando el techo durante veintitrés 
horas, sin trabajo, mal atendidos sanitariamente, 
con algunos ejemplos dramáticos- otra respues- 
ta que no sea la de seguir aumentando su 
número. Ese no es el país que deseamos. El 
proyecto del Poder Ejecutivo sobre la gracia 
destruye, mutila la única esperanza que tiene 
ese recluso: dirigirse directamente al órgano 
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máximo que, por primera vez, lo va a ver -casi 
con seguridad el Juez no lo vio, por este 
procedimiento escrito que tenemos-, hablar con 
los máximos representantes del Poder Judicial, 
a quienes podrá decir qué es lo que siente, por 
qué está injustamente preso y cuál es su 
circunstancia -el defensor también lo va a poder 
hacer- y, en definitiva, obtener su libertad. Sin 
embargo, lo liquidamos. Si se sancionara el 
proyecto, tal como está redactado, sería una ley 
con preservativo, y perdóneseme por la expre- 
sión: sería una ley que no tendría absolutamente 
ninguna consecuencia. 

Estamos dando un mensaje muy malo a la 
sociedad y también frente a la situación 
explosiva que se está viviendo en las cárceles, 
fundamentalmente en las que dependen de 
Montevideo, que resulta insostenible, como dijo 
el señor Diputado Chifflet. 

Pido a los señores Diputados que reflexionen 
sobre esto, que confíen en la Suprema Corte de 
Justicia, que dejen intacto el artículo 20 tal cual 
está, con la única modificación que establece- 
mos en cuanto a que los miembros de la Corte 
puedan ser dos o tres -dada la cantidad enorme 
de reclusos- para que pueda repetirse lo que era 
hábito cuando yo ejercía la abogacía: la visita 
real de cárceles. 

Hago un llamado a la sensibilidad y a la 
conciencia de los señores legisladores en el 
sentido de que el Derecho Penal no soluciona 
el delito; de ninguna manera. Convertir las 
cárceles en esos depósitos horribles que todos 
conocemos y seguir aumentando la cantidad de 
reclusos nos va a llevar a situaciones que de 
ninguna manera deseamos, que no solamente 
violan derechos humanos elementales sino que, 
además, pueden costar muy caro a la sociedad 
uruguaya. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
hemos seguido con toda atención el interesante 
debate de la sesión pasada y de hoy y 
confesamos que nos costó llegar a una posición 
coherente. 

No es casualidad que tanto desde el punto 
de vista doctrinario como jurisprudencial el 
Derecho Penal en América Latina, y en el Primer 
Mundo en general, tenga una tendencia cada 
vez más acusada hacia la reticencia frente a la 
pena de privación de la libertad como respuesta 


a los problemas que el Derecho Penal pretende 
solucionar. Esto no es producto de teóricos que 
viven en una torre de marfil; sin llegar al 
extremo de las teorías abolicionistas, que han 
proliferado principalmente en Europa, a la luz de 
la criminología permanentemente se están 
estudiando soluciones de otro tipo, que contem- 
plen las finalidades que se busca a través de 
la pena de privación de libertad y que, al mismo 
tiempo, puedan dar satisfacción a las expecta- 
tivas de la sociedad en su conjunto. 

Por otro lado, debemos reconocer que la 
cárcel forma parte de un universo simbólico 
cultural que se conoce como la criminalidad y 
que se construye en el mundo cotidiano. 

En nuestra sociedad hay un sentimiento muy 
desarrollado que tiene que ver con el problema 
de la seguridad o, mejor dicho, de la insegu- 
ridad. Sobre ella se ha desplegado un sentimien- 
to de desconfianza y de propagación del temor 
público, concentrándose la atención del ciuda- 
dano sobre un estereotipo criminal. Dicho 
estereotipo se agudiza cuando tomamos cono- 
cimiento de motines, de encierros, de protestas, 
de huelgas de hambre, etcétera. Es un factor 
que el legislador no puede desdeñar, porque si 
la creación del derecho en su sentido más 
profundo es un hecho político por excelencia, 
más lo es el Derecho Penal por sus singulares 
relaciones, estrechas como no se dan en 
ninguna otra rama del ordenamiento jurídico, 
con el Derecho Público. 

El Derecho Penal debe ser comprendido por 
el resto de la sociedad para ser aceptado. 
Manuel Rivacoda y Rivacoda escribió en alguna 
oportunidad que el código punitivo debe estar 
enraizado en la entraña de cada comunidad. Eso 
es así porque siempre debe reflejar la realidad 
íntima de lo que piensa y siente la sociedad, 
lo que tiene y lo que le falta, sus valoraciones 
y sus exigencias, en un mundo como el actual 
donde es muy ditícil alcanzar ese equilibrio. 

Sin embargo, cuando abordamos este proyec- 
to puntual, debemos encontrar un equilibrio 
entre lo que nos dice la ciencia del Derecho 
Penal, que ha llegado a ella por una elaboración 
producto del estudio colectivo de eminentes 
juristas, y un sentimiento popular. 

Esto tiene que ver con lo que es la cárcel 
como un fracaso internacional y no solamente 
-por lo que se ha dicho acerca de su situación- 
en nuestro país, pues en lugares donde hemos 
visitado algo que parece lo más cercano posible 
a lo que podemos considerar cárceles modelo, 
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afrontan el mismo resultado en cuanto a la 
dudosa eficacia de la pena. 

Por otro lado, creemos que por el solo hecho 
de existir, el Derecho Penal sí mantiene a 
alguna gente apartada del delito. Entonces, 
llegado a la elaboración de este proyecto y 
siguiendo los lineamientos del Poder Ejecutivo, 
hemos pensado en la conveniencia de que se 
introduzcan algunas variantes. 

En primer término, tal como dijo hace un 
momento el señor Diputado Díaz Maynard, no 
podemos compartir el criterio de cerrar la cortina 
de los beneficios de la gracia y la libertad por 
gracia para quienes sean reincidentes y habitua- 
les. No quiero entrar a la discusión teórica de 
esos institutos que están contenidos en nuestro 
Código Penal desde hace casi setenta años; 
pero, de todas maneras, sentimos que a ninguna 
persona, cualquiera sea el o los delitos que haya 
cometido, se le puede privar de aquello que es 
caro a todos los seres humanos, y más que a 
nadie, a quien está preso: la esperanza. 

No es casualidad que Irureta Goyena, cuando 
redactó el Código Penal, no tipificara como 
delito de autoevasión cuando no hay violencia, 
porque se entiende que hay un instinto de 
libertad que debe respetarse, inclusive en 
quienes han incurrido en conductas delictivas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Berois Quinteros) 


— Por esta razón, nos parece que sería 
realmente cruel -para emplear un calificativo que 
escuchamos en la sesión anterior- privar de esta 
esperanza a quienes la ley considera reinciden- 
tes y habituales, tanto en el caso del numeral 
20.1 como del 20.2 del artículo 1% del proyecto 
. del Poder Ejecutivo. Pensamos que una solución 
para estos casos podría ser una propuesta del 
Juez de la causa que la Suprema Corte de 
Justicia debería aceptar -si es su decisión- por 
unanimidad de sus integrantes. inclusive, podría 
barajarse una fórmula por la cual el Juez eleve, 
en una relación mensual, sus propuestas para 
que sea concedido el beneficio de la gracia a 
quienes son reincidentes y habituales, si 
encuentra que hay personas que justifican la 
concesión de este beneficio. De todas maneras, 
en honor a la verdad, debemos decir que este 
beneficio no se otorga en forma generosa, por 
si alguien puede pensar eso. 

Dicho sea de paso, hay un imaginario 
colectivo que habla de la gente que entra y sale 
de la cárcel en base a una supuesta benignidad 
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de leyes y de Jueces. Esta es una idea que 
siempre me ha dejado perplejo al cabo de años 
de trabajo en el ámbito del Derecho Penal, 
principalmente en delincuencia ocasional y no 
habitual. La verdad es que para obtener la 
libertad de una persona hemos tenido que 
trabajar mucho, nunca nos resultó fácil y nunca 
hemos entendido eso que se dice en todos 
lados: la gente entra y sale de la cárcel como 
si fuera un hotel. Esa no es mi experiencia, la 
cual no coincide con ese imaginario colectivo. 

Lo importante es buscar alguna salida para 
esta situación. Entonces, proponemos que este 
proyecto vuelva al seno de la Comisión para que 
en un lapso de quince días se busque elaborar 
alguna fórmula que solucione el problema de 
reincidentes y habituales -que nos preocupa 
enormemente- y que ajuste algunas disposicio- 
nes del proyecto del Poder Ejecutivo. Cuando 
se refiere a la sentencia en el caso de pena de 
penitenciaría -segundo numeral del 20.2-, creo 
que habría que aclarar que estamos hablando 
de la sentencia de primera instancia. Asimismo, 
en el artículo 22 debería sustituirse la expresión 
"clausura provisional” por "clausura provisoria". 

En el otro aspecto que aborda el proyecto 
participamos desde hace años en lo que se ha 
llamado el desempapelamiento y luego de 
algunas vacilaciones compartimos la propuesta 
del Poder Ejecutivo en cuanto a la posibilidad 
de oposición del Ministerio Público, pudiendo 
buscarse algún cambio de expresión porque 
siempre hay un interés público en los temas 
penales; y se puede considerar que el interés 
público es prioritario siempre. Entonces, podría- 
mos reforzar e indicar hacia dónde se apunta 
o cuál es la señal del legislador, si facultáramos 
al Ministerio Público para oponerse al archivo 
cuando media un interés público, especialmente 
prioritario para la continuación de la causa. Á 
veces hay, particularmente en el campo de la 
delincuencia financiera o en la de cuello blanco, 
una dicotomía entre aspectos humanos y 
aspectos públicos esenciales, para los cuales 
conviene recordar que el Ministerio Público 
sigue siendo el titular de la acción. 

Es difícil improvisar en la materia y no creo 
que sea imposible llegar a una fórmula de 
consenso. Tenemos que convencernos todos de 
que ninguno puede reflejar en el texto legal 
exactamente lo que quisiera. Entonces, teniendo 
en cuenta las ideas que se han barajado en 
estas últimas dos sesiones, el modesto aporte 
que hemos efectuado -sosteniendo una posición 
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intermedia entre el informe de la mayoría y el 
de la minoría- y lo que seguramente va a 
decirnos luego el señor Diputado Fernández 
Chaves, podría llegarse en un término breve y 
perentorio a un texto unánime para lo cual 
propongo que el proyecto vuelva al seno de la 
Comisión. 

Insisto en que tratándose de un proyecto que 
introduce modificaciones a los institutos de la 
gracia y de la libertad por gracia, e inclusive en 
cuanto al desempapelamiento, creemos que 
sería particularmente significativo si pudiera 
aprobarse con el apoyo de todos los partidos 
políticos con representación parlamentaria. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: vamos a señalar que compartimos la 
mayoría de las críticas que se le han hecho a 
este proyecto por parte de los señores Diputa- 
dos Díaz Maynard y Bergstein. 

Cuando este tema se analizó en la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, quien habla estaba usufructuando 
una licencia y por ello no fue posible que nos 
pronunciáramos al respecto. Nuestra compañera 
de bancada, la señora Diputada Saravia Olmos 
nos había advertido sobre la problemática que 
plantea este proyecto de ley. 

Esta iniciativa tuvo su origen en una 
invitación que se formuló a los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia por parte de las 
Comisiones integradas de Derechos Humanos y 
de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración. En ese momento los miembros 
de la Suprema Corte de Justicia se comprome- 
tieron a formular un proyecto que, por razones 
constitucionales lo está presentando formalmen- 
te el Poder Ejecutivo, aunque en realidad fue 
elaborado por aquéllos. Tenemos discrepancias 
de fondo y de forma con el proyecto que son 
muy extensas y muchas de ellas -como dije hace 
un momento- hacen referencia a lo que han 
expresado los señores Diputados Díaz Maynard 
y Bergstein. 

Creemos que el señor Diputado Orrico hizo 
un esfuerzo muy importante y mejoró notoria- 
mente el proyecto de la Suprema Corte de 
Justicia. De todas maneras, creemos que hay 
que realizar una serie de modificaciones. 

Entendemos que el instituto de la gracia es 


fundamental para tratar la problemática carcelaria 
y que en este instante, en el plenario, no 
podemos legislar al respecto. Por lo tanto, 
vamos a proponer que este proyecto de ley 
vuelva a la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, dándole 
un plazo que podría no exceder los quince días 
a efectos de hacer el estudio exhaustivo que 
corresponda. 

Queremos dejar establecido que a este 
proyecto de ley se llega porque la Suprema 
Corte de Justicia no ha cumplido de manera 
reiterada con su obligación de realizar la visitas 
efectivas de cárceles. Esta ha sido una de las 
causas del hacinamiento en las cárceles. 

Llama poderosamente la atención que, cuan- 
do los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia concurrieron invitados a las Comisiones 
integradas de Derechos Humanos y de Consti- 
tución, Códigos, Legislación Genera! y Adminis- 
tración, una de las condicionantes fundamenta- 
les que pusieron para poder realizar efectiva- 
mente esas visitas, era que al Ministro que le 
tocara hacerlas se le suspendieran los plazos 
administrativos y procesales que tuviesen en 
otro tipo de juicios, a efectos de estudiar los 
expedientes. Sin embargo, curiosamente, en el 
proyecto de la Suprema Corte de Justicia se 
establece que la visita de cárceles se hará por 
tres Ministros. Si hasta este momento no podían 
ir los cinco Ministros por los plazos, porque 
tenían mucho trabajo y demás, por lo que 
solicitaron que la visita la realizara uno solo 
-el cual, tendría la potestad de dar la liber- 
tad-, a los etectos de no modificar el trabajo 
habitual de la Suprema Corte de Justicia, llama 
la atención que ahora establezcan específica- 
mente que van a ir tres Ministros, con lo cual 
la Suprema Corte de Justicia quedaría también 
desintegrada para sus trabajos habituales. 

Por consiguiente, el numeral 20.5 relativo a 
la suspensión de los plazos para aquellos 
funcionarios técnicos -Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia- que concurran a la visita de 
cárceles, estarán suponiendo una ampliación de 
plazo automática para todos los casos que tenga . 
la Suprema Corte de Justicia y no específica- 
mente para el Ministro que hiciera la visita, 
como fue el espíritu de la propuesta de la 
Suprema Corte de Justicia, tal cual lo enten- 
dimos todos los que estábamos presentes. 

Este aspecto ha sido mejorado en el proyecto 
del señor Diputado Orrico, que reduce a dos la 
cantidad de Ministros que acuden. Podría ser 
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una fórmula aceptable, podrían ser uno o dos, 
pero nunca tres Ministros porque, en definitiva, 
continuaríamos con la actual situación, plantea- 
da desde hace varios años, en la que la 
Suprema Corte de Justicia no realiza la visita 
de cárceles como es su obligación. 

En el proyecto original presentado por la 
Suprema Corte de Justicia, la clausura de los 
procedimientos que se encuentran en trámite a 
la techa de entrada en vigencia de la presente 
ley, queda sin efecto en caso de que el 
Ministerio Público deduzca oposición. Parece 
curioso que la Suprema Corte de Justicia limite 
las potestades de los Jueces. Entendemos que 
si un Fiscal se opone a la clausura de los 
procedimientos debe actuar el Magistrado, y 
también la defensa. Volvamos a acostumbrarnos 
-terminemos de una vez por todas con lo que 
está sucediendo en nuestro país- a que la 
Justicia es una balanza donde de un lado se 
ubica el Ministerio Público, del otro la defensa 
y en el medio el Juez que decide. Esa ha sido 
la simbología del sistema judicial desde la época 
romana. En consecuencia, es buena cosa que 
actúe el Ministerio Público, pero también lo es 
que intervenga la defensa y que termine 
decidiendo el Juez. Esto nos parece absoluta- 
mente elemental y creemos que debe estable- 
cerse en este proyecto de ley. 

Por otra parte, nos parece muy grave que 
nada se diga en el artículo 20 sobre la libertad 
provisional que otorga la Suprema Corte de 
Justicia en acto de visita de cárceles o de 
causas. Nos parece que el artículo 20 de la ley 
actualmente vigente es mucho más claro, 
concreto y lógico. La mayoría de las personas 
que en los últimos tiempos han salido en libertad 
en régimen de visitas, lo han hecho por 
libertades provisionales más que por gracia, 
permitiendo una regularización de aquellos 
casos en los que hay presos que han cumplido 
una preventiva suficiente y están en condiciones 
de salir. Esta es otra de las razones de la visita 
de cárceles. 

Sin duda que va a haber que incorporar a 
este artículo 20 un inciso final similar al que 
actualmente figura en el artículo 20 de la ley 
vigente, facultando a otorgar la libertad provisio- 
nal. 

Por su parte, debo decir que el inciso 2.1 está 
realmente muy mal redactado y, por más que 
la idea sea atendible, creo que debe ser 
modificado. 

Por último, quiero señalar que -ésta es la 
causa fundamental de nuestra oposición al 


proyecto tal como está redactado-, siendo la 
esencia de la gracia otorgar la libertad a 
aquellas personas que llevan un tiempo consi- 
derable en la cárcel y no siendo la gracia objeto 
de una acción litigiosa, debe tenerse en cuenta 
a aquellos presos que tienen una condena de 
penitenciaría o bien la posibilidad de ella, que 
debe comprender -¿por qué no?- a un reinciden- 
te que se puede haber recuperado. Si no, 
estaremos limitando notoria y claramente la 
posibilidad de dar libertad a quien no tiene otro 
procedimiento para obtenerla. Nos parece que 
ésta es una limitante que, en última instancia, 
hace que la ley vaya a carecer de efectividad. 

En definitiva, si se aprueba el proyecto 
original presentado por la Suprema Corte de 
Justicia, la única consecuencia práctica que 
tendría es que después de la visita de cárceles, 
la Corte gozaría de una ampliación notoria de 
todos los plazos a los efectos de poder 
sentenciar otro tipo de causas. Ese sería el 
único efecto práctico, pero no tendría aquellos 
que realmente pretendemos con este proyecto 
de ley, es decir, que exista un sistema de gracia 
rápido que signifique la posibilidad de otorgar la 
libertad a quienes están presos por causas 
graves, leves o bien por ser reincidentes o 
habituales, para que se produzca un 
desagotamiento de las cárceles. 

Por consiguiente, vamos a proponer que este 
proyecto de ley pase nuevamente a la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, otorgándole un plazo que podría 
ser de quince días dada la urgencia del asunto 
-luego nos pondremos de acuerdo con las otras 
bancadas-, a los efectos de que ésta pueda 
revisar detenidamente este tema. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Señor Presiden- 
te: estoy completamente de acuerdo con el pase 
a Comisión del proyecto pero, teniendo en 
cuenta que hoy estamos a 12 de setiembre, 
dentro de quince días será 27 y tendríamos que 
fijar una sesión especial para tratar este tema. 
Propongo, entonces, que lo incluyamos en la 
primera sesión del mes de octubre. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede continuar el señor Diputado Fernández 
Chaves. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: acepto gustosamente la modificación 
planteada por el señor Diputado Díaz Maynard. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: nos 
alegra que las observaciones realizadas en la 
Comisión del proyecto del Poder Ejecutivo por 
parte de los señores Diputados de la oposición, 
que finalmente consagramos en esta iniciativa, 
hayan tenido algún tipo de eco. En ese sentido, 
en lugar de marcar un cambio de posición, 
damos la bienvenida a la reflexión acerca de un 
tema tan delicado como es el de los institutos 
de la gracia y su aplicación. 

Es cierto -debo dar la razón al señor Diputado 
Fernández Chaves- que este problema se 
origina porque la Suprema Corte de Justicia no 
implementa esta visita de causas y de cárceles. 
Pero también es cierto que a partir de la 
aplicación de la Ley de Seguridad Ciudadana, 
ahora con la denominada ley de urgente 
consideración, y con un Ministerio Público y 
fiscal sumamente exigente con sus respectivos 
Fiscales nacionales, se ha llenado la cárcel de 
ciudadanos que han delinquido, muchos de ellos 
por primera vez. 

También es verdad que este Parlamento no 
ha tomado medidas fundamentales como, por 
ejemplo, la de sancionar una ley con relación 
a medidas alternativas a la prisión y la 
penitenciaría, es decir, a la privación de libertad. 
Entonces, tenemos un sistema penal que, aparte 
de todos los problemas que tiene, está altamen- 
te congestionado y este Parlamento, a través de 
este proyecto de la gracia, debería darle un 
escape. 

Ahora bien: nos están planteando quince días 
de plazo. Sinceramente, me parece que podría- 
mos hacer un esfuerzo para que la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración sesione en forma extraordinaria 
a fin de ajustar detalles y obtener, para mañana 
mismo, un proyecto consensuado. De lo contra- 
rio, me parece que vamos a alargar demasiado 
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su tratamiento y considero que ya se han hecho 
todos los estudios. 

No veo inconveniente en acercar posiciones 
pasando este tema para mañana y convocar a 
una sesión extraordinaria para el día de 
mañana. Tengo la sensación de que trasladando 
el tratamiento del tema de aquí a quince días 
corremos el riesgo de no ponernos de acuerdo 
y de postergar algo que podríamos estar 
votando en el día de hoy. Además, hay que 
tener presente que el Senado va a estudiar y 
a meditar sobre este tema. Los que llevan más 
de un año en esta Casa saben que en los 
últimos tiempos, el Senado es particularmente 
puntilloso con los proyectos que aprueba esta 
Cámara y que envía a esa rama parlamentaria. 
Por lo tanto, allí habrá una instancia de 
negociación política y también de reflexión 
intelectual. 

En consecuencia, sugiero -lo votaría con 
mucho gusto- hacer el esfuerzo para aplazar la 
consideración de este tema para el día de 
mañana, convocando a una sesión extraordina- 
ria, para así llegar a un consenso, porque creo 
que hay base para lograrlo y pienso que será 
en beneficio de todos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede continuar el señor Diputado Fernández 
Chaves. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: acerca de las anotaciones que hacía el 
señor Diputado Michelini, señalo que en lo que 
hace a medidas alternativas en el período 
anterior esta Cámara votó un proyecto original 
del señor Diputado Díaz Maynard, en el que 
trabajamos bastante y que luego el Senado no 
aprobó. 

Entiendo que buena parte de la problemática 
carcelaria que existe en nuestro país se debe 
a dificultades de índole procesal, algo que 
tenemos absolutamente detenido en cuanto a su 
ditucidación. 

No tengo inconveniente de que nos aboque- 
mos al tratamiento de este proyecto lo más 
rápidamente posible. Lo digo con total sinceri- 
dad, pero me da la impresión -lo confieso- de 
que, a los efectos de evitar algún error en un 
tema que considero realmente trascendental, 
definir y decidir esto en un par de horas resulta 
demasiado apresurado. No obstante, estoy a lo 
que resuelvan los compañeros de la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, pero considero que deberiamos 
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tener una reflexión de no menos de una semana. 

Lo digo con toda franqueza: estoy a lo que 
disponga el resto de la Comisión y, naturalmen- 
te, trataremos de cumplir con los plazos que nos 
imponga el plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Dese cuenta de una moción de orden presen- 
tada por la señora Diputada Saravia Olmos y los 
señores Diputados Amorín Batlle, Amaro Cedrés, 
Fernández Chaves, Gustavo Silveira, Díaz 
Maynard, Leglise, Bergstein y Orrico. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que el proyecto en discu- 
sión vuelva a la Comisión respectiva para que 
sea incluido como primer punto del orden del 
día en algunas de las primeras sesiones 
ordinarias del próximo mes de octubre". 


— En discusión. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— 
palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: firmé la moción pero no la lel 
especificamente porque fue redactada mientras 
estaba haciendo uso de la palabra. 

Creo que no correspondería establecer "en 
una de las primeras sesiones" porque ello 
supone una indeterminación total. Me parece 
que la moción debería especificar que el 
tratamiento de esta iniciativa se incluyera en la 
primera sesión ordinaria del mes de octubre. 


Pido la 


(Apoyado) 
SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: no 
tengo ningún inconveniente en que sea así. 

Habíamos discutido el tema con el señor 
Diputado Díaz Maynard que -en honor a la 
verdad- se pronunciaba en el mismo sentido que 
el señor Diputado Fernández Chaves. La idea 
que teníamos era que en una de las primeras 
sesiones del mes de octubre pudiera tratarse y 
quizás aprobarse el proyecto relativo a lo que 
en general se denomina ley del software, para 
cuya sanción hay realmente una gran urgencia. 
Por eso pensábamos dejar un poco abierto el 
abanico de manera de que si en la primera 
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sesión de octubre se tratase el proyecto de ley 
del software, en la subsiguiente podríamos 
abocarnos a considerar la iniciativa que hoy nos 
ocupa. 

Si el sentir de los compañeros es que esta 
iniciativa sea considerada en la primera sesión 
del mes de octubre, no me voy a oponer. De 
todas maneras, hago notar que está en puerta 
un proyecto muy importante, que quizás recla- 
maría una rápida definición por parte del 
Cuerpo. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: reco- 
nozco que la sesión de hoy ha sido particular- 
mente constructiva, con exposiciones realmente 
interesantes y creo que, a partir de ellas, surge 
muy nítidamente que existe acuerdo en cuanto 
a la necesidad del restablecimiento de la gracia, 
que no se corte la esperanza de aquellos que 
aspiran a su libertad -como señalaba el señor 
Diputado Bergstein- y que las visitas se 
restablezcan de algún modo, sin que se prive 
de la gracia o de la libertad provisional a 
aquellos que los Jueces determinen que pueden 
ser beneficiados con ese instituto. 

Recuerdo a los señores legisladores que en 
el mes de marzo, a raíz de un problema que 
hubo en los establecimientos carcelarios, surgió 
como tema prioritario, como aquello que con 
más avidez reclamaban los reclusos, el resta- 
blecimiento de las visitas de cárceles o visitas 
desfiladas, como le llaman ellos. 

En la reunión a la que recién hizo mención 
el señor Diputado Fernández Chaves entre la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, la Suprema Corte de 
Justicia y la Comisión de Derechos Humanos se 
llegó a un cierto acuerdo genérico sobre el 
restablecimiento de las visitas de cárceles. 

El proyecto que vino del Poder Ejecutivo era 
de algún modo limitativo; efectivamente, se 
buscó perfeccionarlo, pero de las exposiciones 
que hoy se realizaron surge que se puede pulir 
aún más. 

Sin embargo, debo subrayar lo siguiente: en 
esa misma reunión, en lo personal pregunté a 
los integrantes de la Suprema Corte de Justicia 
en qué plazo podría venir el proyecto y ellos, 
teniendo en cuenta hasta las movilizaciones que 
pudiera haber en los Juzgados con motivo del 
Presupuesto, aseguraron que las visitas podrían 
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comenzar a fines de agosto o a más tardar a 
mediados de setiembre. Esto figura en la versión 
taquigráfica, consta expresamente. 

Pienso que deberíamos fijar un plazo que sea 
lo más breve posible. El señor Diputado 
Michelini hablaba de veinticuatro horas, pero no 
puedo exigir a los colegas que en un tema 
particularmente delicado, acerca del que hay 
que afinar conceptos y demás, trabajen de 
manera acelerada. De todas maneras, solicito 
que lo hiciéramos lo antes posible porque luego 
de ser aprobado por esta Cámara el proyecto 
tendrá que ír al Senado, y allí también demorará. 
No fuera cosa de que no pudiese ser aprobado 
antes de tin de año y las visitas no se 
restablecieran como se reclamaba -es una exi- 
gencia absolutamente natural y diría que hasta 
loable por parte de quienes lo reclaman-, con 
lo que otra vez tendríamos problemas. En mi 
intervención dije que la Comisión de Derechos 
Humanos corría el riesgo de perder credibilidad, 
porque de alguna manera de las visitas que 
efectuamos había surgido el compromiso de que 
en el plazo más breve posible se iban a atender 
las cosas que considerábamos justas. De 
aquellas reuniones entre las Comisiones de 
Derechos Humanos y de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración con la 
Suprema Corte de Justicia surgió claramente 
que el régimen de visitas entraría en vigencia 
en agosto o a mediados de setiembre, pero 
ahora resulta que de esta manera el plazo se 
extenderá más allá de octubre o noviembre. 

Hago estas observaciones simplemente para 
reflexionar, no para determinar el voto de nadie, 
aunque en definitiva me plegaría al criterio que 
propuso el colega, señor Diputado Michelini, 
porque creo que él tiene muy en claro cuál es 
la situación general en el país y en los 
establecimientos. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Señor Presiden- 
te: nadie puede negar la urgencia que tengo en 
que se apruebe este proyecto. Me interesa un 
proyecto que realmente sea significativo, que 
llene las aspiraciones y dé esperanzas a los 
reclusos; ho uno que implique una nueva 
frustración. 

Realmente alabo al señor Diputado Michelini 
por su particular urgencia, por su comprensión 
de cuál es la situación real, pero creo que es 


absolutamente imposible que en el plazo de un 
día elaboremos un proyecto racional, cuidadoso 
y que pueda ser aprobado en forma rápida por 
venir consensuado de la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administra- 
ción. 

Entonces, si bien comprendo las razones del 
señor Diputado Chifflet y lo que señala el señor 
Diputado Michelini, me parece que es utópico 
pretender que mañana se trate este asunto. 

Creo que la primera sesión de octubre -como 
propuse al señor Diputado Bergstein-, es la más 
apropiada para tratar este tema porque el 
proyecto de ley de software será muy importante 
para algunos, pero para quienes están mucho 
peor que nosotros es absolutamente imprescin- 
dible que se apruebe lo antes posible esta 
iniciativa. 

De manera que me afilio a la posición del 
señor Diputado Fernández Chaves en el sentido 
de que se incluya este asunto en el primer punto 
del orden del día de la primera sesión de 
octubre. Si realmente la Comisión se aboca a 
esta labor -en la medida en que podamos 
sofrenar nuestras manías discursivas y en que 
seamos prácticos-, creo que este proyecto 
podría ser aprobado el 1? de octubre. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: en 
primer lugar, agradezco las alabanzas que el 
señor Diputado preopinante me dirigió en 
oportunidad de referirse a la premura de este 
tema. 

En segundo término, quiero buscar una 
solución intermedia que exprese estas dos 
sensibilidades: por un lado, intentar legislar 
rápidamente y, por el otro, ser prudentes en el 
sentido de no generar una nueva trustración, 
como bien decía el señor Diputado Díaz 
Maynard. La propuesta es mantener el proyecto 
en el orden del día, y si mañana no llegamos 
a un texto consensuado, votaremos la moción 
presentada por el señor Diputado Fernández 
Chaves, por lo que este asunto pasará para 
octubre. 

En definitiva, pido que a los señores 
Diputados Chifflet, Lacalle Pou y a quien habla 
se nos deje hacer un esfuerzo junto con los 
Diputados del Partido Colorado para ver si 
llegamos a elaborar algo concreto. De lo 
contrario, tendrá razón en lo que dice el señor 
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Diputado Díaz Maynard, quien está tan preocu- 
pado como nosotros porque este proyecto se 
apruebe. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
léase la moción tal como quedaría redaciada. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que el proyecto en discu- 
sión vuelva a la Comisión respectiva y con 
informe sea incluido como primer punto del 
orden del día de la primera sesión ordinaria 
del próximo mes de octubre”. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señor Presidente: si 
los señores Diputados Chifflet y Díaz Maynard 
están de acuerdo sugiero que simplemente se 
postergue el tratamiento de este punto para 
mañana, con el compromiso de que si no se 
llega a un acuerdo, votaremos la moción a que 
se ha dado lectura. 

Si es necesario, haremos esta solicitud por 
escrito. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señor Pre- 
sidente: lo que el señor Diputado Michelini 
propone es que en definitiva este tema se 
postergue para mañana. Si la Comisión -que se 
reúne mañana por la mañana- no logra, no digo 
un acuerdo que en definitiva existe en cuanto 
a la medida de fondo que se debe tomar, sino 
una redacción que entendamos correcta, natu- 
ralmente se lo comunicaremos al plenario de la 
Cámara y mañana votaremos la citada moción; 
en lo personal, no tengo inconvenientes en ese 
sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Entonces, ¿se modifica la moción? 


SEÑOR MELGAREJO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MELGAREJO.— Señor Presidente: 
tengo dudas en cuanto al trámite reglamentario 
porque para llevar esto adelante hay que pasar 
el proyecto a Comisión y mañana entrarlo 
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nuevamente a Cámara. No creo que pueda 
tratarlo la Comisión sin que la Cámara se lo 
remita. Entonces, habría que pasarlo a Comisión 
para luego ingresarlo a Cámara y, si no hay 
acuerdo, nuevamente pasarlo a Comisión a fin 
de que sea tratado en el plenario en el próximo 
mes. 

Creo que allí hay un problema reglamentario 
que debería solucionarse. Si bien estoy de 
acuerdo con lo que se ha planteado, entiendo 
que debemos proceder de acuerdo con el 
Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa aclara que reglamentariamente tendría 
que poner a votación la moción que fue leída 
y que los señores Diputados conocen. De todas 
maneras, si hay acuerdo, la retiramos y 
pasamos a considerar la presentada por el señor 
Diputado Michelini. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
creo que deberíamos ajustarnos a la moción que 
se leyó para que este asunto sea incluido como 
primer punto del orden del día de la primera 
sesión de octubre. 

Esto no es un acuerdo político; es un tema 
que al mismo tiempo es político y técnico, y 
requiere de un trabajo de consenso en la 
redacción de un texto que realmente nos parece 
muy delicado. No es un problema de quien está 
más sensibilizado por el tema; creo que todos 
estamos sensibilizados y si bien comprendemos 
los alcances del proyecto, por la materia que 
trata, preferiríamos pecar por exceso de pruden- 
cia. Me parece que no se trata de establecer 
un término de horas para ver sí se llega a un 
acuerdo sino que es cuestión de sacar el lápiz 
y ponerse a redactar, recogiendo las diversas 
posiciones que se esbozaron en esta discusión. 

En lo personal y con todo respeto insistiría 
en que se ponga a votación la moción que se 
acaba de leer y si no se obtiene la mayoría 
necesaria, este asunto seguirá en el orden del 
día. 


SEÑOR ORRICO.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 

SEÑOR ORRICO.— Señor Presidente: natu- 
ralmente que acompañamos la inquietud que se 
ha expresado en Sala en cuanto a legislar sobre 


44 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 12 de setiembre de 2000 


esta materia porque, entre otras cosas, quienes 
hemos colaborado en la medida de nuestras 
fuerzas con la Comisión de Derechos Humanos, 
sabemos que es un tema muy sentido. No 
obstante, hay dificultades prácticas que son de 
muy difícil resolución en el corto período de 
tiempo en que se pretende aprobar esto. 

En primer lugar, hay que tener en cuenta que 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración funciona los 
jueves y creo que no va a haber tiempo para 
citarla para mañana; inclusive algunos de sus 
integrantes hoy no se encuentran y ni siquiera 
sé si los asistentes haríamos quórum. 

En segundo término, se trata de un proyecto 
de ley que, desde el punto de vista técnico, ha 
demostrado ser bastante más complejo de lo 
que parecía a primera vista. 

Por tanto, creo que fijar como término la 
primera sesión de octubre es razonable, por lo 
que me mantengo en esa posición y solicito a 
la Mesa que se ponga a votación. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: con- 
sidero que la moción presentada a la Mesa -no 
voy a pedir que se vuelva a leer, porque todos 
sabemos lo que dice-, en vez de decir "en las 
primeras sesiones ordinarias del próximo mes de 
octubre", debería expresar: "en el primer punto 
del orden del día de la sesión de mañana". De 
esa forma, se habilitaría que el expediente fuera 
a la Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración y que ésta 
pudiera hacer las consideraciones pertinentes. 

Si la Comisión entendiera que no tiene tiempo 
para que se trate como primer punto del orden 
del día de la sesión de mañana, volvemos a 
realizar la votación a efectos de incorporar la 
consideración de este asunto en el primer punto 
del orden del día de las primeras sesiones 
ordinarias de octubre. Me parece que es lo que 
corresponde votar a los efectos del trámite del 
expediente. 

Reitero: la moción que está en poder de la 
Mesa debe decir: "en el primer punto del orden 
del día de la sesión de mañana" y, si la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración no llega a tiempo a 
esa instancia, cuando mañana se ingrese a la 
consideración del tema, se presenta otra moción 


para que sea tratado en las primeras sesiones 
ordinarias del mes de octubre. Esto habilita que 
el expediente vaya a la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administra- 
ción para ser analizado. , 


SEÑOR LEGLISE.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LEGLISE.— Señor Presidente: res- 
paldo las palabras formuladas por el señor 
Diputado Bayardi, por lo cual acepto que se 
modifique la redacción de la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
En consecuencia, dese lectura a la redacción 
definitiva de la moción. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que el proyecto en discu- 
sión vuelva a la Comisión respectiva para que 
sea incluido como primer punto del orden del 
día de la sesión ordinaria del día 13 del 
corriente". 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres en cincuenta y cinco: 
Afirmativa. 


19.-— Urgencia 


Dese cuenta de una moción de urgencia 
presentada por los señores Diputados Vener 
Carboni, Bayardi y Leglise. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare urgente y 
se considere de inmediato el proyecto de 
Minuta de Comunicación propuesto por la 
Comisión de Defensa Nacional, Carpeta 
N*2 605/000, relacionado con la asignación de 
recursos para el estudio y prospección del 
fondo marino". 


— Se va a votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos en cincuenta y cuatro: 
Afirmativa. 


Martes 12 de setiembre de 2000 


CAMARA DE REPRESENTANTES 45 


20.— Estudio y prospección 
del fondo marino. (Asig- 
nación de recursos) 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, 
se pasa a considerar el asunto relativo a: 
"Estudio y prospección del fondo marino. 
(Asignación de recursos)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N? 333 


"Comisión de 
Defensa Nacional 


INFORME 
Señores Representantes: 


A partir de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Mar, realizada el 
10 de diciembre de 1982, la República Oriental 
del Uruguay se encuentra ante la posibilidad 
más grande de su historia de incrementar el 
territorio sobre el cual puede ejercer su 
soberanía. 


En efecto, tal Convención admite la posibi- 
lidad de que los países cuya  platatorma 
continental se extienda más allá de las 200 
millas marinas, lo demuestre antes de noviembre 
de 2004, y amplíe su jurisdicción hasta dicho 
límite. Esta extensión de la plataforma continen- 
tal es una particularidad que poseen algunos 
países con costas hacia el océano Atlántico, y 
el nuestro pertenece a los privilegiados que se 
encuentran entre ellos. 


La Convención de los Derechos del Mar 
establece un límite para ejercer esa soberanía: 
350 millas marinas. Los estudios de escritorio 
realizados por la Armada Nacional permiten 
suponer que el borde exterior del margen 
continental se encuentra por dentro de las 350 
millas, pero mucho más allá de las 200 millas 
actuales: lo cual no es poca cosa. 


Lo que falta ahora es demostrarlo científica- 
mente por medio de la batimetría (estudio y 
prospección del fondo marino) y presentar los 
estudios realizados ante la Comisión de Límites 
de la plataforma continental de las Naciones 
Unidas, antes de noviembre de 2004, bajo 
riesgo, si no se llega en fecha, de perder los 
derechos para siempre. 


La Ley N?2 17.033 establece, en los artícu- 
los 10, 18 y 19 los trabajos a realizar, la 
responsabilidad de la Armada Nacional que, a 
través del Servicio de Oceanografía, Hidrografía 
y Meteorología de la Armada, tendrá a su cargo 
los estudios necesarios, y que el Poder Eje- 
cutivo formulará las previsiones presupuestales 
correspondientes para cubrir los gastos que 
tales estudios y trabajos demanden. 


La Armada Nacional, a su vez, cuenta con 
un Buque, el ROU 22 "Oyarvide”, capacitado 
para realizar los estudios de batimetría y 
también cuenta con los técnicos y el personal 
necesario. 


Si los estudios previos de la Armada son 
correctos, se podría extender el territorio 
marítimo de la República en casi 90 millas 
marinas. Ello permitiría incrermentarlo en, aproxi- 
madamente, ochenta o noventa mil kilómetros 
cuadrados, extendiéndole hasta los doscientos 
diez mil kilómetros cuadrados. Es decir, trans- 
formaría el espejo de agua nacional en una 
superficie superior a los ciento ochenta y siete 
mil kilómetros cuadrados de la superficie terres- 
tre del país. Y ello sin contar con los derechos 
establecidos respecto al territorio antártico. 


La Convención sobre los Derechos del Mar 
establece la posibilidad de explotación de la 
plataforma continental y de sus recursos natu- 
rales, tales como los recursos minerales y otros 
recursos mo vivos del lecho del mar y su 
subsuelo, así como los organismos vivos 
pertenecientes a especies sedentarias o que 
sólo pueden moverse en constante contacto 
físico con el lecho o el subsuelo. Ello adquirirá 
una importancia fundamental cuando, en un 
mundo con nuevas tecnologías, el país pueda 
acceder a ellas y emprenda una explotación, 
posible y necesaria en un futuro no lejano, que 
contribuya a su desarrollo económico. 


Por intermedio de la presente minuta de 
comunicación se reconoce la importancia de la 
Ley N? 17.033 y el esfuerzo realizado por la 
Armada Nacional, destacando la necesidad del 
trabajo a realizar. 


Sala de la Comisión, 6 de setiembre de 2000. 


José Bayardi, Miembro In- 
formante; Francisco Ortiz, 
Walter Vener Carbonl. 
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MINUTA DE COMUNICACION 


La Cámara de Representantes solicita al 
Poder Ejecutivo que disponga la asignación de 
los recursos correspondientes a efectos de 
realizar los estudios y prospección del Fondo 
Marino. 


Sala de la Comisión, 6 de setiembre de 2000. 


José Bayardi, Miembro In- 
formante; Francisco Ortiz, 
Walter Vener Carboni". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Bayardi. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: como 
dice el informe que presentamos con la minuta 
de comunicación, la Comisión de Defensa 
Nacional tiene a consideración un proyecto de 
ley que declara de interés nacional el estudio 
y prospección de la plataforma continental. 

En la medida en que nos encontramos en 
instancias presupuestales y que el proyecto de 
ley debería seguir el trámite correspondiente en 
la Cámara de Representantes y luego en la de 
Senadores, la Comisión de Defensa Nacional 
entendió del caso solicitar al Poder Ejecutivo, a 
través de una minuta de comunicación -que es 
la que se está repartiendo-, que disponga de los 
recursos necesarios, a fin de realizar los 
estudios y prospección del tondo marino. 

En el informe presentado, firmado por tres 
miembros de la Comisión de Defensa Nacional, 
se destaca que la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Mar admite la 
posibilidad de que los países cuya plataforma 
continental se extienda más allá de las 200 
millas marinas, lo demuestre antes de noviembre 
de 2004 y amplíe su jurisdicción hasta dicho 
límite. Esta extensión de la plataforma continen- 
tal es una particularidad que poseen algunos 
países con costas hacia el océano Atlántico, y 
el nuestro pertenece a los privilegiados que se 
encuentran entre ellos. 

La Convención sobre los Derechos del Mar 
establece un límite de 350 millas marinas para 
ejercer esa soberanía. Los estudios de escritorio 


realizados por la Armada Nacional permiten 
suponer que el borde exterior del margen 
continental se encuentra por dentro de las 350 
millas, pero mucho más allá de las 200 millas 
actuales, lo cual no es poca cosa. 

Para que se tenga una idea, si los estudios 
son correctos, se podría extender el territorio 
marítimo de la República en casi 90 millas 
marinas, lo que representaría un incremento de 
aproximadamente 80.000 Óó 90.000 kilómetros 
cuadrados, alcanzándose los 210.000 kilómetros 
cuadrados. Es decir que el espejo de agua 
nacional implicaría una superficie mayor que los 
187,000 kilómetros cuadrados de superficie 
terrestre, sin contar los derechos que tenemos 
en el territorio antártico. 

Ahora sólo resta hacer la demostración 
científica a través de la batimetría -estudio y 
prospección del fondo marino- y presentar los 
trabajos ante la Comisión de Límites de la 
platatorma continental de las Naciones Unidas, 
antes de noviembre de 2004, ya que si no se 
lo realiza antes de esa fecha, podemos perder 
los derechos para siempre. 

La responsabilidad de ese estudio fue 
otorgada a la Armada Nacional por medio de la 
Ley N* 17.033, y se realizará a través del 
Servicio de Oceanografía, Hidrografía y Meteo- 
rología. 

Lo que pretendemos con esta minuta de 
comunicación es que se hagan las previsiones 
presupuestales correspondientes para realizar 
esos trabajos. Tenemos la capacidad técnica 
para hacerlos; si bien no me voy a detener en 
la descripción de lo que tenemos desde el punto 
de vista técnico, menciono que contamos con el 
Buque ROU 22 "Oyarvide", capacitado para 
realizar los estudios de batimetría y construido 
en los astilleros "Bremer Haven". También existe 
interés por parte de la Armada Nacional en 
llevar acabo estos estudios; hemos conversado 
con Oficiales de la Armada, inclusive, sobre la 
eventual redistribución de los recursos presu- 
puestales para realizar esta tarea. 

Lo más importante es que la Convención 
sobre los Derechos del Mar establece la 
posibilidad de explotación de la plataforma 
continental y de sus recursos naturales, tales 
como los recursos minerales, recursos no vivos 
del lecho del mar y su subsuelo, así como los 
organismos vivos pertenecientes a especies 
sedentarias. 

Creo que este tema tiene una importancia 
gravitante; los miembros de la Comisión de 
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Defensa Nacional, los señores Diputados Ortiz, 
Vener Carboni y quien habla así lo entendemos. 
Por ello, queremos que la Cámara acompañe 
esta minuta de comunicación, a los efectos de 
que se motive la iniciativa de que en las 
instancias presupuestales se contemplen los 
recursos. Estamos discutiendo los programas y 
sus metas, y sería importante que en las 
instancias de información complementaria -ya 
sea en esta Cámara o en el Senado-, se pudiera 
contar con esa iniciativa. Es a esos efectos que 
el texto de la minuta de comunicación expresa: 
"La Cámara de Representantes solicita al Poder 
Ejecutivo que disponga la asignación de recur- 
sos correspondientes a efectos de realizar los 
estudios y prospección del Fondo Marino". 

Contestaremos cualquier pregunta que surja, 
pero creo que leyendo el informe que presentó 
la Comisión, a cualquier legislador le va a 
quedar clara la importancia estratégica de este 
tema para Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos 
Afirmativa. 


en cincuenta y tres: 


Queda aprobado el proyecto de minuta de 
comunicación. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: 
quiero hacer una observación un poco tardía, 
pero nunca es tarde cuando la dicha es buena. 
Creo que la minuta de comunicación debería 
decir: “(...) a efectos de realizar los estudios y 
prospección del fondo marino en los términos 
previstos en el informe adjunto". Creo que no 
costaría nada agregar esas pocas palabras ya 
que, sin ellas, la minuta de comunicación queda 
un poco divorciada del interesante informe que 
acaba de presentar el señor miembro informan- 
te. 

SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La minuta ya se votó, por lo que sólo cabría la 
posibilidad de hacer una reconsideración del 
asunto. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Entonces, 
que el punto se reconsidere. 


solicito 
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SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Se va a votar la reconsideración. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cinco en cincuenta y seis: 
Afirmativa. 


En discusión. 
SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
sugiero que se modifique la redacción de la 
minuta de comunicación, agregando al final la 
expresión: "en los términos que se desprenden 
del informe adjunto”. Asf, quedaría redactada de 
la siguiente manera: "La Cámara de Represen- 
tantes solicita al Poder Ejecutivo que disponga 
la asignación de los recursos correspondientes 
a efectos de realizar los estudios y prospección 
del Fondo Marino, en los términos que se 
desprenden del informe adjunto". 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Bayardi. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: creo 
que la referencia es correcta en tanto resultará 
más claro para quienes se enfrenten con este 
asunto por primera vez. 

De todos modos, esto está desarrollado en 
la Ley N* 17.033 y dábamos por hecho que el 
Poder Ejecutivo entendería perfectamente qué le 
estábamos pidiendo. Pero no obsta hacer 
referencia al informe; debería enviarse la minuta 
de comunicación y el informe al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: la 
aclaración del señor Diputado Bayardi es 
oportuna en el sentido de que para quienes 
conocen el asunto, evidentemente el informe no 
hace a la claridad que tiene la resolución tal 
como fue votada por la Cámara, que envía un 
mensaje cristalino en cuanto a que se disponga 
la asignación de los recursos. 

Si aceptamos la propuesta que se plantea 
estamos sentando un precedente en el sentido 
de que en cada minuta de comunicación que 
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exprese la voluntad del Cuerpo, tendremos que 
agregar de alguna forma las palabras del 
informe realizado. Por lo tanto pienso que, si así 
se desea, habría que disponer simplemente que 
se envíen las expresiones vertidas en Sala al 
Poder Eiecutivo. 

Muchas gracias. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Bayardi. 


SEÑOR BAYARDI!.— Señor Presidente: para 
articular lo planteado entre los señores Diputa- 
dos Michelini y Bergstein y lo que pretendió 
hacer la Comisión, propongo que la minuta de 
comunicación quede redactada de la siguiente 
manera: "La Cámara de Representantes solicita 
al Poder Ejecutivo que disponga la asignación 
de los recursos correspondientes a los efectos 
de realizar los estudios y prospección del fondo 
marino para establecer la traza del límite 
exterior de la plataforma continental de nuestro 
país referidos en los artículos 10 y 18 de la Ley 
N2 17.033, de 20 de noviembre de 1998". 

De esta manera, en función de lo que hemos 
expuesto y de la referencia a la ley, el Poder 
Ejecutivo tendrá claridad en cuanto a qué le está 
refiriendo la Cámara. 


SEÑOR BERGSTEIN.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 

Creo que esta redacción es mejor, ya que es 
más explícita. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Léase la nueva redacción propuesta de la 
minuta de comunicación. 


(Se lee:) 


“La Cámara de Representantes solicita al 
Poder Ejecutivo que disponga la asignación 
de los recursos correspondientes a los 
efectos de realizar los estudios y prospección 
del fondo marino para establecer la traza del 
límite exterior de la plataforma continental de 
nuestro país referidos en los artículos 10 y 
18 de la Ley N* 17.033, de 20 de noviembre 
de 1998". 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y ocho por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


Queda aprobado el proyecto de minuta de 
comunicación. 


(Texto del proyecto aprobado:) 


"La Cámara de Representantes solicita al 
Poder Ejecutivo que disponga la asignación de 
los recursos correspondientes a los efectos de 
realizar los estudios y prospección del tondo 
marino para establecer la traza del límite 
exterior de la plataforma continental de nuestro 
país referidos en los artículos 10 y 18 de la Ley 
N2 17.033, de 20 de noviembre de 1998". 


21.- Sidra. (Se establece que 
el Poder Ejecutivo regu- 
lará las formas y condi - 
ciones de producción, 
elaboración, rendimien- 
tos, envasado, circula- 
ción, destilación, co- 
mercialización, impor- 
tación y exportación) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
tercer término del orden del día: "Sidra. (Se 
establece que el Poder Ejecutivo regulará las 
formas y condiciones de producción, elabora- 
ción, rendimientos, envasado, circulación, des- 
tilación, comercialización, importación y expor- 
tación)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 138 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevideo, 26 de abril de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General, 
profesor Luis A. Hierro López. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo, remitiéndole el adjunto proyecto 
de ley por el que se reglamenta todo lo atinente 
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a las formas y condiciones de producción, 
elaboración, rendimientos, envasado, circula- 
ción, destilación, comercialización, importación y 
exportación de la sidra y de los subproductos 
de la manzana. 


Es de fundamental importancia legislar la 
actividad de sidrería, a efectos de lograr la 
obtención de un producto genuino y de calidad, 
que brinde las máximas garantías al consumidor 
utilizando para ello, exclusivamente, la manzana 
apta. 


Es en base a esto que se propone la defi- 
nición del producto "sidra" y se prohíbe, asi- 
mismo, la utilización de la denominación para 
toda bebida que no cumpla con la misma. 


Por este motivo es necesario hacer un 
seguimiento técnico de todo el proceso de 
elaboración, incluyendo la materia prima a ser 
utilizada, estableciendo normas relativas a 
composición, rendimientos máximos, parámetros 
técnicos, características sensoriales, tipifica- 
ciones, operaciones técnicas admitidas, así 
como las que requieran autorización previa y 
todo aquello que sea imprescindible para 
asegurar que el producto final sea el resultado 
de la molienda natural de la manzana apta y sin 
adición de sustancias extrañas no autorizadas. 


Todo ese proceso incluye en su etapa final 
el envasado, la circulación y la comercialización 
de la sidra. 


Por otra parte, es conveniente que sea por 
un lado, el Instituto Nacional de Vitivinicultura 
quien fiscalice el cumplimiento de las normas 
jurídicas relativas al sector, sancionando las 
infracciones, ya que, además de contar con la 
infraestructura necesaria, está muy vinculado a 
la actividad vitivinícola, dado que muchas 
empresas emplean los mismos equipos y 
locales, haciendo necesaria una coordinación 
de ambos controles, asesorando al Poder 
Ejecutivo en la materia. Por otro lado, la Junta 
Nacional de la Granja, de acuerdo con su 
competencia, realice la actividad de promoción 
del producto y, en tal sentido, asesore al Poder 
Ejecutivo. 


Por último, a los efectos indicados, es 
necesario extender a la sidra nacional o 
importada, la tasa creada por el artículo 149 de 
la Ley N*15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
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en la redacción dada por el artículo 1% de la Ley 
N2 16.757, de 26 de junio de 1996. 


Saluda al señor Presidente con toda consi- 
deración. 
JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Gonzalo González. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12%— Ei Poder Ejecutivo con el 
asesoramiento preceptivo del Instituto Nacional 
de Vitivinicultura regulará todo lo atinente a las 
formas y condiciones de producción, elabora- 
ción, rendimientos, envasado, circulación, des- 
tilación, comercialización, importación y expor- 
tación de la sidra y de los subproductos de la 
manzana. 


Todo lo atinente a la promoción y desarrollo 
de la sidra y los subproductos de la manzana, 
será ejercido por la Junta Nacional de la Granja. 


Los subproductos de la manzana serán 
definidos y regulados por la reglamentación 
correspondiente. 


Artículo 2%-— La sidra es el producto 
obtenido exclusivamente por la fermentación 
alcohólica total o parcial de la manzana apta, 
del mosto o del jugo de la misma, de acuerdo 
a las prácticas de elaboración y con el 
asesoramiento técnico que establezca el Insti- 
tuto Nacional de Vitivinicultura. 


Prohíbese la denominación de sidra a todo 
producto que no cumpla con la definición 
precedente. 


Artículo 32.— El Poder Ejecutivo a propuesta 
del Instituto Nacional de Vitivinicultura tijará el 
rendimiento máximo que se podrá obtener de 
sidra, mosto o jugo de manzana, cada 100 
Kilogramos de manzana. 


A tales efectos se podrán realizar durante la 
zafra elaboraciones testigos u otro tipo de 
experiencias de elaboración. 


Artículo 4%.— En la reglamentación de la 
presente ley se establecerán: 


1) Las operaciones técnicas permitidas a 
realizarse en la elaboración de la sidra 
y en los posteriores procesos industria- 
les, así como los que requieran auto- 
rización previa del Instituto Nacional de 
Vitivinicultura. 
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2) Los productos que requerirán autoriza- 
ción expresa para ingresar al local de 
sidrería. 


3) Los requisitos que se deban cumplir a 
efectos de la circulación, envasado y 
procesamiento de la sidra y de los 
subproductos de la manzana. 


4) Los requisitos que se deban cumplir a 
efectos de autorizar en un mismo 
padrón el funcionamiento de una bode- 
ga y de una sidrería. 


5) Fijación de normas relativas a compo- 
sición, calidad, caracteres sensoriales, 
aptitud para el consumo, extracción de 
muestras, su conservación y plazo de 
vigencia de muestras de la sidra y los 
subproductos de la manzana. 


Artículo 5*%.— A tales efectos el instituto 
Nacional de Vitivinicultura llevará un registro 
obligatorio de todas las sidrerías, debiendo 
hacer los titulares de la inscripción las decla- 
raciones juradas y llevar la documentación que 
determine la reglamentación. 


Artículo 6*.— Las sidras en infracción a las 
normas legales y reglamentarias serán decomi- 
sadas sin perjuicio de la multa que corresponda. 
En caso de no ser posible su decomiso, el 
infractor deberá abonar una suma equivalente al 
valor de mercado del producto, al momento de 
aplicarse la sanción. 


El valor sustitutivo del comiso será reajustado 
a la fecha del pago efectivo, de acuerdo con lo 
dispuesto por el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de 
mayo de 1976. 


Artículo 72% — El Instituto Nacional de 
Vitivinicultura realizará las tareas de inspección 
y contralor relativas al cumplimiento de las 
normas que se dicten en la materia y, asimismo, 
determinará, aplicará y ejecutará las sanciones 
por infracciones a las normas legales y 
reglamentarias. 


Las sanciones previstas por el artículo 285 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
serán aplicables por el Instituto Nacional de 
Vitivinicultura en el marco de sus competencias 
en materia de sidra. 


Artículo 8%.— Se hace extensiva a la sidra 
el cobro de la tasa de promoción y control 
creada por el artículo 149 de la Ley N* 15.903, 


de 10 de noviembre de 1987, en la redacción 
dada por el artículo 12 de la Ley N* 16.757, de 
26 de junio de 1996, que será recaudada por 
el Instituto Nacional de Vitivinicultura, a través 
de la expedición de las boletas de control, y se 
aplicará por litro de sidra nacional e importada. 


Dicha extensión no alcanzará el importe 
destinado al "Fondo de Protección Integral de 
Viñedos” creado por el artículo 1% de la Ley 
N?2 16.311, de 15 de octubre de 1992. 


Del total de los ingresos por el cobro de la 
referida tasa para la sidra, se descontará un 
porcentaje a definir de acuerdo a un plan de 
trabajo y reglamentación correspondiente, des- 
tinado a la Junta Nacional de la Granja, como 
contrapartida de la labor de promoción y de- 
sarrollo que se le atribuye por la presente ley. 


Artículo 9*.— Las sidras importadas quedan 
sometidas al mismo régimen que las de 
fabricación nacional. 


Artículo 10.— La presente ley entrará en 
vigencia a los sesenta días de su publicación 
en el Diario Oficial. 


Montevideo, 26 de abril de 2000. 


Gonzalo González". 


Anexo | al 
Rep. N* 138 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca ha analizado el proyecto de ley por 
medio del cual se reglamenta todo lo atinente 
a las formas y condiciones de producción, 
elaboración, rendimientos, envasado, circula- 
ción, destilación, comercialización, importación y 
exportación de la sidra de manzana. 


A través de trece artículos, el proyecto de 
referencia pone en práctica la excelencia de un 
marco regulatorio para el proceso de elabora- 
ción de sidra de manzana; crea un ámbito 
propicio para una mayor comercialización alter- 
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nativa de importantes volúmenes de manzana 
que por sus características son inadecuados 
y/o no aptos para el consumo en fresco y, 
además, lograr la obtención de un producto 
genuino y de calidad que brinde las máximas 
garantías al consumidor. 


Corresponde destacar la amplia participación 
que se otorgó a los diversos interesados en la 
materia en las diferentes instancias de consultas 
e intercambios de ideas que se produjeron por 
parte de esta Comisión. 


En tal sentido, deberíamos mencionar las 
posiciones reflejadas por parte del Instituto 
Nacional de Vitivinicultura (INAVI), de la Junta 
Nacional de la Granja (JUNAGRA) y de la 
Asociación de Sidreros del Uruguay; por lo cual 
debemos afirmar, con plena convicción, más allá 
de las complejidades y matices obvios que se 
presentaron durante el proceso de armonización 
de intereses, que el contenido del proyecto de 
ley señalado se caracteriza por una adecuada 
equidad y se sustentan en una base de notoria 
aceptación, tanto de parte de los sectores 
productivos de la materia prima necesaria para 
la elaboración de la bebida, como de los 
industrializadores de la misma y de las institu- 
ciones del ámbito público (INAVI - JUNAGRA), 
que participaron en el proyecto referido. 


Por las razones brevemente expuestas, 
vuestra Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, aconseja al plenario la aprobación del 
adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 8 de agosto de 2000. 


Eduardo Chiesa Borda- 
handy, Miembro Informan- 
te; Ernesto Agazzi, Ricar- 
do Berois Quinteros, Ju- 
lio Cardozo Ferreira, Ri- 
cardo Falero, Gustavo 
Guarino, Guido Machado, 
Leonel Heber Sellanes. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.— Defínese como sidra al produc- 
to obtenido exclusivamente por la fermentación 
alcohólica, total o parcial de la manzana apta, 
de la pasta o mosto y/o del jugo natural de la 
misma, de acuerdo a las prácticas de elabora- 
ción y con el asesoramiento técnico que 
establezca el Instituto Nacional de Vitivinicultura. 
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Prohíbese la denominación de sidra a todo 
producto que no cumpla con la definición 
precedente. 


Artículo 2*%.— El Poder Ejecutivo con el 
asesoramiento preceptivo del Instituto Nacional 
de Vitivinicultura y de la Junta Nacional de la 
Granja, regulará todo lo atinente a las tormas 
y condiciones de producción, elaboración, ren- 
dimientos, envasado, etiquetado, circulación, 
destilación, comercialización, importación y ex- 
portación de la sidra. 


Artículo 32.— Todo lo atinente a la promo- 
ción y desarrollo de la sidra, será ejercido por 
la Junta Naciona! de la Granja. 


Artículo 42.— El Poder Ejecutivo, a propues- 
ta del Instituto Nacional de Vitivinicultura, fijará 
el rendimiento máximo que se podrá obtener de 
sidra, de la pasta o mosto y/o del jugo natural 
de la manzana, cada cien kilogramos de 
manzana. 


A tales efectos se podrán realizar durante la 
zafra elaboraciones testigos u otros tipos de 
experiencias de elaboración. 


Artículo 5% — Créase en el ámbito del 
Instituto Nacional de Vitivinicultura, una Subco- 
misión Honoraria Asesora con participación de 
los elaboradores de sidras, para el mejor 
cumplimiento de lo establecido en los artículos 
22%, 32 y 4% de la presente ley. 


Artículo 6*%.— En la reglamentación de la 
presente ley se establecerá: 


1) Las operaciones técnicas permitidas a 
realizarse en la elaboración de la sidra 
y en los posteriores procesos industria- 
les, así como los que necesiten auto- 
rización previa del Instituto Nacional de 
Vitivinicultura. 


2) Los productos que requieran autoriza- 
ción expresa para ingresar al local de 
sidrería. 


3) Los requisitos que se deban exigir a 
efectos de la circulación, envasado, 
etiquetado y procesamiento de la sidra. 


4) Las condiciones que deban cumplir a fin 
de autorizar en un mismo padrón el 
funcionamiento de una bodega y de una 
sidrería. 


5) La determinación de normas relativas a 
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composición, calidad, caracteres senso- 
riales, aptitud para el consumo, extrac- 
ción de muestras, su conservación y 
plazo de vigencia de muestras de la 
sidra. 


6) La fijación de "standard" de calidad, así 
como las condiciones de sanidad y 
calibre (tamaño), que debe reunir la 
manzana apta para la elaboración de la 
sidra, lo cual será establecido por la 
Junta Nacional de la Granja. 


Artículo 7*%— El Instituto Nacional de 
Vitivinicultura llevará un registro obligatorio de 
todas las sidrerías y de los importadores de 
sidra, debiendo los titulares de la inscripción 
hacer las declaraciones juradas y llevar la 
documentación que determine la reglamenta- 
ción. 


Artículo 8%.— Las sidras en infracción a las 
normas legales y reglamentarias serán decomi- 
sadas sin perjuicio de la multa que corresponda. 
En caso de no ser posible su decomiso, el 
infractor deberá abonar una suma equivalente al 
valor de mercado del producto al momento de 
aplicarse la sanción. 


El valor sustitutivo del comiso será reajustado 
a la fecha del pago efectivo, de acuerdo a lo 
dispuesto en el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de 
mayo de 1976. 


Artículo 9%*%— El Instituto Nacional de 
Vitivinicultura realizará las tareas de inspección 
y contralor relativas al cumplimiento de las 
normas que se dicten en la materia y, asimismo, 
determinará, aplicará y ejecutará las sanciones 
por infracciones a las normas legales y 
reglamentarias. 


Las sanciones previstas en el artículo 285 de 
la Ley N? 16.736, de 5 de enero de 1996, serán 
aplicables por el Instituto Nacional de 
Vitivinicultura, en el marco de sus competencias 
en materia de sidra. 


Artículo 10.— Se hace extensivo a la sidra 
el cobro de la tasa de promoción y control 
creada por el artículo 149 de la Ley N* 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987, en la redacción 
dada por el artículo 12 de la Ley N* 16.757, de 
26 de junio de 1996, que será recaudado por 
el Instituto Nacional de Vitivinicultura, a través 
de la expedición de las boletas de control y se 
aplicará por litro o kilo de sidra nacional o 
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importada. La tasa referida será sustitutiva de 
la tasa bromatológica que grava la sidra. 


Dicha extensión no alcanzará el importe 
destinado al Fondo de Protección Integral de 
Viñedos, creado por el artículo 1% de la Ley 
N?* 16.311, de 15 de octubre de 1992. 


Artículo 11.— Lo recaudado por el Instituto 
Nacional de Vitivinicultura, derivado de la 
aplicación de lo preceptuado por los artículos 8*, 
9? y 10 de la presente ley, será adjudicado, en 
porcentajes a determinar, al Instituto Nacional 
de Vitivinicultura y a la Junta Nacional de la 
Granja, como contrapartida de las funciones que 
la presente ley atribuye a cada uno de estos 
organismos. 


Dichos porcentajes serán fijados por el Poder 
Ejecutivo a propuesta del Instituto Nacional de 
Vitivinicultura y de la Junta Nacional de la 
Granja. 


Artículo 12.— Las sidras importadas se 
ajustarán a las normas establecidas por la 
presente ley y su reglamentación. 


Artículo 13.— La presente ley entrará en 
vigencia a los sesenta días de su publicación 
en el Diario Oficial. 


Sala de la Comisión, 8 de agosto de 2000. 


Eduardo Chiesa Borda- 
handy, Miembro Informan- 
te; Ernesto Agazzi, Ricar- 
do Berois Quinteros, Ju- 
lio Cardozo Ferreira, Ri- 
cardo Falero, Gustavo 
Guarino, Guido Machado, 
Leonel Heber Sellanes". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Chiesa Bordahandy. 


SEÑOR CHIESA BORDAHANDY.— Señor 
Presidente: la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca ha analizado el proyecto de ley 
mediante el que se reglamenta todo lo atinente 
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a las formas y condiciones de producción, 
elaboración, rendimientos, envasado, circula- 
ción, destilación, comercialización, importación y 
exportación de la sidra. 

A través de trece artículos, el proyecto de 
referencia pone en práctica la excelencia de un 
marco regulatorio para el proceso de elabora- 
ción de sidra, crea un ámbito para una mejor 
comercialización alternativa de la producción de 
manzana y, además, apunta a brindar al 
consumidor un producto genuino de excelente 
calidad. 

La Comisión contó con la participación de 
distintos organismos vinculados a este sector 
como, por ejemplo, la Junta Nacional de la 
Granja -integrada, precisamente, por producto- 
res frutícolas-, representantes de la industria, 
INAVI, Asociación de Sidreros del Uruguay, así 
como de los Ministerios de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca y de Economía y Finanzas, que 
son los dos organismos que tendrán injerencia 
en esto a través de esta iniciativa. De este 
modo, logró realizar un muy buen intercambio 
de opiniones al escuchar las inquietudes 
planteadas por los distintos sectores. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Michelini) 


— Por lo tanto, mediante esta armonización de 
intereses, el contenido de este proyecto de ley 
fue notoriamente aceptado por las distintas 
partes. 

Dado que esta iniciativa fue aprobada por 
unanimidad en la Comisión, aconsejamos a la 
Cámara su aprobación. 

Muchas gracias. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: el proyecto de ley a consideración de 
la Cámara, sobre las tormas y condiciones de 
producción y elaboración de la sidra asegura al 
productor y al consumidor final el resultado 
natural de la manzana. 

Creo que esto es muy importante. 

Se establece, además, la fiscalización a 
través del Instituto Nacional de Vitivinicultura. Si 
bien no se trata de una actividad directamente 
relacionada con la vitivinicultura, existe una 
conexión porque muchos de los fabricantes 
están vinculados a ese sector y utilizan fos 
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mismos equipos y locales. Como muy bien decía 
el señor Diputado Chiesa Bordahandy, también 
se da participación a la Junta Nacional de la 
Granja, en cuanto a la promoción del producto. 

Quiere decir que hay un estado de respon- 
sabilidad compartida entre los diferentes acto- 
res. En la Comisión recibimos la visita de la 
Asociación de Sidreros, escuchamos su opinión, 
y es de rescatar que por el artículo 5% del 
proyecto de ley se crea una Subcomisión 
Honoraria Asesora, en la que participan los 
elaboradores de sidra. En definitiva, esta 
posibilidad que nos solicitaron los sidreros ha 
sido contemplada -en un principio no figuraba 
en la iniciativa- a través de la creación de esa 
Subcomisión especial. 

También se define qué es la sidra y, en 
definitiva, debemos tener en cuenta que lo que 
se busca es la defensa del consumidor. Estamos 
defendiendo el producto. Es un tema que se 
reitera en relación a otras mercaderías. Exigir 
el cumplimiento de ciertas obligaciones para su 
elaboración no se debe entender como barrera 
o como la colocación de obstáculos en perjuicio 
de aquel que hace de esto su forma de vida. 
Por el contrario, creo que al establecer 
determinadas exigencias estamos defendiendo 
la calidad del producto y, por lo tanto, también 
su permanencia y crecimiento en el mercado. 

Esa es la base fundamental de este proyecto 
de ley. No se debe entender que estamos 
estableciendo una limitación a los que están 
viviendo de esto, sino que, por el contrario, se 
tiende a mejorar la calidad del producto, que es 
lo que va a hacer que éste perdure. 

También me parece importante establecer 
que, aparentemente -carecemos de la informa- 
ción-, la Ley de Desmonopolización de Alcoholes 
aprobada durante la Legislatura pasada carece 
de reglamentación, hecho que nos preocupa y 
acerca del cual surgieron algunas dudas a nivel 
de la Comisión; inclusive formulé un pedido de 
informes al respecto. De la visita que los 
sidreros hicieron a la Comisión surgió que la 
venta libre de alcohol podría provocar un 
perjuicio. En consecuencia, parecería importante 
hacer un seguimiento del destino del alcohol. Se 
podría determinar que algún organismo realice 
el control y el registro de la adquisición y el 
destino del alcohol; adónde fue y quién lo usó. 

Lo que no sabemos con certeza es si existe 
una reglamentación de la desmonopolización de 
alcoholes, porque esto que planteo debería 
surgir, precisamente, de dicha reglamentación. 

Esta preocupación surgió en la Comisión 
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-figura en la versión taquigráfica de la sesión a 
la que asistieron los sidreros- y me parecía 
importante traerla a colación en el día de hoy, 
cuando se va a poner a votación esta iniciativa. 

Por lo expuesto, con mucho gusto vamos a 
votar en forma afirmativa este proyecto de ley. 
Me parece que este tipo de reglamentación hace 
muy bien a la calidad del producto y a la defensa 
del consumidor, apuntando a eso que todos 
queremos, que es la excelencia y la calidad de 
este subproducto de la manzana, de importante 
comercialización. 


SEÑOR AGAZZI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: en 
primer lugar, queremos destacar el clima de 
trabajo en el que se discutió y aprobó este 
proyecto de ley, tanto entre los integrantes de 
la Comisión, pertenecientes a distintos partidos 
políticos, como con las distintas instituciones a 
las que consultamos a efectos de recibir 
aportes. Consideramos que esta iniciativa es un 
buen ejemplo de lo positivo que es tener en 
cuenta la opinión de los actores involucrados, 
porque si uno se limita a consultar solamente 
a algunos, siempre le queda alguna punta, lo 
que es complementado cuando participa otra 
delegación. 

Es la primera vez que en la legislación 
nacional se establece qué es la sidra, de donde 
radica la importancia de la aprobación de este 
proyecto de ley. En realidad, el problema que 
existe en la actualidad es que, bajo el nombre 
de sidra, se vende una serie de bebidas que no 
concuerdan con la definición establecida, que es 
la de un producto natural elaborado a partir de 
la manzana. Como nos dijeron los propios 
sidreros, hoy si se tiene un pequeño local, 
alcohol, azúcar, un poco de esencia y un 
colorante se hace una bebida que se vende 
como sidra y, de hecho, pasa a ser la champaña 
de los pobres, como se le conoce normalmente. 

Se discutió si el proyecto de ley se iba a 
referir sólo a la sidra o también a otros 
subproductos de la manzana -este fruto tiene 
diversidad muy grande de subproductos- y 
acordamos hacerlo exclusivamente con la sidra, 
porque los demás subproductos son de natura- 
leza distinta; algunos se obtienen por medios 
químicos, otros por medios físicos, por lo que 
no correspondía que fueran incluidos. 

Era unánime el pedido de los productores 


«que trabajan honestamente para obtener un 
producto de calidad- de detender su trabajo a 
través de una denominación definida por la ley. 
Con esto se evita la competencia desleal que 
en este momento permite la desregulación del 
mercado o, mejor dicho, el vacío de definiciones 
existente, que no es lo mismo; aquí hay 
simplemente un vacío. 

También es importante señalar que el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
hablando del funcionamiento agropecuario del 
país, dijo que había muchas instituciones 
sueltas, cada una con su fuente de financiamiento 
y con cometidos fijados por ley o decreto, que 
en conjunto no componen un todo que pueda 
conformar la política agropecuaria nacional. Esto 
preocupa al señor Ministro y creo que es una 
preocupación compartida por quienes integra- 
mos la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 

En este caso, un tema que estuvo en 
discusión fue si había que crear una institución 
más para respetar a los industriales de la sidra 
y a los productores de manzana; una especie 
de Instituto Nacional de la Sidra, o algo así. Me 
parece que la solución que encontramos 
-después de consultar a todos los actores y 
haberlo discutido entre nosotros- es la adecua- 
da, porque no inventamos ninguna institución. 
La institucionalidad del país debe surgir de los 
hechos, del trabajo, de la importancia de los 
temas considerados. Hay temáticas, como la que 
interesa al INAVI, que justifican la existencia de 
una institución; lo mismo ocurre en el caso de 
la investigación agropecuaria, que justifica la 
presencia del INIA. Pero en este caso concreto, 
nos pareció sabio que se estructurara en el 
marco del INAVI una Comisión Asesora Hono- 
raria, en la que los distintos actores pudieran 
volcar sus puntos de vista antes de que se 
tomaran decisiones que tienen que ver con su 
trabajo y con su resultado. 

Los aspectos económicos de la producción de 
sidra también van en ese sentido. La forma de 
instrumentar la tasa de promoción y control que 
plantea esta iniciativa, con un instituto encarga- 
do de la promoción y otro del control, deja 
librado a que se haga la distribución de acuerdo 
con lo que la práctica nos vaya mostrando. 

Creemos que es una ley necesaria, que 
introduce una mejora en esta área y defiende 
los intereses de los productores y de los 
consumidores. Es por estas razones que la 
vamos a votar en forma afirmativa. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota) 


— Cuarenta y seis por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee) 

— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta por la afirmativa: Afirmativa. 


Unanimidad. 
Léase el artículo 22. 


SEÑOR DA SILVA.— Mociono para que se 
suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini), — Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en cincuenta y uno: 
Afirmativa. 


(Puestos en consideración los artículos 2% a 
7%, inclusive, y no haciéndose uso de la 
palabra, son votados sucesivamente, procla- 
mándose por la Mesa los siguientes resulta- 
dos: 


Artículo 22%— Cuarenta y nueve en cin- 
cuenta y uno: Afirmativa. 


Artículo 32%.— Cincuenta en cincuenta y 
dos: Afirmativa. 


Artículo 42.— Cincuenta y uno en cincuen- 
la y dos: Afirmativa. 


Artículo 5*%.— Cincuenta y uno en cincuen- 
ta y tres: Afirmativa. 


Artículo 6%— Cincuenta y cuatro en 
cincuenta y cinco: Afirmativa. 


Artículo 7%.— Cincuenta y cinco por la 
afirmativa: Afirmativa. Unanimidad. 
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SEÑOR AGAZZI.— 
fundar el voto. 


Pido la palabra para 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: a 
efectos del control de calidad, el artículo 72 que 
acabamos de votar establece que el INAVI 
llevará un registro obligatorio de todas las 
sidrerías. Precisamente, ésa era la idea original 
del proyecto de ley: que se llevara un registro 
de las sidrerías y de la producción de sidras. 
Ahora bien: como también se venden sidras 
importadas, agregamos que se llevará un 
registro obligatorio de los importadores de sidra. 

El artículo 7% establece una igualdad de 
condiciones en los registros y en los controles 
de la bebida. Esto se refiere a la calidad del 
producto y a los controles de esa calidad. En 
este proyecto de ley no incluimos ningún artículo 
que tenga que ver con la política comercial de 
la sidra; los criterios de política comercial son 
tan válidos para la sidra como para las 
hortalizas o cualquier otro producto. Aquí no hay 
ningún artículo que tenga que ver con controlar 
o facilitar la importación de productos. Creemos 
que eso es materia de regulación del comercio 
interno o de las importaciones, que no tiene que 
ver con este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— En dis- 
cusión el artículo 8*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en cincuenta y cinco: 
Afirmativa. 


En discusión el artículo 9*. 
SEÑOR GIL SOLARES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Señor Presidente: 
me pregunto, si las sidras importadas quedan 
sometidas al mismo régimen que las de 
fabricación nacional, ¿cómo defendemos nuestra 
producción? 


SEÑOR CHIESA BORDAHANDY.— Pido la 
palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR CHIESA BORDAHANDY.— Señor 
Presidente: precisamente, al establecer el mis- 
mo régimen para las sidras importadas estamos 
protegiendo la producción nacional. Eso es muy 
importante; en definitiva, permite una mejor 
comercialización -como decía el señor Diputado 
Berois Quinteros- y asegura al productor 
granjero de manzanas del Uruguay la colocación 
de su producción en la industria. El señor 
Diputado Agazzi manifestaba que, actualmente, 
se consume mucha sidra que no es un producto 
natural, genuino, lo que en definitiva produce 
efectos complicados y está haciendo estragos 
en ta producción de manzanas. 

Por lo tanto, a través de este régimen 
aseguramos al productor la colocación de su 
producción y la obtención de un producto de 
fermentación natural de manzana y al consumi- 
dor, tener ese producto natural en su mesa. 

Protegemos la sidra estableciendo las mis- 
mas exigencias de calidad que debe cumplir un 
producto que ingresa del exterior; de esta forma, 
no perjudica la producción nacional. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Señor Presidente: 
me parece que la solución debe pasar por lo 
impositivo. Si tratamos de igual manera al 
productor extranjero que al nacional, no estable- 
cemos diferencias que favorezcan la elaboración 
y el consumo de productos uruguayos. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: es 
muy válida la preocupación del señor Diputado 
Gil Solares. Uno piensa un poquito en voz alta; 
nuestro país está inmerso en un marco de 
integración regional y está en contacto con el 
mundo. Definitivamente, fue teniendo en cuenta 
ese proceso que la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca aprobó de manera unánime 
la regulación de la sidra. 

La mejor manera de proteger a nuestros 
productores es darles, en este caso en que 
tenemos ventajas comparativas, las mismas 
posibilidades. Y nos vamos a dar cuenta de que, 
como ha sido característico, nuestros producto- 


res de manzana tendrán su propio mercado y 
no se van a enfrentar a ningún tipo de 
problemas. 

¡Buena cosa hace el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca al no inmiscuirse en asuntos 
que van por otros carriles, como la integración 
regional y lo que tiene que ver con la 
Organización Mundial de Comercio! 

Entiendo la preocupación del señor Diputado 
Gil Solares pero, humildemente, creo que no 
corresponde en el tratamiento de este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
9?. 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y dos: Afirmativa. 


En discusión el artículo 10. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 

(Se vota) 
— Cincuenta y uno en cincuenta y dos: 
Afirmativa. 

En discusión el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 

(Se vota) 
— Cincuenta y uno en cincuenta y dos: 


Afirmativa. 
En discusión el artículo 12. 
SEÑOR AGAZZ!.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AGAZZI.— Señor Presidente: este 
artículo contiene una referencia importante con 
respecto a lo que recién discutíamos acerca de 
las importaciones. 

Lo que ha sucedido a raíz de la liberalización 
comercial, y más con los alcoholes de boca que 
con este tipo de bebida, es que sobre todo 
desde Brasil ingresan bebidas de menor calidad 
que las nuestras. De modo que al definir la sidra 
y señalar que las importadas se ajustarán a las 
normas establecidas en el proyecto de ley 
contamos con un mecanismo de protección de 
la calidad de lo que consumen los uruguayos y 
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de los que producen sidras de buena calidad. 
Quiere decir que, en el marco de la integración 
comercial, una manera de defender nuestra 
producción es establecer criterios de calidad. 
Menciono esto porque en la producción urugua- 
ya en general, y en el caso de la sidra en 
particular, es corriente que se produzcan 
bebidas de muy buena calidad. 

La apertura de mercados sin ningún control 
hace que nuestras buenas producciones compi- 
tan con productos de mala calidad que vienen 
de otros lugares y están fabricados más a base 
de azúcar que de manzana. 

En definitiva, creo que este artículo atiende 
las inquietudes que recién se planteaban. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artícu- 
lo 12. 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y uno: Afirmativa. 
En discusión el artículo 13. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cuarenta y ocho en cincuenta: Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto y se comunicará 
al Senado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— ¡Qué se 
comunique de inmediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y uno: Afirmativa. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado) 


22.-— Integración de Comisio- 
nes 


— Dese cuenta de la integración de Comisiones. 
(Se lee:) 


"El señor Representante José María Mieres 
sustituirá a la señora Representante Alejandra 
Rivero Saralegui como miembro en la Comisión 
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Especial con fines de diagnóstico sobre las 
situaciones de pobreza". 


23.— Acuerdo sobre Privile- 
gios e Inmunidades del 
Tribunal Internacional 
de "Derecho del Mar. 
(Aprobación) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
cuarto término del orden del día: "Acuerdo sobre 
Privilegios e Inmunidades del Tribunal Interna- 
cional de Derecho del Mar. (Aprobación)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 193 


“PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Defensa Nacional 


Montevideo, 23 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo, de conformidad con el artículo 
168, numeral 20 de la Constitución de la 
República, a fin de reiterar el Mensaje de fecha 
6 de febrero de 1998 que se adjunta, por el cual 
se solicita la aprobación parlamentaria del 
Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades del 
Tribunal Internacional de Derecho del Mar, 
adoptado el 23 de mayo de 1997 en la VII 
Reunión de los Estados Partes de la Convención 
de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
de fecha 10 de diciembre de 1982. 


Ai continuar en vigencia para los intereses y 
el prestigio internacional de la República los 
fundamentos que en su oportunidad ameritaron 
su envío, el Poder Ejecutivo se permite solicitar 
a ese Cuerpo la pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JORGE BATLLE 
Didier 
Brezzo. 


IBAÑEZ, 
Opertti, Luis 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase el Acuerdo 
sobre Privilegios e inmunidades del Tribunal 
internacional de Derecho del Mar, adoptado el 
23 de mayo de 1997 en la VII Reunión de los 
Estados Partes de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 
fecha 10 de diciembre de 1982. 


Montevideo, 23 de mayo de 2000. 


Didier Opertti, Luis Brezzo. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 6 de febrero de 1998. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo a fin de someter a su conside- 
ración, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 168 numeral 20 de la Constitución de 
la República, el adjunto proyecto de ley por el 
cual se aprueba el Acuerdo sobre Privilegios e 
inmunidades del Tribunal Internacional del 
Derecho del Mar, adoptado el 23 de mayo de 
1997 en la VIl Reunión de los Estados Partes 
de la Convención de Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982. 


El Acuerdo que nos ocupa representa un 
decidido desarrollo de las disposiciones del 
Estatuto del Tribunal Internacional del Derecho 
del Mar contenido en el Anexo VI de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar, en particular de su artículo 10, 
en lo atinente al goce de privilegios e 
inmunidades de los miembros del mismo, de 
quienes intervengan en las actuaciones, y de los 
funcionarios del Tribunal. Se destaca el interés 
de los Estados Partes en adoptar este Acuerdo 
a efectos de garantizar el reconocimiento y 
observancia en el territorio de cada uno de ellos, 
de la capacidad jurídica, los privilegios y las 
inmunidades que sean necesarios para el 
ejercicio de sus funciones. 


Además de reconocer la personalidad jurídica 
del Tribunal, el Acuerdo versa sobre aspectos 
relevantes a esta entidad en respaldo al 


ejercicio de sus funciones, refiriéndose entre 
otros a la inviolabilidad de sus locales, el 
pabellón y emblema de la institución, las 
inmunidades del Tribunal y sus bienes, haberes 
y fondos, sus archivos, el ejercicio de sus 
funciones fuera de su sede, las comunicaciones 
y la exención o reembolso, según el caso, de 
impuestos, derechos de aduana y restricciones 
monetarias, y a la importación o exportación de 
bienes. 


Referente a los miembros del Tribunal, el 
Acuerdo detalla el alcance de sus privilegios, 
inmunidades, facilidades y prerrogativas, asimi- 
lados en este sentido a los jefes de misiones 
diplomáticas con arreglo a la Convención de 
Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. 
Dichas prerrogativas se extienden a los miem- 
bros que, manteniéndose a disposición del 
Tribunal, residan en un país distinto al de su 
nacionalidad o residencia permanente. Asimismo 
se garantiza que seguirán gozando de inmuni- 
dad judicial respecto de las declaraciones que 
hayan efectuado verbalmente o por escrito y los 
actos que hayan realizado en el desempeño de 
sus funciones aun cuando ya no sean miembros 
del Tribunal o no presten servicios en él. 


Para los funcionarios del Tribunal, el Acuerdo 
garantiza al Secretario, el goce de privilegios, 
inmunidades y facilidades diplomáticas mientras 
se halle en ejercicio de sus funciones, y a los 
demás funcionarios del Tribunal en el país en 
que se encuentren por asuntos del Tribunal o 
en el país que atraviesen con tal fin, los 
privilegios, inmunidades y facilidades necesarios 
para el ejercicio independiente de sus funciones. 


En cuanto a los expertos nombrados de 
conformidad con el artículo 289 de la Conven- 
ción del Derecho del Mar, el Acuerdo reconoce 
los privilegios, inmunidades y facilidades que 
deben gozar para el ejercicio independiente de 
sus funciones durante el período de su misión, 
incluyendo el tiempo necesario para realizar los 
viajes relacionados con ella. Similar trato se 
concede a los agentes, consejeros y abogados 
habilitados para comparecer ante el Tribunal, 
refiriéndose por otra parte a las garantías 
mínimas que se acordarán a testigos, expertos 
y personas que se hallen en misión por 
disposición del Tribunal. El Acuerdo también 
limita el alcance de los privilegios e inmunidades 
para las personas que sean nacionales o 
residentes permanentes en el territorio de su 
propio Estado Parte, a la inmunidad de 
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jurisdicción y la inviolabilidad respecto de las 
declaraciones y actos realizados en el desem- 
peño de sus funciones. 


Es de destacar que el Acuerdo establece la 
obligación por parte de todas las personas a que 
refiere el mismo, de respetar las leyes y 
reglamentos del Estado Parte en cuyo territorio 
ejerzan sus funciones oficiales o por cuyo 
territorio deban pasar en ejercicio de esas 


funciones, así como la obligación de no 
inmiscuirse en los asuntos internos de ese 
Estado. 


El Acuerdo refiere también a la forma en que 
se deberá proceder para renunciar a las 
inmunidades, para el caso en que esa inmunidad 
pueda obstaculizar el curso de la justicia. 


Se requiere la cooperación de los Estados 
Partes a fin de garantizar la fluidez necesaria 
en la tramitación de documentación de viaje de 
las personas comprendidas en el Acuerdo, su 
libre circulación, y la seguridad y mantenimiento 
del orden público en coordinación con las 
autoridades del Tribunal, sin perjuicio del 
cumplimiento de otras disposiciones derivadas 
de acuerdos especiales sobre la materia cele- 
brados entre el Estado Parte y el Tribunal. 


Ante la eventualidad de una controversia 
derivada de contratos o referida a cuestiones de 
derecho privado en que el Tribunal sea parte, 
o que se refiera a las personas mencionadas en 
el Acuerdo que en función de su cargo gocen 
de inmunidad; el Tribunal tomará las disposicio- 
nes del caso para su arreglo satisfactorio. De 
igual forma, ante controversias relativas a la 
interpretación o aplicación del Acuerdo se 
deberá recurrir a un tribunal arbitral, a menos 
que las Partes convengan en otra forma de 
arreglo, previéndose un procedimiento especial 
para controversias entre el Tribunal y un Estado 
Parte que no se hubiera resuelto por consultas, 
negociación u otro medio convenido de arreglo. 


Se prevé la entrada en vigor del Acuerdo a 
los treinta días después de la fecha en que sea 
depositado el décimo instrumento de ratificación 
o adhesión en la Secretaría General de las 
Naciones Unidas. 


Finalmente, cabe destacar la posibilidad de 
la aplicación especial del Acuerdo a todo Estado 
que sea Parte en una controversia sometida al 
Tribunal y que no sea Parte del Acuerdo, para 
lo cual se hará Parte del mismo mediante el 
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depósito de un instrumento de aceptación, 
exclusivamente a los fines de la causa y 
mientras dure la controversia. 


En virtud de lo expuesto, el Poder Ejecutivo 
solicita de ese Cuerpo la aprobación parlamen- 
taria correspondiente. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JULIO MARIA SANGUINE- 
TTI, Didier Opertti, Luis 
Hierro López. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase el "Acuerdo 
sobre los Privilegios e Inmunidades del Tribunal 
internacional del Derecho del Mar”, adoptado el 
23 de mayo de 1997 en la VIl Reunión de los 
Estados Partes de la Convención de Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de 
diciembre de 1982. 


Montevideo, 6 de febrero de 1998. 


Didier Opertti, Luls Hierro 
López. 


TEXTO DEL ACUERDO 
Los Estados Partes en el presente Acuerdo. 


Considerando que la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
estableció el Tribunal Internacional del Derecho 
del Mar. 


Reconociendo que el Tribunal debería gozar, 
en el territorio de cada uno de los Estados 
Partes, de la capacidad jurídica, los privilegios 
y las inmunidades que sean necesarios para el 
ejercicio de sus funciones, 


Recordando que, según el artículo 10 del 
Estatuto del Tribunal, en el ejercicio de las 
funciones del cargo los miembros del Tribunal 
gozarán de privilegios e inmunidades diplomá- 
ticos, 


Reconociendo que quienes intervengan en las 
actuaciones y los funcionarios del Tribunal 
deben gozar de los privilegios e inmunidades 
que sean necesarios para el ejercicio indepen- 
diente de sus funciones en relación con el 
Tribunal. 
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Han convenido en lo siguiente: 


Artículo 1 


Términos empleados 
A los efectos del presente Acuerdo: 


a) Por "Convención" se entenderá la Conven- 
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar de 10 de diciembre de 1982; 


b) Por "Estatuto" se entenderá el Estatuto del 
Tribunal Internacional del Derecho del Mar, 
contenido en el anexo VI de la Convención; 


c) Por "Estados Partes” se entenderá los 
Estados Partes en el presente Acuerdo; 


d) Por "Tribunal" se entenderá el Tribunal 
Internacional del Derecho del Mar; 


e) Por "miembro del Tribunal” se entenderá 
un miembro elegido del Tribunal o la persona 
designada con arreglo al artículo 17, del 
Estatuto a los efectos de una causa determina- 
da; 


f) Por "Secretario" se entenderá el Secretario . 


del Tribunal y todo funcionario del Tribunal que 
desempeñe esa función; 


g) Por "funcionarios del Tribunal" se enten- 
derán el Secretario y demás miembros del 
personal de la Secretaría; 


h) Por "Convención de Viena" se entenderá 
la Convención de Viena sobre relaciones 
diplomáticas, de 18 de abril de 1961. 


Artículo 2 
Personalidad jurídica del Tribunal 


El Tribunal tendrá personalidad jurídica y 
podrá: 


a) Celebrar contratos; 


b) Adquirir y enajenar bienes muebles e 
inmuebles; 


c) Entablar acciones judiciales. 


Artículo 3 
Inviolabilidad de los locales del Tribunal 


Los locales del Tribunal serán inviolables, 
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con sujeción a las condiciones que se acuerden 
con el Estado Parte de que se trate. 


Artículo 4 


Pabellón y Emblema 


El Tribunal tendrá derecho a enarbolar su 
pabellón y exhibir su emblema en sus locales 
y en los vehículos que utilice con fines oficia- 
les. 


Artículo 5 


Inmunidad del Tribunal y de sus bienes, 
haberes y fondos 


1. El Tribunal gozará de inmunidad de 
jurisdicción y de ejecución, salvo en la medida 
en que renuncie expresamente a ella en un caso 
determinado. Se entenderá, sin embargo, que 
esa renuncia no será aplicable a ninguna medida 
ejecutoria. 


2. Los bienes, haberes y fondos del Tribunal, 
dondequiera que se encuentren y en poder de 
quienquiera que se hallen, gozarán de inmuni- 
dad contra allanamiento, requisición, confisca- 
ción, embargo y expropiación y contra toda 
forma de interferencia, ya sea de carácter 
ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo. 


3. Los bienes y haberes del Tribunal estarán 
exentos de restricciones, reglamentaciones, 
controles y moratorias de toda índole en la 
medida en que ello sea necesario para el 
desempeño de sus funciones. 


4. El Tribunal contratará seguros de respon- 
sabilidad civil en relación con los vehículos que 
sean de su propiedad o que utilice conforme lo 
exijan las leyes y los reglamentos del Estado en 
cuyo territorio se utilicen esos vehículos. 


Artículo 6 
Archivos 


Los archivos del Tribunal y todos los 
documentos que le pertenezcan o tenga bajo su 
custodia serán inviolables dondequiera que se 
encuentren. El Estado Parte en el que estén 
ubicados los archivos será informado de la 
ubicación de esos archivos y de los documen- 
tos. 
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Artículo 7 


Ejercicio de las funciones del Tribunal fuera 
de la Sede 


El Tribunal, en los casos en que considere 
conveniente reunirse o ejercer en alguna otra 
forma sus funciones fuera de su sede, podrá 
concertar con el Estado de que se trate un 
acuerdo relativo a los servicios e instalaciones 
necesarios para esos efectos. 


Artículo 8 


Comunicaciones 


1. A los efectos de sus comunicaciones y 
correspondencia oficiales, el Tribunal gozará en 
el territorio de cada Estado Parte en la medida 
en que ello sea compatible con las obligaciones 
internacionales de ese Estado, de un trato no 
menos favorable que el que el Estado Parte 
conceda a cualquier organización interguberna- 
mental o misión diplomática en materia de 
prioridades, tarifas e impuestos aplicables a la 
correspondencia y a las diversas formas de 
comunicación y correspondencia. 


2. El Tribunal podrá utilizar todos los medios 
apropiados de comunicación y emplear claves o 
cifras en sus comunicaciones o correspondencia 
oficiales. La correspondencia y las comunicacio- 
nes oficiales del Tribunal serán inviolables. 


3. El Tribunal podrá despachar y recibir 
correspondencia y otros materiales o comunica- 
ciones por correo o valija, los cuales gozarán 
de los mismos privilegios, inmunidades y 
facilidades que los concedidos a los correos y 
las valijas diplomáticos. 


Artículo 9 


Exención de impuestos, derechos de aduana 
y restricciones de importación o exportación 


1. El Tribunal, sus haberes, ingresos y otros 
bienes, así como sus operaciones y transaccio- 
nes, estarán exentos de toda contribución di- 
recta; se entiende, sin embargo, que el Tribunal 
no podrá reclamar exención alguna por concepto 
de tasas que constituyan la remuneración de 
servicios públicos prestados. 


2. El Tribunal estará exento de todo derecho 
de aduana, impuesto sobre la cifra de negocios, 
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prohibición o restricción respecto de los artícu- 
los que importe o exporte para su uso oficial. 


3. Los artículos que se importen o adquieran 
libres de derechos no serán vendidos ni 
enajenados en el país donde sean importados 
sino conforme a las condiciones que se 
acuerden con el Gobierno de ese Estado Parte. 
El Tribunal también estará exento de todo 
derecho de aduana, impuesto sobre la cifra de 
negocios, prohibición o restricción respecto de 
la importación y explotación de sus publicacio- 
nes. 


Artículo 10 


Reembolso de derechos o impuestos 


1. El Tribunal, por regla general, no recla- 
mará la exención de los derechos e impuestos 
incluidos en el precio de bienes muebles o 
inmuebles ni de los derechos pagados por 
servicios prestados. Sin embargo, cuando el 
Tribunal efectúe compras importantes de bienes 
y artículos o servicios destinados a uso oficial 
y gravados oO gravables con derechos O 
impuestos, los Estados Parte tomarán las 
disposiciones administrativas del caso para la 
exención de esos gravámenes o el reembolso 
del monto del derecho o impuesto pagado. 


2. Los artículos comprados que estén sujetos 
a exención o reembolso no se venderán ni 
enajenarán en ninguna otra forma, salvo de 
conformidad con las condiciones establecidas 
por el Estado Parte que haya concedido la 
exención o el reembolso. No se concederán 
exenciones ni reembolsos respecto de las tarifas 
de los servicios públicos suministrados al 
Tribunal. 


Artículo 11 


impuestos 


1. Los sueldos, emolumentos y prestaciones 
que perciban los miembros y los demás 
funcionarios del Tribunal estarán exentos de 
toda clase de impuestos. 


2. Cuando la aplicación de un impuesto de 
cualquier índole dependa de la residencia, los 
períodos durante los cuales esos miembros o 
funcionarios permanezcan en un Estado a fin de 
desempeñar sus funciones no serán considera- 
dos períodos de residencia si dichos miembros 
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o funcionarios gozan de privilegios, inmunidades 
y facilidades diplomáticas. 


3. Los Estados Partes no estarán obligados 
a eximir del impuesto sobre la renta las 
pensiones o las rentas vitalicias que perciban 
los ex miembros y los ex funcionarios del 
Tribunal. 


Artículo 12 


Fondos y exención de restricciones moneta- 
rias 


1. El Tribunal no quedará sometido a contro- 
les, reglamentos o moratorias financieras de 
índole alguna en el desempeño de sus funciones 
y podrá: 


a) Tener fondos, divisas de cualquier tipo u 
oro y cuentas en cualquier moneda; 


b) Transferir sus fondos, oro o sus divisas de 
un país a otro o dentro de un país y convertir 
a cualesquiera otras las monedas que tenga en 
su poder; 


c) Recibir, tener, negociar, transferir o con- 
vertir bonos u otros títulos financieros o realizar 
cualquier transacción con ellos. 


2. En el ejercicio de sus derechos conforme 
al párrafo 1, el Tribunal, tendrá debidamente en 
cuenta las observaciones que le haga un Estado 
Parte, en la medida en que pueda hacerlo sin 
desmedro de sus intereses. 


Artículo 13 
Miembros del Tribunal 


1. Los miembros del Tribunal, mientras se 
encuentren en el ejercicio de sus funciones, 
gozarán de los privilegios, inmunidades, facili- 
dades y prerrogativas que se otorguen a los 
jetes de misiones diplomáticas con arreglo a la 
Convención de Viena. 


2. Los miembros del Tribunal y los familiares 
que formen parte de sus hogares recibirán todas 
las facilidades para salir del país en que se 
encuentren y para entrar al país donde el 
Tribunal se reúna. En el curso de los viajes que 
hagan en el ejercicio de sus funciones gozarán, 
en todos los países por los que tengan que 
pasar, de tos privilegios, inmunidades y facilida- 
des que se conceden en ellos a los agentes 
diplomáticos en circunstancias similares. 


3. Los miembros del Tribunal que, para 
mantenerse a disposición del Tribunal, estén 
residiendo en un país distinto del de su 
nacionalidad o residencia permanente, gozarán, 
junto con los familiares que formen parte de sus 
hogares, de privilegios, inmunidades y facilida- 
des diplomáticas mientras residan en ese país. 


4. Los miembros del Tribunal, así como los 
familiares que formen parte de sus hogares, 
tendrán en épocas de crisis internacional las 
mismas facilidades de repatriación que se 
acuerden a los agentes diplomáticos con arreglo 
a la Convención de Viena. 


5. Los miembros del Tribunal contratarán 
seguros de responsabilidad civil en relación con 
los vehículos que sean de su propiedad o que 
utilicen conforme lo exijan las leyes y los 
reglamentos del Estado en cuyo territorio se 
utilicen esos vehículos. 


6. Los párrafos 1 a 5 del presente artículo 
serán aplicables a los miembros del Tribunal 
incluso después de haber sido reemplazados si 
siguen ejerciendo sus funciones con arreglo a 
lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 5 del 
Estatuto. 


7. Los miembros del Tribunal, a los efectos 
de su completa libertad de expresión e indepen- 
dencia en el desempeño de su cometido, 
seguirán gozando de inmunidad judicial respecto 
a las declaraciones que hayan formulado 
verbalmente o por escrito y los actos que hayan 
realizado en desempeño de sus funciones aun 
cuando ya no sean miembros del Tribunal o no 
presten servicios en él. 


Artículo 14 
Funcionarios 


1. El Secretario, gozará, mientras se halle en 
ejercicio de sus funciones, de privilegios, 
inmunidades y facilidades diplomáticos. 


2. Los demás funcionarios del Tribunal goza- 
rán, en el país donde se encuentren por asuntos 
del Tribunal o en el país que atraviesen con tal 
fin, de los privilegios, inmunidades y facilidades 
que sean necesarios para el ejercicio indepen- 
diente de sus funciones. En particular: 


a) Gozarán de inmunidad contra toda forma 
de arresto o detención y contra la incautación 
de su equipaje personal; 
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b) Tendrán derecho a importar, libres de 
derechos, sus muebles y efectos en el momento 
en que ocupen su cargo en el país de que se 
trate y a exportar a su país de residencia 
permanente, libres de derechos, esos muebles 
y efectos; 


c) Estarán exentos de la inspección de su 
equipaje personal, a menos que haya fundadas 
razones para creer que el equipaje contiene 
artículos que no están destinados al uso 
personal o cuya importación o exportación esté 
prohibida por la ley o sometida a control por las 
normas de cuarentena del Estado Parte de que 
se trate, en tal caso, se hará una inspección en 
presencia del funcionario; 


d) Gozarán de inmunidad judicial de toda 
índole respecto de las declaraciones que 
formulen verbalmente o por escrito y los actos 
que realicen en el ejercicio de sus funciones; 
esta inmunidad subsistirá incluso después de 
que haya cesado en el ejercicio de sus 
funciones; 


e) Estarán exentos de la obligación de 
prestar cualquier servicio de carácter nacional; 


f) Junto con los miembros de su familia que 
forman parte de sus hogares, estarán exentos 
de las restricciones en materia de inmigración 
y las formalidades de registro de extranjeros; 


g) Tendrán las mismas facilidades cambiarias 
que los funcionarios de categoría equivalente 
pertenecientes a las misiones diplomáticas 
acreditadas ante el gobierno de que se trate; 


h) Junto con los miembros de su familia que 
forman parte de sus hogares, tendrán, en época 
de crisis internacional, las mismas facilidades de 
repatriación reconocidas a los enviados diplomá- 
ticos con arreglo a la Convención de Viena; 


3. Los funcionarios del Tribunal contratarán 
seguros de responsabilidad civil en relación con 
los vehículos de su propiedad o que utilicen 
conforme lo exijan las leyes y los reglamentos 
del Estado en cuyo territorio se utilicen esos 
vehículos. 


4. El Tribunal comunicará a todos los Esta- 
dos Parte las categorías de funcionarios a 
quienes serán aplicables las disposiciones del 
presente artículo. Los nombres de los funciona- 
rios comprendidos en ellas serán comunicados 
periódicamente a todos los Estados Parte. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 63 


Artículo 15 


Expertos nombrados de conformidad con el 
artículo 289 de la Convención 


Los expertos nombrados de conformidad con 
el artículo 289 de la Convención gozarán de los 
privilegios, inmunidades y facilidades que sean 
necesarios para el ejercicio independiente de 
sus funciones durante el período de su misión, 
inclusive el tiempo necesario para realizar los 
viajes relacionados con ella. En particular, 
gozarán de: 


a) Inmunidad de arresto o detención personal 
y contra la incautación de su equipaje personal; 


b) Exención de la inspección de su equipaje 
personal, a menos que haya fundadas razones 
para creer que el equipaje contiene artículos que 
no están destinados a uso personal o cuya 
importación o exportación por la ley o sometida 
a control por las normas de cuarentena del 
Estado Parte de que se trate; en tal caso se 
hará una inspección en presencia del experto; 


c) Inmunidad judicial de toda índole respecto 
de las declaraciones que formulen verbalmente 
o por escrito y los actos que realicen en el 
ejercicio de sus funciones; esta inmunidad 
subsistirá incluso después de que hayan cesado 
en el ejercicio de sus funciones; 


d) Derecho a la inviolabilidad de documentos 
o papeles; 


e) Exención de las restricciones en materia 
de inmigración y las formalidades de registro de 
extranjeros; 


f) Las mismas facilidades con respecto a las 
restricciones monetarias y cambiarias que se 
acuerden a los representantes de gobiernos 
extranjeros en misión oficial temporal; 


g) Los expertos tendrán en épocas de crisis 
internacional, las mismas facilidades de repatria- 
ción reconocidas a los enviados diplomáticos 
con arreglo a la Convención de Viena. 


Artículo 16 
Agentes, consejeros y abogados 


1. Los agentes, consejeros y abogados 
habilitados para comparecer ante el Tribunal 
gozarán, durante el período que dure el 
cumplimiento de su cometido y que incluirá el 
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tiempo transcurrido en viajes relacionados con 
éste, de los privilegios, inmunidades y facilida- 
des que sean necesarias para el ejercicio 
independiente de sus funciones. En particular, 
gozarán de: 


a) Inmunidad de arresto o detención personal 
y contra la incautación de su equipaje personal; 


b) Exención de la inspección de su equipaje 
personal, a menos que haya fundadas razones 
para creer que el equipaje contiene artículos que 
no están destinados al uso personal o cuya 
importación o exportación esté prohibida por la 
ley o sometida a control por las normas de 
cuarentena del Estado Parte de que se trate; en 
tal caso se hará una inspección en presencia 
del agente, consejero o abogado; 


c) Inmunidad judicial de toda índole respecto 
de las declaraciones que formulen verbalmente 
o por escrito y los actos que realicen en el 
desempeño de sus funciones; esta inmunidad 
subsistirá incluso después de que hayan cesado 
en el ejercicio de sus funciones; 


d) Derecho a la inviolabilidad de documentos 
y papeles; 


e) Derecho a recibir documentos o correspon- 
dencia por correo o en valija sellada; 


f) Exención de las restricciones en materia 
de inmigración y las formalidades de registro de 
extranjeros; 


g) Las demás facilidades respecto del equi- 
paje personal y las restricciones monetarias o 
cambiarias acordadas a los representantes de 
gobiernos extranjeros en misión oficial temporal; 


h) Las mismas facilidades de repatriación en 
épocas de crisis internacional acordadas a los 
enviados diplomáticos con arreglo a la Conven- 
ción de Viena. 


2. Al recibirse la notificación de las partes en 
una actuación que se incoe ante el Tribunal 
acerca de la designación de un agente, 
consejero o abogado, se extenderá un certifica- 
do del estatuto de ese representante con la 
firma del Secretario por el plazo que razonable- 
mente sea necesario para sustanciar las actua- 
ciones. 


3. Las autoridades competentes del Estado 
de que se trate concederán los privilegios, 
inmunidades y facilidades que se consignan en 


el presente artículo cuando les sea presentado 
el certificado mencionado en el párrafo 2. 


4. Cuando la aplicación de un impuesto de 
cualquier índole dependa de la residencia, los 
períodos durante los cuales esos agentes, 
consejeros o abogados permanezcan en un 
Estado a fin de desempeñar sus funciones no 
serán considerados períodos de residencia. 


Artículo 17 


Testigos, expertos y personas en misión 


1. Se acordarán a los testigos, expertos y 
personas que estén en misión por orden del 
Tribunal los privilegios, inmunidadés y ftacilida- 
des que se estipulan en los incisos a) a f) del 
artículo 15, con inclusión del tiempo en que se 
haya estado en viaje en relación con sus 
misiones. 


2. Los testigos, expertos y personas que 
estén en misión recibirán facilidades de repatria- 
ción en épocas de crisis internacional. 


Artículo 18 


Nacionales y residentes permanentes 


Salvo en lo que respecta a los privilegios e 
inmunidades que pueda otorgar el Estado Parte 
de que se trate, y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 11, las personas que disfrutan de 
los privilegios e inmunidades conferidos en 
virtud del presente Acuerdo sólo disfrutarán, en 
el territorio del Estado Parte del que sean 
nacionales o residentes permanentes, de inmu- 
nidad judicial y de inviolabilidad respecto de las 
declaraciones que hayan formulado verbalmente 
o por escrito y de los actos que hayan realizado 
en el desempeño de sus funciones, inmunidad 
que subsistirá incluso después de que hayan 
cesado en el ejercicio de sus funciones en 
relación con el Tribunal. 


Artículo 19 


Respeto de leyes y reglamentos 


1. Los privilegios, inmunidades, facilidades y 
prerrogativas estipulados en los artículos 13 a 
17 del presente Acuerdo no se otorgan para 
beneficio personal de los interesados, sino para 
salvaguardar el ejercicio independiente de sus 
funciones en relación con el Tribunal. 
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2. Sin perjuicio de sus privilegios e inmuni- 
dades, todas las personas a que se hace 
referencia en los artículos 13 a 17 deberán 
respetar las leyes y los reglamentos del Estado 
Parte en cuyo territorio ejerzan sus funciones 
oficiales o por cuyo territorio deban pasar en el 
ejercicio de esas funciones. También están 
obligadas a no inmiscuirse en los asuntos 
internos de ese Estado. 


Artículo 20 
Renuncia a la inmunidad 


1. Habida cuenta de que los privilegios e 
inmunidades que se estipulan en el presente 
Acuerdo se otorgan en interés de la buena 
administración de justicia y no en beneficio 
personal, la autoridad competente tiene el 
derecho y la obligación de renunciar a la 
inmunidad en los casos en que, a su juicio, esa 
inmunidad pueda obstaculizar el curso de la 
justicia y sea posible renunciar a ella sin 
detrimento de la administración de justicia. 


2. Para esos efectos, la autoridad competen- 
te en el caso de los agentes, consejeros y 
abogados que representen a un Estado Parte 
ante el Tribunal o que hayan sido designados 
por él será el Estado de que se trate. En el caso 
de otros agentes, consejeros y abogados, el 
Secretario, los expertos designados de confor- 
midad con el artículo 289 de la Convención 5, 
los testigos, los expertos y las personas en 
misión, la autoridad competente será el Tribunal. 
En el caso de otros funcionarios del Tribunal, 
la autoridad competente será el Secretario, 
previa aprobación del Presidente del Tribunal. 


Artículo 21 
Laissez-passer y visados 


1. Los Estados Parte reconocerán y acepta- 
rán como documentos de viaje válidos los 
laissez-passer de las Naciones Unidas expedi- 
dos a los miembros y funcionarios del Tribunal 
o alos expertos nombrados en virtud del artículo 
289 de la Convención. 


2. Las solicitudes de visado (cuando sea 
necesario) presentadas por los miembros del 
Tribunal y por el Secretario serán tramitadas con 
la mayor rapidez posible. También lo serán las 
presentadas por cualquier otra persona que sea 
titular o tenga derecho a ser titular del laissez- 
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passer al que se hace referencia en el párrafo 
1 del presente artículo y por las personas a que 
se hace referencia en los artículos 16 y 17, 
cuando estén acompañadas de un certificado en 
que conste que su viaje obedece a asuntos del 
Tribunal. 


Artículo 22 
Libre circulación 


No se impondrán restricciones administrativas 
ni de otra índole a la libre circulación de los 
miembros del Tribunal ni de las demás personas 
mencionadas en los artículos 13 a 17, cuando 
viajen a la sede del Tribunal o regresen de ésta, 
o cuando viajen al lugar en que el Tribunal se 
reúna o ejerza sus funciones o regresen de él. 


Artículo 23 
Seguridad y mantenimiento del orden público 


1. El Estado Parte que considere que tiene 
que tomar medidas que sean necesarias, sin 
perjuicio del funcionamiento independiente y 
debido del Tribunal, para velar por su seguridad 
o el mantenimiento del orden público de 
conformidad con el derecho internacional, se 
pondrá en contacto con el Tribunal con la mayor 
rapidez posible en las circunstancias del caso 
a fin de determinar de mutuo acuerdo las 
medidas necesarias para proteger al Tribunal. 


2. El Tribunal cooperará con el gobierno de 
ese Estado Parte para evitar que sus actividades 
puedan redundar en modo alguno en desmedro 
de la seguridad o el orden público. 


Artículo 24 


Cooperación con las autoridades de los 


Estados Parte 


El Tribunal cooperará en todo momento con 
las autoridades competentes de los Estados 
Parte para facilitar el cumplimiento de sus leyes 
e impedir abusos en relación con los privilegios, 
inmunidades, facilidades y prerrogativas a que 
se refiere el presente Acuerdo. 


Artículo 25 
Relación con acuerdos especiales 


Si una disposición del presente Acuerdo y 
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una disposición de cualquier acuerdo especial 
celebrado entre el Tribunal y un Estado Parte 
se refieren al mismo tema, se considerará, 
cuando sea posible, que son complementarias, 
de modo que una y otra serán aplicables y 
ninguna de ellas limitará el efecto de la otra; en 
caso de conflicto, sin embargo, primará la 
disposición del acuerdo especial. 


Artículo 26 
Arreglo de controversias 


1. El Tribunal tomará las disposiciones del 
caso para el arreglo satisfactorio de las 
controversias: 


a) Que dimanen de contratos o que se 
refieran a otras cuestiones de derecho privado 
en que sea parte; 


b) Que se refieran a cualquiera de las 
personas mencionadas en el presente Acuerdo 
que, en razón de su cargo, gocen de inmunidad, 
si no se hubiera renunciado a ella. 


2. Todas las controversias relativas a la 
interpretación o aplicación del presente Acuerdo 
serán sometidas a un tribunal arbitral, a menos 
que la partes hayan convenido en otra forma de 
arreglo. Las controversias entre el Tribunal y un 
Estado Parte que no se resuelvan mediante 
consultas, negociación u otro medio convenido 
de arreglo dentro de los tres meses posteriores 
a la presentación de una solicitud por una de 
las partes, serán sometidas para su fallo defini- 
tivo, previa solicitud de una de las partes en 
ella, a un grupo integrado por tres árbitros de 
los cuales uno será elegido por el Tribunal, otro 
por el Estado Parte y el tercero, que los pre- 
sidirá, por los dos primeros. Si una de las partes 
en controversia no hubiese designado un árbitro 
en el plazo de dos meses contados a partir del 
nombramiento del primer árbitro, hará la desig- 
nación el Secretario General de las Naciones 
Unidas. En caso de que los dos primeros 
árbitros no convinieran en el nombramiento de 
un tercero en los tres meses siguientes a sus 
nombramientos, el Secretario General de las 
Naciones Unidas elegirá al tercer árbitro, previa 
solicitud del Tribunal o del Estado Parte. 


Artículo 27 
Firma 


El presente Acuerdo estará abierto a la firma 


de todos los Estados y seguirá abierto a la firma 
en la Sede de las Naciones Unidas durante 
veinticuatro meses a partir del 1% de julio de 
1997. 


Artículo 28 
Ratificación 


El presente Acuerdo está sujeto a ratificación. 
El instrumento de ratificación será depositado en 
poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 


Artículo 29 
Adhesión 


El presente Acuerdo estará abierto a la 
adhesión de todos los Estados. El instrumento 
de adhesión será depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 30 
Entrada en vigor 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor 30 
días después de la fecha en que se deposite 
el décimo instrumento de ratificación o adhe- 
sión. 


2. Respecto de cada Estado Parte que 
ratifique el presente Acuerdo o se adhiera a él 
después del depósito del décimo instrumento de 
ratificación o adhesión, el presente Acuerdo 
entrará en vigor en el trigésimo día siguiente al 
depósito de su instrumento de ratificación o 
adhesión. 


Artículo 31 
Aplicación provisional 
Si un Estado tiene la intención de ratificar el 
presente Acuerdo o adherirse a él, podrá en 
cualquier momento notificar al depositario de 


que aplicará el presente Acuerdo en forma 
provisional por un plazo no superior a dos años. 


Artículo 32 
Aplicación especial 


Cuando se haya sometido una controversia al 
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Tribunal de conformidad con el Estatuto, todo 
Estado que no sea parte en el presente Acuerdo 
y sea parte en la controversia podrá, exclusiva- 
mente a los fines de la causa y mientras dure 
la controversia, hacerse parte en el presente 
Acuerdo mediante el depósito de un instrumento 
de aceptación. Los instrumentos de aceptación 
serán depositados en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas y entrarán en 
vigor en la techa del depósito. 


Artículo 33 
Denuncia 


1. Un Estado Parte, mediante notificación 
dirigida por escrito al Secretario General de las 
Naciones Unidas, podrá denunciar el presente 
Acuerdo. La denuncia entrará en vigor un año 
después de la fecha de recepción de la 
notificación, a menos que en la notificación se 
indique una fecha posterior. 


2. La denuncia no afectará de manera alguna 
a la obligación de un Estado Parte de cumplir 
cualquiera de las obligaciones establecidas en 
el presente Acuerdo a que esté sujeto de 
conformidad con el derecho internacional e 
independientemente del presente Acuerdo. 


Artículo 34 
Depositario 


El Secretario General de las Naciones Unidas 
será el depositario del presente Acuerdo. 


Artículo 35 


Textos auténticos 


Las versiones en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso de este Acuerdo serán 
igualmente auténticas. 


En testimonio de lo cual, los Plenipotenciarios 
que suscriben, debidamente autorizados, han 
firmado el presente Acuerdo. 


Abierto a la firma en Nueva York, el día 
primero de julio de mil novecientos noventa y 
siete, en un solo original en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso". 
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Anexo | al 
Rep. N* 193 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Asuntos 
Internacionales 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales 
ha analizado el proyecto de ley por medio del 
cual se aprueba el Acuerdo sobre Privilegios e 
inmunidades del Tribunal Internacional de De- 
recho del Mar, adoptado el 23 de mayo de 1997 
en la Vil Reunión de los Estados Parte de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar, de 10 de diciembre de 1982. 


El Acuerdo mencionado tiene el propósito de 
garantizar el reconocimiento y observancia en el 
territorio de cada uno de los Estados Parte, la 
capacidad jurídica, privilegios e inmunidades 
necesarios para el desarrollo de las tareas de 
los funcionarios del Tribunal, de acuerdo a la 
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomá- 
ticas de 1961, y en ello radica el interés de los 
Estados Parte en adoptarlo. Asimismo, contribu- 
ye al desarrollo de las disposiciones del Estatuto 
del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, 
contenido en el Anexo VI de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. 


Dicho Acuerdo está conformado por un 
cuerpo de treinta y cinco artículos. Entre los 
aspectos más importantes cabe destacar que, 
del Artículo 12 al 12, se reconoce la persona- 
lidad jurídica del Tribunal y se establece su 
organización general, su inmunidad de jurisdic- 
ción y de ejecución, así como las inmunidades 
correspondientes a sus bienes, haberes y 
fondos. Se regula, a su vez, la exención de 
impuestos, derechos de aduana y restricciones 
de importación o exportación. 


En el Artículo 13 se trata de manera clara 
y profunda la situación de sus miembros, 
especialmente cuando se encuentran en el 
ejercicio de sus funciones, quienes gozarán de 
los privilegios, inmunidades, facilidades y prerro- 
gativas que se otorguen a los jefes de misiones 
diplomáticas, de acuerdo a la Convención de 
Viena, mencionada anteriormente. De esta forma 
se proporciona seguridad a los Estados Parte 


68 CAMARA DE REPRESENTANTES _ Martes 12 de setiembre de 2000 


con respecto a la imparcialidad de la actuación 
del Tribunal. 


A su vez, el Artículo 14 se refiere a la 
situación de los funcionarios del Tribunal. El 
Secretario gozará de privilegios, inmunidades y 
facilidades diplomáticas, mientras se halle en el 
ejercicio de sus funciones. El resto de los 
funcionarios gozará, en el país donde se 
encuentren por asuntos del Tribunal, o en el 
país que atraviesan con tal fin, de los privilegios, 
inmunidades y facilidades que sean necesarios 
para el ejercicio independiente de sus funciones. 
También gozarán de este tipo de privilegios, 
inmunidades y facilidades, los expertos nombra- 
dos de conformidad con el Artículo 289 de la 
Convención. De igual modo, similar trato se le 
concede a agentes, consejeros y abogados 
habilitados para comparecer ante el Tribunal, 
refiriéndose, a su vez, a las garantías mínimas 
otorgadas a testigos, expertos y personas que 
se hallen en misión por disposición del Tribunal. 


Es importante señalar que, sin perjuicio de 
las inmunidades, facilidades y prerrogativas que 
se estipulan, de acuerdo a los Artículos 13 a 
17, se establece la obligación de respetar leyes 
y reglamentos del Estado Parte, en cuyo 
territorio ejerzan sus funciones oficiales, o por 
los Estados en los que se encuentren en tránsito 
para la realización de sus funciones, y la 
obligación de no inmiscuirse en los asuntos 
internos de ese Estado. 


Con respecto a las controversias que puedan 
surgir, provenientes de los contratos internacio- 
nales en cuestiones relativas a Derecho Privado 
en las que el Tribunal sea una de las Partes, 
o que se refieran a personas pertenecientes a 
las calidades que regula el Acuerdo, el Tribunal 
tomará disposiciones para su arreglo satistacto- 
rio. De igual modo, ante controversias relativas 
a la interpretación o aplicación del Acuerdo, se 
deberá recurrir a un Tribunal Arbitral, a menos 
que las Partes convengan en otra forma de 
arreglo, previéndose un procedimiento especial 
para controversias entre el Tribunal y un Estado 
Parte que no se hubiera resuelto por consultas, 
negociación y otro medio convenido de arreglo. 


Por último, se considera la aplicación espe- 
cial del Acuerdo a todo Estado que sea parte 
en una controversia sometida al Tribunal y que 
no sea parte del Acuerdo. 


Por las razones que se han expuesto, y dada 


la importancia del desarrollo progresivo del 
Derecho del Mar, al que nuestro país ha 
contribuido, vuestra Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales aconseja al Cuerpo la aprobación del 
adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2000. 


Sebastián Da Silva, Miem- 


bro Informante; Arturo 
Heber Fúllgraff, Félix 
Laviña, Eduardo Mugu- 
ruza, Enrique Pintado, 
Carlos Pita, Julio Luis 
Sanguinetti". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 
SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el miembro informante, señor Diputado 
Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: voy 
a ser muy breve para ahorrar tiempo a la 
Cámara. 

De acuerdo con este proyecto, se aprueban 
los Privilegios e Inmunidades del Tribunal 
Internacional de Derecho del Mar, adoptado el 
23 de mayo de 1997 en la VIl Reunión de los 
Estados Parte de la Convención de Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, de 10 de 
diciembre de 1982. : 

El Acuerdo mencionado tiene el propósito de 
garantizar el reconocimiento y observancia en el 
territorio de cada uno de los Estados Parte, la 
capacidad jurídica, privilegios e inmunidades 
necesarios para el desarrollo de las tareas de 
los funcionarios del Tribunal, de acuerdo con la 
Convención de Viena que rige para las prerro- 
gativas diplomáticas. 

El proyecto cuenta con la aprobación unáni- 
me de la Comisión y buena cosa sería que la 
Cámara ahorrara tiempo aprobándolo y dando 
paso a la consideración de los siguientes puntos 
del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota) 
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— Cuarenta y cinco en cuarenta y siete: 
Afirmativa. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único del proyecto. 
(Se lee) 

— En discusión. 


Este artículo requiere cincuenta votos confor- 
mes para su aprobación. Como no hay en Sala 
el quórum requerido, se va a votar si se cierra 
la discusión del artículo, postergándose su 
votación. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en 
Afirmativa. 


cuarenta y ocho: 


24.-— Convenio Internacional 
del Trabajo N*?2 167 sobre 
Seguridad y Salud en la 
Construcción. (Ratifi- 
cación) 


Se pasa a considerar el asunto que figura en 
quinto término del orden del día: "Convenio 
Internacional del Trabajo N* 167 sobre Seguri- 
dad y Salud en la Construcción. (Ratificación)". 


(Antecedentes:) 


Rep. N* 228 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 

Salud Pública 


Montevideo, 28 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
don Luis Hierro López. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo a fin de someter a su conside- 
ración el proyecto de ley que se acompaña, por 
el que se propicia la ratificación del Convenio 
Internacional del Trabajo N* 167 sobre Seguri- 
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dad y Salud en la Construcción, adoptado por 
la Conferencia Internaciona! del Trabajo en su 
septuagésima quinta reunión celebrada en 
Ginebra el 1? de junio de 1988. 


En mayo de 1991 el Poder Ejecutivo, 
cumpliendo con la obligación de "sumisión" 
prevista en el artículo 19 de la Constitución de 
la Organización Internacional del Trabajo, envió 
un Mensaje de la Asamblea General, poniendo 
en conocimiento el texto del referido instrumento 
sin solicitar su ratificación en virtud de las 
objeciones planteadas a algunos artículos por el 
sector empleador. 


Debe señalarse que Uruguay, por Ley 
N2 12.030, de fecha 27 de diciembre de 1953, 
ratificó el Convenio Internacional del Trabajo 
N? 62 relativo a la Prevención de Accidentes de 
Trabajo en la Industria de la Construcción, el 
que se reglamentó por Decreto N* 678/967. Esas 
normas y el Decreto 406/988 cubrían parcial- 
mente las previsiones del Convenio internacio- 
nal del Trabajo N* 167. 


Posteriormente, se dictó el Decreto 111/990, 
de 21 de febrero de 1990 que establece 
disposiciones pormenorizadas sobre seguridad e 
higiene en la construcción. El artículo 175 de 
dicha norma creó una comisión tripartita para 
adecuar las disposiciones de seguridad e 
higiene en la materia. 


Esa comisión, luego de un extenso análisis 
y diagnóstico elaboró el Decreto 89/995, de 21 
de febrero de 1995 actualmente vigente, que 
perfeccionó y amplió la normativa estableciendo, 
entre otras cosas, los servicios de seguridad en 
el trabajo y la creación de una comisión tripartita 
permanente para el tratamiento de los temas de 
seguridad e higiene en la industria de ta 
construcción. 


En el marco de las medidas específicas que 
se han implementado a partir del mes de febrero 
de 1996 para revertir la siniestralidad en la 
industria de la construcción se han dictado los 
siguientes decretos: 


A) Decreto 53/996, que crea la figura del 
delegado de obra; 


B) Decreto 76/996, de 12 de marzo de 
1996, que determina los requisitos del 
delegado de obra; 


C) Decreto 82/996, 
Obra; 


relativo al Libro de 
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D) Decreto 83/996 que crea el Consejo 
Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo. 


El Poder Ejecutivo, estima que a través de 
esos decretos se cubre la materia objeto del 
Convenio Internacional! del Trabajo N* 167. 


Sin perjuicio de esto último, nos permitimos 
señalar a la Asamblea General que el Convenio 
Internacional del Trabajo N* 167 fue analizado 
en el ámbito del Subgrupo de Trabajo N* 11 del 
MERCOSUR (actual SGT N* 10 de Relaciones 
Laborales, Seguridad Social y Empleo), 
especiticamente a través de su “Comisión 
Tripartita de Principios" (N* 8). Por acuerdo de 
los países miembros del MERCOSUR el Conve- 
nio internacional de Trabajo N* 167 fue incluido 
en una lista de convenios cuya ratificación los 
representantes de los Gobiernos de los Estados 
Parte se comprometieron a promover. 


Previo a dar cumplimiento al compromiso 
regional asumido, el Poder Ejecutivo solicitó la 
reconsideración de la cuestión de la ratificación 
del Convenio Internacional del Trabajo N* 167 
al Grupo Tripartito creado en el marco del 
Convenio Internacional del Trabajo N* 144, con 
la finalidad de asesorar en las relaciones con 
la Organización Internacional del Trabajo, pro- 
moviendo un cambio de opinión del sector 
empleador, para así continuar con la práctica de 
solicitar la ratificación de aquellos convenios 
acerca de los cuales existe consenso «en tal 
sentido, asegurando por anticipado el compro- 
miso efectivo y voluntario del cumplimiento de 
las disposiciones del Convenio por parte de los 
interlocutores sociales. 


Con fecha 21 de agosto de 1996, se logró 
el consenso tripartito para la ratificación del 
Convenio. El Poder Ejecutivo mediante el 
presente Mensaje solicita a ese Alto Cuerpo la 
aprobación del Convenio Internacional del Tra- 
bajo N2 167 sobre Seguridad y Salud en la 
Construcción, 1988. 


Reiteramos al señor Presidente las segurida- 
des de nuestra más alta consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Alvaro Alonso, Didier 
Opertti, Luis Fraschini. 

PROYECTO DE LEY 


Artículo 12%.— Ratifícase el Convenio Inter- 


nacional del Trabajo N* 167 sobre Seguridad y 
Salud en la Construcción, adoptado por la 
Conferencia Internacional del Trabajo en la 752 
reunión celebrada en Ginebra en junio de 1988. 


Artículo 2%.— Facúltase al Poder Ejecutivo a 
reglamentar la presente ley. 


Montevideo, 20 de junio de 2000, 


Alvaro Alonso, Didier Oper- 
tti, Luis Fraschini. 


ACTA N* 11 


En Montevideo, a los veintiún días del mes 
de agosto de 1996, en la sede del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, sita en la calle 
Juncal 1511, 3er. Piso, Oficina 308, se reúnen 
los integrantes del Grupo Tripartito. Ellos son: 
doctor Raúl Varela (Sector Trabajador); señora 
Directora General, doctora María Carmen Ferreira 
(MTSS); doctora Celia Fernández Castro 
(MTSS); doctora Mercedes Silvera y doctora 
Adriana Xalambri (MTSS). 


Lectura del acta de la sesión anterior 


Se da lectura del acta de la sesión anterior, 
la que es aprobada 


Memorlas Congreso internacional del Tra- 
bajo 87 y 138 


Se hace entrega de las memorias de los CIT 
87 y 138 


Convenio N*2 167 


La Directora General manifiesta que el motivo 
principal de su concurrencia a esta sesión, es 
el compromiso asumido por la señora Ministra 
de pedir al Parlamento la ratificación del 
Convenio N* 167. Continúa manifestando que no 
es intención del Ministerio romper con la 
práctica de solicitar ratificación al Parlamento 
previo consenso de esta Comisión Tripartita y, 
conociendo la posición contraria del sector 
empleador en lo que tiene que ver con la 
solicitud de ratificación de este Convenio, quiere 
recordarles que en este año se adelantó mucho 
en el tema seguridad y salud en la industria de 
la construcción, gracias a la entrada en vigencia 
de los decretos. Por lo anteriormente mencio- 
nado, puede afirmar que se está en condiciones 
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de solicitar la ratificación de este Convenio, sin 
qué esto signifique cambios sustanciales respec- 
to de lo que existe hoy en día. Por este motivo, 
solicita al sector empleador revea su posición. 


El señor Jacobo Varela quiere dejar constan- 
cia de las siguientes puntualizaciones: 


1) El sector empleador está preocupado 
por la siniestralidad en la industria de 
la construcción; 


2) Considera que la manera de terminar 
con ella no es la mera ratificación de 
normas, sino que es necesario un 
compromiso de todas las partes para 
atacar el problema; 


3) Reivindica el criterio de que los Conve- 
nios vayan al Parlamento consensuados, 
ya que es un modo de que tengan más 
fuerza. 


A continuación informa que el sector 
empleador levanta las reservas, apoyando el 
pedido de ratificación del Convenio N* 167, y 
espera que aquellos conceptos que le merecían 
dudas, sean estudiados en la recomendación, 
como un modo de no generar problemas a las 
empresas. 


La Directora General agradece en nombre del 
Ministerio al representante del sector emplea- 
dor, 


TEXTO DEL CONVENIO 


SEGURIDAD Y SALUD EN LA CONSTRUCCION 


l. Campo de Aplicación y Definiciones 


Artículo 1 


1. El presente Convenio se aplica a todas las 
actividades de construcción, es decir, los 
trabajos de edificación, las obras públicas y los 
trabajos de montaje y desmontaje, incluidos 
cualquier proceso, operación o transporte en las 
obras, desde la preparación de las obras hasta 
la conclusión del proyecto. 


2. Todo Miembro que ratifique el presente 
Convenio podrá, previa consulta con las orga- 
nizaciones más representativas de empleadores 
y de trabajadores interesadas, si las hubiere, 
excluir de la aplicación del Convenio o de 
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algunas de sus disposiciones determinadas 
ramas de actividad económica o empresas 
respecto de las cuales se planteen problemas 
especiales que revistan cierta importancia, a 
condición de garantizar en ellas un medio 
ambiente de trabajo seguro y salubre. 


3. El presente Convenio se aplica también a 
los trabajadores por cuenta propia que pueda 
designar la legislación nacional. 


Artículo 2 
A los efectos del presente Convenio; 
a) la expresión construcción abarca: 


i) la edificación, incluidas las exca- 
vaciones y la construcción, las trans- 
formaciones estructurales, la renova- 
ción, la reparación, el mantenimiento 
(incluidos los trabajos de limpieza y 
pintura) y la demolición de todo tipo 
de edificios y estructuras; 


li) las obras públicas, incluidos los tra- 
bajos de excavación y la construc- 
ción, transformación estructural, re- 
paración, mantenimiento y demoli- 
ción de, por ejemplo, aeropuertos, 
muelles, puertos, canales, embalses, 
obras de protección contra las aguas 
fluviales y marítimas y las avalan- 
chas, carreteras y autopistas, ferro- 
carriles, puentes, túneles, viaductos 
y obras relacionadas con la presta- 
ción de servicios, como comunicacio- 
nes, desagúes, alcantarillado y sumi- 
nistros de agua y energía; 


li) el montaje y desmontaje de edificios 
y estructuras a base de elementos 
prefabricados, así como la fabrica- 
ción de dichos elementos en las 
obras o en sus inmediaciones; 


b) la expresión obras designa cualquier 
lugar en el que se realicen cualesquiera 
de los trabajos u operaciones descritos 
en el apartado a) anterior. 


c 


rr 


la expresión lugar de trabajo designa 
todos los sitios en los que los trabaja- 
dores deban estar o a los que hayan 
de acudir a causa de su trabajo, y que 
se hallen bajo el control de un empleador 
en el sentido del apartado e); 
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d) la expresión trabajador designa cual- 
quier persona empleada en la construc- 
ción; 


e) la expresión empleador designa: 


i) cualquier persona física o jurídica 
que emplea uno o varios trabajado- 
res en una obra, y 


li) según el caso, el contratista principal 
el contratista o el subcontratista; 


f) la expresión persona competente desig- 
na a la persona en posesión de 
calificaciones adecuadas, tales como 
una formación apropiada y conocimien- 
tos, experiencia y aptitudes suficientes, 
para ejecutar funciones específicas en 
condiciones de seguridad. Las autorida- 
des competentes podrán definir los 
criterios apropiados para la designación 
de tales personas y fijar las obligacio- 
nes que deban asignárseles; 


g) la expresión andamiaje designa toda 
estructura provisional, fija, suspendida 
o móvil, y los componentes en que se 
apoye, que sirva de soporte a trabaja- 
dores y materiales o permita el acceso 
a dicha estructura, con exclusión de los 
aparatos elevadores que se definen en 
el apartado h); 


h) la expresión aparato elevador designa 
todos los aparatos, fijos o móviles, 
utilizados para izar o descender perso- 
nas o cargas; 


i) la expresión accesorio de izado designa 
todo mecanismo o aparejo por medio 
del cual se pueda sujetar una carga a 
un aparato elevador, pero que no sea 
parte integrante del aparato ni de la 
carga. 


1. Disposiciones Generales 


Artículo 3 


Deberá consultarse a las organizaciones más 
representativas de empleadores y de trabajado- 
res interesadas sobre las medidas que hayan de 
adoptarse para dar efecto a las disposiciones 
del presente Convenio. 


Artículo 4 


Todo Miembro que ratifique el presente 
Convenio se compromete, con base en una 
evaluación de los riesgos que existan para la 
seguridad y la salud, a adoptar y mantener en 
vigor una legislación que asegure la aplicación 
de las disposiciones del Convenio. 


Artículo 5 


1. La legislación que se adopte de conformi- 
dad con el artículo 4 del presente Convenio 
podrá prever su aplicación práctica mediante 
normas técnicas o repertorios de recomendacio- 
nes prácticas o por otros métodos apropiados 
conformes con las condiciones y a la práctica 
nacionales. 


2. Al dar efecto al artículo 4 del Convenio y 
al párrafo 1 del presente artículo, todo Miembro 
deberá tener debidamente en cuenta las normas 
pertinentes adaptadas por las organizaciones 
internacionales reconocidas en el campo de la 
normalización. 


Artículo 6 


Deberán tomarse medidas para asegurar la 
cooperación entre empleadores y trabajadores, 
de conformidad con las modalidades que defina 
la legislación nacional, a fin de fomentar ta 
seguridad y la salud en las obras. 


Artículo 7 


La legislación nacional deberá prever que los 
empleadores y los trabajadores por cuenta 
propia estarán obligados a cumplir en el lugar 
de trabajo las medidas prescritas en materia de 
seguridad y salud. 


Artículo 8 


1. Cuando dos o más empleadores realicen 
actividades simultáneamente en una misma 
obra: 


a) la coordinación de las medidas prescri- 
tas en materia de seguridad y salud y, 
en la medida en que sea compatible con 
la legislación nacional, la responsabili- 
dad de velar por el cumplimiento 
efectivo de tales medidas incumbirán al 
contratista principal u a otra persona u 
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organismo que ejerza un control efec- 
tivo o tenga la responsabilidad principal 
del conjunto de actividades en la obra; 


b 


> 


cuando el contratista principal, o la 
persona u organismo que ejerza un 
control efectivo o tenga la responsabi- 
lidad principal de la obra, no esté 
presente en el lugar de trabajo deberá, 
en la medida que ello sea compatible 
con la legislación nacional, atribuir a 
una persona o un organismo competen- 
te presente en la obra la autoridad y los 
medios necesarios para asegurar en su 
nombre la coordinación y la aplicación 
de las medidas previstas en el apartado 
a); 


c 


mr 


cada empleador será responsable de la 
aplicación de las medidas prescritas a 
los trabajadores bajo su autoridad. 


2. Cuando empleadores o trabajadores por 
cuenta propia realicen actividades simultánea- 
mente en una misma obra tendrán la obligación 
de cooperar en la aplicación de las medidas 
prescritas en materia de seguridad y de salud 
que determine la legislación nacional. 


Artículo 9 


Las personas responsables de la concepción 
y planificación de un proyecto de construcción 
deberán tomar en consideración la seguridad y 
la salud de los trabajadores de la construcción 
de conformidad con la legislación y la práctica 
nacionales. 


Artículo 10 


La legislación nacional deberá prever que en 
cualquier lugar de trabajo los trabajadores 
tendrán el derecho y el deber de participar en 
el establecimiento de condiciones seguras de 
trabajo en la medida en que controlen el equipo 
y los métodos de trabajo, y de expresar su 
opinión sobre los métodos de trabajo adoptados 
en cuanto puedan afectar a la seguridad y la 
salud. 


Artículo 11 


La legislación nacional deberá estipular que 
los trabajadores tendrán la obligación de: 


a) cooperar lo más estrechamente posible 
con sus empleadores en la aplicación 
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de las medidas prescritas en materia de 
seguridad y de salud; 


b) velar razonablemente por su propia 
seguridad y salud y la de otras 
personas que puedan verse afectadas 
por sus actos u omisiones en el trabajo; 


c) utilizar los medios puestos a su dispo- 
sición, y no utilizar de forma indebida 
ningún dispositivo que se les haya 
facilitado para su propia protección o la 
de los demás; 


d) informar sin demora a su superior 
jerárquico inmediato y al delegado de 
seguridad de los trabajadores, si lo 
hubiere, de toda situación que a su 
juicio pueda entrañar un riesgo y a la 
que no puedan hacer frente adecuada- 
mente por sí solos; 


e) cumplir las medidas prescritas en ma- 
teria de seguridad y de salud. 


Artículo 12 


1. La legislación nacional deberá establecer 
que todo trabajador tendrá el derecho de 
alejarse de una situación de peligro cuando 
tenga motivos razonables para creer que tal 
situación entraña un riesgo inminente y grave 
para su seguridad y su salud, y la obligación 
de informar de ello sin demora a su superior 
jerárquico. 


2. Cuando haya un riesgo inminente para 
la seguridad de los trabajadores, el emplea- 
dor deberá adoptar medidas inmediatas para 
interrumpir las actividades y, si fuere nece- 
sario, proceder a la evacuación de los trabaja- 
dores. 


Ill. Medidas de Prevención y Protección 


Artículo 13 


Seguridad en los Lugares de Trabajo 


1. Deberán adoptarse todas las precauciones 
adecuadas para garantizar que todos los lugares 
de trabajo sean seguros y estén exentos de 
riesgos para la seguridad y salud de los 
trabajadores. 


2. Deberán facilitarse, mantenerse en buen 
estado y señalarse, donde sea necesario, 
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medios seguros de acceso y de salida en todos 
los lugares de trabajo. 


3. Deberán adoptarse todas las precauciones 
adecuadas para proteger a las personas que se 
encuentren en una obra o en sus inmediaciones 
de todos los riesgos que pueden derivarse de 
la misma. 


Artículo 14 
Andamiajes y Escaleras de Mano 


1. Cuando el trabajo no pueda ejecutarse con 
plena seguridad desde el suelo o partir del suelo 
o de una parte de un edificio o de otra estructura 
permanente, deberá montarse y mantenerse en 
buen estado un andamiaje seguro y adecuado 
o recurrirse a cualquier otro medio igualmente 
seguro y adecuado. 


2. A falta de otros medios seguros de acceso 
a puestos de trabajo en puntos elevados, 
deberán facilitarse escaleras de mano adecua- 
das y de buena calidad. Estas deberán afian- 
zarse convenientemente para impedir todo 
movimiento involuntario. 


3. Todos los andamiajes y escaleras de mano 
deberán construirse y utilizarse de conformidad 
con la legislación nacional. 


4. Los andamiajes deberán ser inspecciona- 
dos por una persona competente en los casos 
y momentos prescritos por la legislación nacio- 
nal. 


Artículo 15 


Aparatos Elevadores y Accesorios de Izado 


1. Todo aparato elevador y todo accesorio de 
izado, incluidos sus elementos constitutivos, 
fijaciones, anclajes y soportes, deberán: 


a) ser de buen diseño y construcción, 
estar fabricados con materiales de 
buena calidad y tener la resistencia 
apropiada para el uso a que se 
destinan; 


b) instalarse y utilizarse correctamente; 


c) mantenerse en buen estado de funcio- 
namiento; 


d) ser examinados y sometidos a prueba 
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por una persona competente en los 
momentos y en los casos prescritos por 
la legislación nacional; los resultados 
de los exámenes y pruebas deben ser 
registrados; 


e) ser manejados por trabajadores que 
hayan recibido una tormación apropiada 
de conformidad con la legislación nacio- 
nal. 


2. No deberán izarse, descenderse ni trans- 
portarse personas mediante ningún aparato 
elevador, a menos que haya sido construido e 
instalado con este fin, de conformidad con la 
legislación nacional, salvo en caso de una 
situación de urgencia en que haya que evitar un 
riesgo de herida grave O accidente mortal, 
cuando el aparato elevador pueda utilizarse con 
absoluta seguridad. 


Artículo 16 


Vehículos de Transporte y Maquinarias de 
Movimiento de Tierras y de Manipulación de 
Materiales 


1. Todos los vehículos y toda la maquinaria 
de movimiento de tierras y de manipulación de 
materiales deberán: 


a) ser de buen diseño y construcción 
teniendo en cuenta, en la medida de lo 
posible, los principios de la ergono- 
mía; 


b) mantenerse en buen estado; 
Cc) ser correctamente utilizados; 


d) ser manejados por trabajadores que 
hayan recibido una formación adecuada 
de conformidad con la legislación nacio- 
nal. 


2. En todas las obras en las que se utilicen 
vehículos y maquinaria de movimiento de tierras 
o de manipulación de materiales: 


a) deberán facilitarse vías de acceso se- 
guras y apropiadas para ellos; 


b) deberá organizarse y controlarse el trá- 
fico de modo que se garantice su 
utilización en condiciones de seguri- 
dad. 
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Artículo 17 


Instalaciones, Máquinas, Equipos y Herra- 
mientas Manuales 


1. Las instalaciones, máquinas y equipos, 
incluidas las herramientas manuales, sean o no 
accionadas por motor, deberán: 


a) ser de buen diseño y construcción, 
habida cuenta, en la medida de lo 
posible, de los principios de la 
ergonomía; 


b) mantenerse en buen estado; 


c) utilizarse únicamente en los trabajos 
para los que hayan sido concebidos, a 
menos que una utilización para otros 
fines que los inicialmente previstos 
haya sido objeto de una evaluación 
completa por una persona competente 
que haya concluido que esa utilización 
no presenta riesgos; 


d) ser manejados por los trabajadores que 
hayan recibido una formación apropia- 
da. 


2. En Casos apropiados, el fabricante o el 
empleador proporcionará instrucciones adecua- 
das para una utilización segura en una forma 
inteligible para los usuarios. 


3. Las instalaciones y los equipos a presión 
deberán ser examinados y sometidos a prueba 
por una persona competente, en los casos y 
momentos prescritos por la legislación nacional. 


Artículo 18 
Trabajos en Alturas, incluldos los Tejados 


1. Siempre que ello sea necesario para 
prevenir un riesgo, o cuando la altura de la 
estructura o su pendiente excedan de las fijadas 
por la legislación nacional, deberán tomarse 
medidas preventivas para evitar las caídas de 
trabajadores y de herramientas u otros materia- 
les u objetos. 


2. Cuando los trabajadores hayan de trabajar 
encima o cerca de tejados o de cualquier otra 
superficie cubierta de material frágil, a través del 
cual puedan caerse, deberán adoptarse medidas 
preventivas para que no pisen por inadvertencia 
ese material frágil o puedan caer a través de 
él. 


Artículo 19 


Excavaciones, Pozos, Terraplenes, Obras 


Subterráneas y Túneles 


En excavaciones, pozos, terraplenes, obras 
subterráneas o túneles deberán tomarse  pre- 
cauciones adecuadas: 


a) disponiendo apuntalamientos apropia- 
dos o recurriendo a otros medios para 
evitar a los trabajadores el riesgo de 
desmoronamiento o desprendimiento de 
tierras, rocas u otros materiales; 


b) para prevenir los peligros de caídas de 
personas, materiales u objetos, o de 
irrupción de agua en la excavación, 
pozo, terraplén, obra subterránea o 
túnel; 


Cc) para asegurar una ventilación suficiente 
en todos los lugares de trabajo a fin de 
mantener una atmósfera apta para la 
respiración y de mantener los humos, 
los gases, los vapores, el polvo u otras 
impurezas a niveles que no sean 
peligrosos o nocivos para la salud y 
sean conformes a los límites fijados por 
la legislación nacional; 


d) para que los trabajadores puedan po- 
nerse a salvo en caso de incendio o de 
una irrupción de agua o de materiales; 


e) para evitar a los trabajadores riesgos 
derivados de eventuales peligros subte- 
rráneos, particularmente la circulación 
de fluidos o la existencia de bolsas de 
gas, procediendo a realizar investiga- 
ciones apropiadas con el fin de locali- 
zarlos. 


Artículo 20 
Ataguías y Cajones de Aire Comprimido 


1. Las ataguías y 
comprimido deberán: 


los cajones de aire 


a) ser de buena construcción, estar fabri- 
cados con materiales apropiados y 
sólidos y tener una resistencia suficien- 
te; 


b) estar provistos de medios que permitan 
a los trabajadores ponerse a salvo en 
caso de irrupción de agua o de 
materiales. 
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2. La construcción, la colocación, la modifi- 
cación o el desmontaje de una ataguía o cajón 
de aire comprimido deberán realizarse única- 
mente bajo la supervisión directa de una 
persona competente. 


3. Todas las ataguías y los cajones de aire 
comprimido serán examinados por una persona 
competente, a intervalos prescritos. 


Artículo 21 
Trabajos en Alre Comprimido 


1. Los trabajos en aire comprimido deberán 
realizarse únicamente en condiciones prescritas 
por la legislación nacional. 


2. Los trabajos en aire comprimido deberán 
realizarse únicamente por trabajadores cuya 
aptitud física se haya comprobado mediante un 
examen médico, y en presencia de una persona 
competente para supervisar el desarrollo de las 
operaciones. 


Artículo 22 
Armaduras y Encofrados 


1. El montaje de armaduras y de sus 
elementos, de encofrados, de apuntalamientos y 
de entibaciones sólo deberá realizarse bajo la 
supervisión de una persona competente. 


2. Deberán tomarse precauciones adecuadas 
para proteger a los trabajadores de los riesgos 
que entrañe la fragilidad o inestabilidad tempo- 
rales de una estructura. 


3. Los encofrados, los apuntalamientos y las 
entibaciones deberán estar diseñados, construi- 
dos y conservados de manera que sostengan de 
forma segura todas las cargas a que puedan 
estar sometidos. 


Artículo 23 


Trabajos por Encima de una Superficie de 
Agua 


Cuando se efectúen trabajos por encima o a 
proximidad inmediata de una superficie de agua 
deberán tomarse disposiciones adecuadas pa- 
ra: 


a) impedir que los trabajadores puedan 
caer al agua. 


b) salvar a cualquier trabajador en peligro 
de ahogarse. 


c) proveer medios de transporte seguros y 
suficientes. 


Artículo 24 
Trabajos de Demolición 


Cuando la demolición de un edificio o 
estructura pueda entrañar riesgos para los 
trabajadores o para el público: 


a) se tomarán precauciones y se adopta- 
rán métodos y procedimientos apropia- 
dos, incluidos los necesarios para la 
evacuación de desechos o residuos, de 
conformidad con la legislación nacio- 
nal; 


b) los trabajos deberán ser planeados 
y ejecutados únicamente bajo la super- 
visión de una persona competente. 


Artículo 25 


Alumbrado 


En todos los lugares de trabajo y en cualquier 
otro lugar de la obra por el que pueda tener que 
pasar un trabajador deberá haber un alumbrado 
suficiente y apropiado, incluidas, cuando proce- 
da, lámparas portátiles. 


Artículo 26 
Electricidad 


1. Todos los equipos e instalaciones eléctri- 
cos deberán ser construidos, instalados y 
conservados por una persona competente, y 
utilizados de forma que se prevenga todo 
peligro. 


2. Antes de iniciar obras de construcción 
como durante su ejecución deberán tomarse 
medidas adecuadas para cerciorarse de la 
existencia de algún cable o aparato eléctrico 
bajo tensión en las obras o encima c por debajo 
de ellas y prevenir todo riesgo que su existencia 
pudiera entrañar para los trabajadores. 


3. El tendido y mantenimiento de cables y 
aparatos eléctricos en las obras deberán 
responder a las normas y reglas técnicas 
aplicadas a nivel nacional. 
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Artículo 27 
Explosivos 


Los explosivos sólo deberán ser guardados, 
transportados, manipulados o utilizados: 


a)en las condiciones prescritas por la 
legislación nacional; 


b) por una persona competente, que 
deberá tomar las medidas necesarias 
para evitar todo riesgo de lesión a los 
trabajadores y a otras personas. 


Artículo 28 
Riesgos para la Salud 


1. Cuando un trabajador pueda estar expues- 
to a cualquier riesgo químico, físico o biológico 
en un grado tal que pueda resultar peligroso 
para su salud deberán tomarse medidas apro- 
piadas de prevención a la exposición. 


2. La exposición a que hace referencia el 
párrafo 1 del presente artículo deberá prevenir- 
se: 


a) reemplazando las sustancias peligrosas 
por sustancias inotensivas o menos 
peligrosas, siempre que ello sea posi- 
ble; o 


b) aplicando medidas técnicas a la insta- 
lación, a la maquinaria, a los equipos 
o a los procesos; o 


c) cuando no sea posible aplicar los 
apartados a) ni b), recurriendo a otras 
me-didas eficaces, en particular al uso de 
ropas y equipos de protección personal. 


3. Cuando deban penetrar trabajadores en 
una zona en la que pueda haber una sustancia 
tóxica o nociva o cuya atmósfera pueda ser 
deficiente en oxígeno o ser inflamable, deberán 
adoptarse medidas adecuadas para prevenir 
todo riesgo. 


4. No deberán destruirse ni eliminarse de 
otro modo materiales de desecho en las obras 
sí ello puede ser perjudicial para la salud. 


Artículo 29 
Precauciones Contra Incendios 


1. El empleador deberá adoptar todas las 
medidas adecuadas para: 
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a) evitar el riesgo de incendio; 


b) extinguir rápida y eficazmente cualquier 
brote de incendio; 


c) asegurar la evacuación rápida y segura 
de las personas. 


2. Deberán preverse medios suficientes y 
apropiados para almacenar líquidos, sólidos y 
gases inflamables. 


Artículo 30 
Ropas y Equipos de Protección Personal 


1. Cuando no pueda garantizarse por otros 
medios una protección adecuada contra riesgos 
de accidentes o daños para la salud, incluidos 
aquellos derivados de la exposición a condicio- 
nes adversas, el empleador deberá proporcionar 
y mantener, sin costo para los trabajadores, 
ropas y equipos de protección personal adecua- 
dos a los tipos de trabajo y de riesgos, de 
conformidad con la legislación nacional. 


2. El empleador deberá proporcionar a los 
trabajadores los medios adecuados para posibi- 
litar el uso de los equipos de protección 
personal y asegurar la correcta utilización de los 
mismos. 


3. Las ropas y equipos de protección perso- 
na! deberán ajustarse a las normas establecidas 
por la autoridad competente habida cuenta, en 
la medida de lo posible, de los principios de la 
ergonomía. 


4. Los trabajadores tendrán la obligación de 
utilizar y cuidar de manera adecuada la ropa y 
el equipo de protección personal que se les 
suministre. 


Artículo 31 
Primeros Auxilios 


El empleador será responsable de garantizar 
en todo momento la disponibilidad de medios 
adecuados y de personal con formación apro- 
piadas para prestar los primeros auxilios. Se 
deberán tomar las disposiciones necesarias para 
garantizar la evacuación de los trabajadores 
heridos en caso de accidentes o repentinamente 
enfermos para poder dispensarles la asistencia 
médica necesaria. 
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Artículo 32 
Bienestar 


1. En toda obra o a una distancia razonable 
de ella deberá disponerse de un suministro 
suficiente de agua potable. 


2. En toda obra o a una distancia razonable 
de ella, y en función del número de trabajadores 
y de la duración del trabajo, deberán facilitarse 
y mantenerse los siguientes servicios: 


a) instalaciones sanitarias y de aseo; 


b) instalaciones para cambiarse de ropa y 
para guardarla y secarla; 


c) locales para comer y para guarecerse 
durante interrupciones del trabajo pro- 
vocadas por la intemperie. 


3. Deberían preverse instalaciones sanitarias 
y de aseo por separado para los trabajadores 
y las trabajadoras. 


Artículo 33 
Información y Formación 


Deberá facilitarse a los trabajadores, de 
manera suficiente y adecuada: 


a) información sobre los riesgos para su 
seguridad y su salud a que pueden 
estar expuestos en el lugar de traba- 
jo; 


b) instrucción y formación sobre los me- 
dios disponibles para prevenir y contro- 
lar tales riesgos y para protegerse de 
ellos. 


Artículo 34 


Declaración de Accidentes y Enfermedades 


La legislación nacional deberá estipular que 
los accidentes y enfermedades profesionales se 
declaren a la autoridad competente dentro de un 
plazo. 


JV. Aplicación 


Artículo 35 


Cada Miembro deberá: 


a) adoptar las medidas necesarias, inclui- 


do el establecimiento de sanciones y 
medidas correctivas apropiadas, para 
garantizar la aplicación efectiva de las 
disposiciones del presente Convenio; 


b 


ur 


organizar servicios de inspección apro- 
piados para supervisar la aplicación de 
las medidas que se adopten de confor- 
midad con el Convenio y dotar a dichos 
servicios de los medios necesarios para 
realizar su tarea, o cerciorarse de que 
se llevan a cabo inspecciones adecua- 
das. 


V. Disposiciones Finales 


Artículo 36 


El presente Convenio revisa el Convenio 
sobre las prescripciones de seguridad (edifica- 
ción), 1937. 


Artículo 37 


Las ratificaciones formales del presente 
Convenio serán comunicadas, para su registro, 
al Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo. 


Artículo 38 


1. Este Convenio obligará. únicamente a 
aquellos Miembros de la Organización Interna- 
cional del Trabajo cuyas ratificaciones haya 
registrado el Director General. 


2. Entrará en vigor doce meses después de 
la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Director 
General. 


3. Desde dicho momento, este Convenio 
entrará en vigor, para cada Miembro, doce 
meses después de la fecha en que haya sido 
registrada su ratificación. 


Artículo 39 


1. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha 
en que haya entrado inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, 
al Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta 
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un año después de la techa en que se haya 
registrado. 


2. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año después 
de la expiración del período de diez años 
mencionado en el párrato precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este 
artículo quedará obligado, durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá 
denunciar este Convenio a la expiración de cada 
período de diez años, en las condiciones 
previstas en este artículo. 


Artículo 40 


1. El Director General de la Oficina Interna- 
cional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional del 
Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, 
declaraciones y denuncias le comuniquen los 
Miembros de la Organización. 


2. Al notificar a los Miembros de la Organi- 
zación el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General 
llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la techa en que entrará en 
vigor el presente Convenio. 


Artículo 41 


El Director General de la Oficina Internacional 
del Trabajo comunicará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, a los efectos del registro 
y de conformidad con el artículo 102 de la Carta 
de las Naciones Unidas, una información 
completa sobre todas las ratificaciones, decta- 
raciones y actas de denuncia que haya 
registrado de acuerdo con los artículos prece- 
dentes. 


Artículo 42 


Cada vez que lo estime necesario, el Consejo 
de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo presentará a la Conferencia una memo- 
ria sobre la aplicación del Convenio, y conside- 
rará la conveniencia de incluir en el orden del 
día de la Conferencia la cuestión de su revisión 
total o parcial. 


Artículo 43 


1. En caso de que la Conferencia adopte un 
nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente y a menos que el nuevo 
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Convenio contenga disposiciones en contra- 
rio: 

a) la ratificación, por un Miembro, del 
nuevo convenio revisor implicará, ipso 
jure, la denuncia inmediata de este 
Convenio, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 34 siempre 
que el nuevo convenio revisor haya 
entrado en vigor; 


b 


rr 


a partir de la fecha en que entre en 
vigor el nuevo convenio revisor, el 
presente Convenio cesará de estar 
abierto a la ratificación por los Miem- 
bros. 


2. Este Convenio continuará en vigor en todo 
caso, en su forma y contenido actuales, para los 
Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen 
el convenio revisor. 


Artículo 44 


Las versiones inglesa y francesa del texto de 
este Convenio son igualmente auténticas. 


Hecho en Ginebra". 


Anexo | al 
Rep. N* 228 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Asuntos 
Internacionales 


INFORME 
Señores Representantes: 


El Poder Ejecutivo remitió a la Asamblea 
General el proyecto de ley por el que promueve 
la ratificación del Convenio Internacional del 
Trabajo N* 167, sobre Seguridad y Salud en la 
Construcción adoptado por la Conferencia Inter- 
nacional del Trabajo en su reunión del 12 de 
junio de 1988, celebrada en Ginebra. 


El Poder Ejecutivo envió un Mensaje en mayo 
de 1991, informando a la Asamblea General del 
texto del Convenio, sin solicitar su ratificación, 
en virtud de las objeciones parciales al texto por 
el sector empleador. 


El Poder Ejecutivo en su Mensaje sustancia 
los antecedentes jurídicos de la situación: 
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"Debe señalarse que Uruguay, por Ley 
N?2 12.030, de fecha 27 de diciembre de 1953, 
ratificó el Convenio Internacional del Trabajo 
N2 62, relativo a la Prevención de Accidentes 
de Trabajo en la Industria de la Construcción, 
el que se reglamentó por Decreto N* 678/967. 
Esas normas y el Decreto 406/988 cubrían 
parcialmente las previsiones del Convenio Inter- 
nacional del Trabajo N* 167. 


Posteriormente, se dictó el Decreto 111/990, 
de 21 de febrero de 1990, que establece 
disposiciones pormenorizadas sobre seguridad e 
higiene en la construcción. El artículo 175 de 
dicha norma creó una Comisión Tripartita para 
adecuar las disposiciones de seguridad e 
higiene en la materia. 


Esa Comisión, luego de un extenso análisis 
y diagnóstico, elaboró el Decreto 89/995, de 21 
de febrero de 1995, actualmente vigente, que 
perfeccionó y amplió la normativa estableciendo, 
entre otras cosas, los servicios de seguridad en 
el trabajo y la creación de una Comisión 
Tripartita permanente para el tratamiento de los 
temas de seguridad e higiene en la industria de 
la construcción. 


En el marco de las medidas específicas, que 
se han implementado a partir del mes de febrero 
de 1996, para revertir la siniestralidad en la 
industria de la construcción se han dictado los 
siguientes decretos: 


A) Decreto 53/996, que crea la figura del 
delegado de obra. 


B) Decreto 76/2996, de 1% de marzo de 1996, 
que determina los requisitos del delegado de 
obra. 


C) Decreto 82/996, relativo al Libro de Obra. 


D) Decreto 83/996 que crea el Consejo 
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo. 


El Poder Ejecutivo estima que, a través de 
esos decretos se cubre la materia objeto del 
Convenio Internacional del Trabajo N* 167. 


Sin perjuicio de esto último, nos permitimos 
señalar a la Asamblea General que el Convenio 
Internacional del Trabajo N* 167 fue analizado 
en el ámbito del Subgrupo de Trabajo N* 11 del 
MERCOSUR (actual SGT N* 10 de Relaciones 
Laborales, Seguridad Social y Empleo), 
específicamente a través de su "Comisión 
Tripartita de Principios" (N* 8). Por acuerdo de 
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los países miembros del MERCOSUR el Conve- 
nio Internacional de Trabajo N* 167 fue incluido 
en una lista de convenios cuya ratificación los 
representantes de los Gobiernos de los Estados 
Parte se comprometieron a promover. 


Previo a dar cumplimiento al compromiso 
regional asumido, el Poder Ejecutivo solicitó la 
reconsideración de la cuestión de la ratificación 
del Convenio Internacional del Trabajo N?* 167 
al Grupo Tripartito, creado en el marco del 
Convenio internacional del Trabajo N2 144, con 
la finalidad de asesorar en las relaciones con 
la Organización Internacional del Trabajo, pro- 
moviendo un cambio de opinión del sector 
empleador, para así continuar con la práctica de 
solicitar la ratificación de aquellos convenios 
acerca de los cuales existe consenso en tal 
sentido, asegurando por anticipado el compro- 
miso efectivo y voluntario del cumplimiento de 
las disposiciones del Convenio por parte de los 
interlocutores sociales. 


Con fecha 21 de agosto de 1996, se logró 
el consenso tripartito para la ratificación del 
Convenio". 


Es notoria la importancia de este Convenio. 
La dramática situación del trabajador de la 
construcción, cuando sufre un accidente en el 
trabajo, ha hecho que este tema sea tratado 
ante la opinión pública en los momentos de dolor 
frente a las tragedias. El objetivo del Convenio 
es precisamente evitar en lo posible que estos 
hechos ocurran, tratando de prevenir mediante 
diversos instrumentos los accidentes. 


Habiéndose superado el desencuentro en la 
Comisión Tripartita, quedaron allanados los 
obstáculos que podrían entorpecer el efectivo 
cumplimiento de sus contenidos. 


En función de lo expuesto, vuestra Comisión 
de Asuntos Internacionales aconseja al Cuerpo 
la aprobación del adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2000. 


Carlos Pita, Miembro Infor- 
mante; Sebastián Da Sil- 
va, Arturo Heber Fúllgraff, 
Félix Laviña, Eduardo 
Muguruza, Enrique Pinta- 
do, Julio Luis Sangui- 
netti”. 
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— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el miembro informante, señor Diputado 
Pita. 


SEÑOR PITA.— Señor Presidente: este 
Convenio contiene treinta y cinco artículos, cuya 
redacción abarca las más diversas situaciones 
de riesgo en los diferentes trabajos y especia- 
lidades vinculadas con la construcción y activi- 
dades anexas. Se trata de un Convenio de 
enorme importancia aprobado con calor en la 
Comisión de Asuntos Internacionales de esta 
Cámara, que aconseja por unanimidad su 
aprobación. 

El informe que está en poder de todos los 
señores Diputados contiene la explicación del 
trámite del proyecto. Fue relevante incluir la 
historia de este Convenio porque fue aprobado 
por primera vez el 1* de junio de 1988, en la 
reunión que en esa fecha celebró en Ginebra 
la Conferencia Internacional del Trabajo. Desde 
la aprobación y suscripción del Convenio por 
parte del Poder Ejecutivo, el sector empleador 
de nuestro país planteó una observación al 
texto. Uruguay, que tenía voluntad política casi 
unánime -salvo esta discrepancia corporativa-, 
dio muestras de su voluntad de ratificación del 
Convenio y de sus normas, en atención a su 
tradición en la materia, que lo hacía suscriptor 
y ratificador de los convenios que eran antece- 
dentes inmediatos de éste, y a una larga serie 
de decretos consensuados que intentaban poner 
al país a tono con ese Convenio que quería 
ratificar y no podía como consecuencia de esa 
dificultad que planteaba el sector empleador. 

Queda explicado, entonces, el sentido del 
informe que he elaborado en el que, en contra 
de lo que suelo hacer, se transcribe textualmen- 
te la historia procesal de este largo trámite del 
proyecto y se incluyen los sucesivos decretos. 

Finalmente se pudo lograr, con un trabajo 
importante del movimiento sindical y una activa 
participación el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social, un cambio de opinión del sector 
empleador que permitió reunir las condiciones 
necesarias a los efectos de solicitar la ratifica- 
ción del convenio. Se llega, entonces, a un 
consenso tripartito que habilita ese pedido de 
ratificación, dada su evidente importancia. 
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El sector de la construcción supo, sabe y 
seguramente sabrá en el futuro de circunstan- 
cias tremendamente dramáticas en la vida 
cotidiana de quienes trabajan en esta actividad 
tan importante de la vida nacional, a raíz de las 
trágicas muertes ocurridas y la notoriedad que 
adquirieron. 

Como decía al principio, a través de los 
treinta y cinco artículos del convenio, salvo los 
primeros -que definen los campos de aplicación 
y los conceptos a los cuales se van a referir 
los siguientes-, se describen las más diversas 
situaciones por las que se producen riesgos en 
el trabajo de la construcción y anexos, y se 
establecen normas que deben ser tenidas en 
cuenta a los efectos de tratar de prevenir o por 
lo menos disminuir los riesgos para la salud y 
los accidentes de trabajadores de la construc- 
ción. 

Las razones son harto elocuentes, por lo que 
sería innecesario extenderse en su desarrollo. 
Lo único que me apena es la hora en la que 
estamos tratando este punto, por lo que 
aspiraría a que pudiéramos votarlo en la sesión 
de mañana. Sé que hay señores Diputados que 
quieren hacer uso de la palabra para referirse 
a este tema, que es de enorme importancia. 
Esto ha sido largamente requerido por los 
trabajadores del país y reclamado por la opinión 
uruguaya en general, y es de festejar que 
finalmente, a pesar de este largo trámite, se 
hayan allanado las objeciones. Es bueno 
reconocer que el sector empleador también se 
allana, generando las condiciones básicas para 
la ratificación del Convenio. Por lo tanto, es de 
desear que se apruebe no sólo en su discusión 
general sino también en su discusión particular, 
con la cantidad necesaria de legisladores 
presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar, si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cuatro por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 12. 


(Se lee) 
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— En discusión. 


Este artículo requiere cincuenta votos contfor- 
mes para su aprobación. Como no hay en Sala 
el quórum requerido, se va a votar si se cierra 
la discusión del artículo, postergándose su 
votación. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cuatro por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


Léase el artículo 22, 
(Se lee) 
— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y 
Afirmativa. 


tres en cuarenta y cuatro: 


La Mesa entiende que este artículo no 
requiere mayoría especial. 


SEÑORA TOURNE.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA TOURNE.— Señor Presidente: qui- 
siera fundar mi voto afirmativo a la ratificación 
de un convenio por demás interesante para 
nuestro país. Como muy bien decía el señor 
Diputado Pita, que me precedió en el uso de la 
palabra, se trata de una demanda de larga data 
de los trabajadores, no sólo de los que se 
desempeñan en el sector de la construcción sino 
de todo el movimiento sindical uruguayo. 

El logro de este acuerdo tripartito que nos 
permite la ratificación del tratado requirió de 
extensas negociaciones con el sector empresa- 
rial. Lamentablemente, fue necesario que se 
produjeran muchas desgracias en el sector de 
la construcción. Recordemos que, en su opor- 
tunidad, el Parlamento fue escenario de debates 
con la señora Ministra de Trabajo y Seguridad 
Social del período anterior, doctora Ana Lía 


Piñeyrúa, ante una muy nutrida serie de 
accidentes de trabajo que costaron vidas de 
orientales que se dedican a construir las casas 
en las que habitamos todas y todos nosotros. 
Pero por fin hemos alcanzado un acuerdo y 
llegamos a la ratificación de un convenio que, 
de alguna manera, otorga un marco en el que 
ya se había avanzado en negociaciones y 
decretos emanados del Poder Legislativo, tam- 
bién por acuerdos tripartitos. Es necesario, 
pues, contar con condiciones dignas de segu- 
ridad en aquellas actividades que implican un 
riesgo para la vida y la salud de los trabajado- 
res. 

Las condiciones de trabajo de nuestra gente 
-de los uruguayos y uruguayas- tienen que ser 
una de las materias de mayor delicadeza. 
Mientras que en el Primer Mundo la seguridad 
en el trabajo pasa a constituir puntos a favor 
de las empresas, lamentablemente en nuestro 
país se descuida este aspecto, lo que se paga 
ni más ni menos que con la vida o el 
compromiso de la salud de los trabajadores 
uruguayos. 

Por tanto, me congratula que la Cámara se 
haya manifestado a favor de este proyecto de 
ley. Ojalá que tenga rápido trámite, para que 
podamos contar con una norma más que 
favorezca al mundo del trabajo, tan dejado de 
lado a veces en esta misma Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— La Mesa 
deja constancia de que el artículo 22, que se 
había dado por aprobado, de acuerdo con el 
Reglamento en realidad ha quedado aplazado. 
La votación tomada debe entenderse que se 
hizo para cerrar la discusión. 


25.- Levantamiento de la se- 
sión 
SEÑOR LEGLISE.— ¡Mociono para que se 


levante la sesión! 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Treinta y siete en treinta y nueve: Afirmativa. 
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Se levanta la sesión. (Es la hora 19 y 58) 


Dr. WASHINGTON ABDALA 
PRESIDENTE 


Dra. Margarita Reyes Galván Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretaria Relatora Secretario Redactor 


Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígratfos 


Dep. Legai N* 211.038/00 - Central de Impresiones Ltda. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


XIV LEGISLATURA 
PRIMER PERIODO ORDINARIO 


NOMINA DE SEÑORES REPRESENTANTES POR DEPARTAMENTO 


Artigas (2 bancas) 


SILVEIRA, Julio C. 
TRIVEL, Wilmer 


Canelones (14 bancas) 


AGAZZI, Ernesto 
BELLOMO, Edgar 
CONDE, Roberto 


CHIESA BORDAHANDY, Eduardo 


FALERO, Ricardo 
GALLO IMPERIALE, Luis José 


HACKENBRUCH LEGNANI, Tabaré 


LACALLE POU, Luis Alberto 
LARA, Julio 

LEGNAN!, Ramón 

MAHIA, José Carlos 
PERDOMO, Alberto 
SANDE, Adolfo Pedro 
SANGUINETTI, Julio Luis 


Cerro Largo (3 bancas) 


GUARINO, Gustavo 
RIVERO SARALEGUI, M* Alejandra 
SILVEIRA, Gustavo 


Colonia (3 bancas) 


BIANCHI, Daniel 
GIL SOLARES, Orlando 
GONZALEZ ALVAREZ, Carlos 


Durazno (2 bancas) 


ACOSTA Y LARA, Guzmán 
BOSCH, Nelson 


Flores (2 bancas) 


BEROIS QUINTEROS, Ricardo 
MASPOLI BIANCHI, Juan 


Florida (2 bancas) 


AMARO CEDRES, Juan Justo 
HEBER FÚLLGRAFE, Arturo 
Lavalleja (2 bancas) 


AMEN VAGHETTI, Gustavo 
ARGENZIO, Raúl 


Maldonado (4 bancas) 


FERNANDEZ CHAVES, Alejo 
PEREZ, Darío 

PEREZ MORAD, Enrique 
RODRIGUEZ, Ambrosio 


Montevideo (44 bancas) 


ABDALA, Washington 
ALVAREZ, Guillermo 
AMORIN BATLLE, José 
ARGIMON, Beatriz 
BARAIBAR, Carlos 
BARREIRO, Raquel 
BARRERA, Jorge 
BAYARDI, José 
BENTANCOR, Juan José 
BERGSTEIN, Nahum 
BLASINA, José L. 
BORSARI BRENNA, Gustavo 
CANET, Brum 
CASTRO, Nora 
CHARLONE, Silvana 
CHIFFLET, Guillermo 
DA SILVA, Sebastián 
DIAZ MAYNARD, Daniel 
DIAZ, Ruben H. 
DOMINGUEZ, Juan 
FALCO, Alejandro 
GARCIA PINTOS, Daniel! 
IBARRA, Doreen Javier 
LAVIÑA, Félix 
MAGURNO, Oscar 
MELGAREJO, Artigas 
MICHELINI, Felipe 
MIERES, José María 
MIJERES, Pablo 
ORRICO, Jorge 

PAIS, Gabriel 

PAIS, Ronald 
PENADES, Gustavo 
PERCOVICH, Margarita 
PINTADO, Enrique 
PITA, Carlos 

PONCE DE LEON, Martín 
POSADA, Iván 
RONDAN, Glenda 
ROSSI, Víctor 
SCAVARELLI, Alberto 
SENDIC, Raúl 
TOPOLANSKY, Lucía 
TOURNE, Daisy 


Paysandú (3 bancas) 


MELLO, José Homero 
MOLINELLI, Ricardo 
OBISPO, Ruben 


Río Negro (2 bancas) 


CARMINATTI, Ruben 


CASTROMAN RODRIGUEZ, Ricardo 


Rivera (2 bancas) 


LOPEZ, Henry 
MACHADO, Guido 


Rocha (3 bancas) 


ARRARTE FERNANDEZ, Roberto 


BARRIOS, Artigas A. 
PUÑALES BRUN, Yeanneth 


Salto (3 bancas) 


BERTOLINI, Luis Batile 
FONTICIELLA, Ramón 
LEGLISE, Luis M. 


San José (2 bancas) 


CHAPPER, Jorge 
SELLANES, Leonel! Heber 


Soriano (2 bancas) 


ARREGUI, Roque E. 
VENER CARBON!I, Walter 


Tacuarembó (2 bancas) 


CARDOZO FERREIRA, Julio 
MONTANER, Martha 


Treinta y Tres (2 bancas) 


ORTIZ, Francisco 
SARAVIA OLMOS, Diana 


